
CAPITULO IV. 

DE L.\S AI:,'IONES CO;\CEIt;\m;\mS A L.\ FILIACION 

SECCION 1.-I'I·incipios generales 

426. Dásc elnombrc de cuestiones de estado á las ae­
dones concernientes it la filia·~iún. La corto Ile casación do· 
fine ulcslado en estos lél'1nin·)C;: .l El 0;;1,1<1.0 consiste en l~s 
relaciones que la nalmuloza y h ley civil o3tablecen, i'Jlle­
pendientementc de la vuluntall (,k los contnn"¡'mtcs, entre 
un individuo y aquellos ú quienes Ileb" 01 nacimiento» (1). 
En este concepto tan amplio, el hijo natl1l'al tiene un esta 
do tanto como ellegilimo, pero el Ile éstr) .:omprcndo I'ola­
ciones más extonsas que el de a(IIJél, p"·r'Ille se dilatan :1 
tOlla la familia do los progenitores, mi'lI1lr¡n r¡no el hijo na 
tural no tiene familia. Asl como lo expresa la ,Iefinidón de 
la corte de casación, el esta,lo tieno por !J.lse ht filiación, y 
de olla emana como d,) fllont8 nCl~esaria_ Dé Ilolllle se si­
gue que las acciones referontes ú la fili,¡ciún son e,cncial. 
mente cuestiones de estado. Tales son: 

1 SCJllenuiil (le 13 ,lc J-llll:O tle 1S33 (D.lllo~, l..~ll la l' .• la')l'.t patlll­
nidad, núm. 0.33, 2n

). 
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DB LA FlLIACION 035 

El desconocimiento, porquo tiende it disputar la filiación 
legitima e1el bijo concebirlo, ó al monos nacido durante el 
matrimonio. 

L" contienda de legitimidad, t"ll el s~lJtido especial del 
art. ~H5. Cllund'J"¡ hijo nace trescientos dias después de 
la disolución ([,,1 matrirnOllio, su legitimidad puede ser mo· 
livo de contienda, es decir, (¡ue el actor niegue que tnl 
Lijo haya sido concebido durallte el matrimonio; ahora bien, 
la acción que ti,!ndc ti nogar la filiación legitima es una 
cuestión de e,tado, tanto comu la acciulI por la cual el hijo 
rcdan1a su legitimidad. 

La acción de 1·eclamaci ón de estado, que el hijo ó sus 
herederos intentan, suscita siempre una cuestión de estado, 
porque el hijo pretende pertenecer it una familia con moti­

YO de su filiación. 
La acción de denegación de estado tiende á repeler al 

hijo tic la faIT.ilia ú la r¡Ufl el pretende pertenecer, sea que 
el hijo posea el estado qnc se le disputa, sea que no lo po­
sea. En es le CJnc8l'to, el (lesconocirniento es una acción 
de denegación de eSlado, porr¡ue el marido niega al hijo la 
calidad de legítimo. 

427. Rigen el eslado de las personas, en general, los 
mismos principios que se aplican ú todas las cuestiones de 
estado. Hay un ¡,rincipio fundamental en esta materia, y 
es que el estatlo, 0'1 su esencia, ':S un derecho moral. Cier­
to es que el estado es ,,1 origen de derechos pecuniarios que 
pueden ser muy c'Jllsidorables, pero que 110 lo constituyen, 
su puesto que cn rigor pll"dc existir sin t~les derechos; lo 
que si es un elemento esencial tlel eslado es la sangre, la 
familia y la honra que es ú ésta inherente. Por esto mismo, 
el estado es de orden public", es h base de la clasificación 
civil de la persona. Es también de interés general, porque 
la filiación es el fundamento de las familias, y la familia es 



el fundamento de la sociedad civil y política. SígtJese de 
aflul que el estarlo no estú p.n .,¡ rome.rcio; no se cnmpra, 
no se vende la sangre, ni la filia,·ión. En consceuencia, el 
estado no puede ser objeto de ningún ho(~ho jurídico qno 
impliqne el comercio, on 01 sAnti'¡o II'gal de la expresión. 
As!, pues, nadie puede celebrar transacciones con su es 
tarlo (1). 

La transacción supone una renuncia, y no puede conce· 
birse que el hijo renutwie á su estado, porque eso seria re 
uuneiar ti la sangro, ah(licar (le los vínculos (lue la natura· 
lezú ha forma,lo, cosa (Iue es imposible; o,,0 sorla enagenar 
una cosa que, no est~ndó en el rorne,rcio, es inalienable; eso 
serla regir por convenciones particulares una materia qtle 
es de orden público y de interés bcnoral, 'cosa que la ley 
no permite. Toda rcnulleia que ,,1 ¡djo hidecc ,le su esta 
do serIa, pues, radica lmonto nula (2). Sigue,o do aquí que 
si el hijo h~ in tentado acción, redarnando su estado y lue· 
go se dosiste do ella, el desiotil1liento es nulo, en tanto (Ille 
impliqn e una renuncia do su esíado; él podrú ¡cdamar su 
estado A pesar de su de~istirniento. Por la misma razón no 
puade prestar aquiesconcia al rallo) que ha rechazarlo su de· 
manda, tal ar¡niesCQneia no le impediría interponer apela 
ción. Cierto rlne el hijrl puelle no interponerla; Sll silencio 
implicará una aquiescencia tlicilu; I'ero si en este caso el 
hijo no es ¡j(lmilido ti apelación, PS monos por su voluntad 
que por la autoridad que la ley otorga ú los fallos, y por la 
necesidad de poner un término al litigio (:3). 

Slgnese del mismo principio Ijne no pu~,le "ponérselo al 
hijo Una confesión cualquiera que de su filiación huLiese 

1 S('l1telll~ia ch\ Orlc·:ill. ... , (lu G de "J[:¡I':f.U ,le 18~1 (D.11107.) 1'11 la paln­
bra pflferllid(ul, lIúm, ;J;.i7, a~) 

2 SNHcneia tle :\1011tpullinr, 11n 1~ dl\ 1\1;11'1';1\ Ile 1833 (iJallo:'.) (111 
la palCllJra "pah'rllhlad," lIítlll. 00, p, 18-~). 

3 DIUHlltC\lI, t'Onn;o de cl':'l'('eho fl';\llct\" t. 1 [[, p. 110} nÍlm. 14-1. 
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hecho" lli tlcferirl'l el illramonttl sohre Sil "sla,lo. Nunca 
pncrle ¡],,[orir,,\ ni jllr,\!l1CI110 eJl ui;¡leria II~ esLlIh, ni en 
prow"ho ,].,¡ hi.i'J, ni ell Sll cOllira, porclllO "ljllt'amcnlo 
dncÍ!'orio i!llpli(~a ulla trilll7"ilCciúll, y tr)dil tr,\n:i'\(:c~iúll en 
cuesliono; ,]" o,t~rll) Iluya d sello ¡]'l llulichl. En en ,nt,) ;í 

la confu,i6n, C'Hlli'lIliJ un:\ tlisposi"ión ,Iel ,le)"echo on el 
cllal ¡Josl,:tnsa; ¡]o",¡c luego es inadl1lisiblo en m;¡IO,ri.1 de 
estado. 

Pllr último, resulla del mismo princil'il '1ue el estado 
1',0 puedo adquirirse Ili pül'tleí'S!} Pi)! presc['ipciótl. L/\ ley lo 
c\presa ;lsi raspado do la preserip"Vl!l extintiv:\ '1ue se 
f]uisicra 0pl)nor;i la al,ción tlo reclamación de estarlo inten· 
tada por el biju; el arl. 3'28 110 es más 'Tlle la aplicación de 
un principio gencr~l, yes '¡Uf) la l'rc_'"ripeión, sea adqui­
sitiva, sea extintiva, supone UIl derecho '1ue cst:í en el co· 
mm'''¡o, un derecho f¡UO pll"'¡~ ad,¡tlirirsc ]1~r titulo Ó ]11[' 

posesión, un derecllO que I'Uf)[!e i"lt'del'se por una renuncia 
tlicita ó por negligencia, suposicio",'s todas extranas al es­
tado de hs pnr,;olJas. P'[r otra 1"1'10, la prescril'ci6n se e, 
tablec,,) por interés g"nll"al; uhora 11'0;1, el interé; dé la so­
ciedad exige prccis::lillent'l tillO el osudo so~ imprescripti· 
ble; importa [1110 cada uno plJod~ sil',mpr0 reclama,' la filia· 
ción 'lile lo correspande, [í ;:nporh r¡uo so puede, siempre 
combatir el estarlo de f¡lliell nin,!)r"w derecho tieno ú la filia­
ción que puseo ó r¡u'~ r,'iyindir:a (1 '. 

428. No hay r¡ue rou!"untlir el "3taclo con los derechos 
pecuuiarios que le 5011 af,ct"s. AIlIl'¡IlC estos dcredlOs de 
riycn del estado, qne es :1" ordcu público y ¡J,~ int"ré, s'­
cial, nada tieuen de C,Hnún eon d orden público ni cun el 
interés de la soeiechd. Quedan, ¡lUeS, en el dominio do l,)s 
principios generales '¡!.lC rigeu lo, c1ercdlOs patrimoniales. 

1 EAi~ ,\~; ,\1 !I\il!h-() ¡l :,)'1 !"!]- Hi~,:qt-_Pr(lT:!"lI('l1. 1'~'{!II)s:(\:I'!/1 ,11, 
rl!ori\-¡)~, \\(11\1. :\") ,:Loc<'.!. 11!. ~'. UO). 
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Eslos derechos están en el comercio; luego pueden ser el 
objeto de lodo género de conyoneión, por ejemplo, dfl una 
transacción, La rorte tic Orleans ha hecho una aplieación 
nolablo dc cste principio. Una Il'ansacción estribaba á In YéZ 

en el eslado Jol hijo l' en los derecllüs pecuuiarios d~riva, 
dos de ese estado, La ~Olt!) mantuvo la C<lnvención en cuau 
to á los intereses pec!llliarios y la anuló en cuanto á la cues, 
tión do estado, Aunque cOlllprendidos en una misma con­
"ención los derechos pecuniarios y los d0rechos de estado, 
son esencialrneute dif"rcntesj puede tl'ansal'se rcsp"cto de 
Jus unos, [wro no rospecta ,le los otros; la cort~ debía, pues, 
sepamrlos como lo hizo (1), 

Slguese de aquí 'Iue pi hijo puede renunciar á Jos dere­
chos p,~cuniarios inherelltcs ¡'l su eslado; puede desistirse de 
una acción á ellos concerniente, Ó consentir, Por último, 
siendo estos derechos ",at~ria de comercio, ~e pueden ad­
quiril' Ó pOI'del' por la prescripción. 

429. El estado conoiJcrado COl1l0 derllcho moral, sólo al 
hijo concicmu, Cierto es que, en principio, sus uescendien­
tes tendrian tambión derecho para reclamar el esLado que 
á su padre correspondia. Pero el código Napoleón no acep' 
ta esa teorla, porqlle de olla habrian resultado eternos de­
hates acerca Je·las cuestiones tI'l estado, lo flue habría com­
promeliúo el reposo de las familias y, en consecuencia, tras 
tornado la sociodu,1. Así, pues, el legislador ha limitado la 
contienda sobre el estado ¡í la vida del hijo. A la muerte 
de éste, el estado, como deredl0 !I1oral, se extingue; ya no 
se considera sillo cn!l1o fUllllLn ti,· intereses pecuniarios. Los 
derechos patrimoniales inbcrent,·s al estado pasan natural 

1 S(>:ntoIJr.ia tlo Orh':l1l~t ,lo 6 t1t\ Jhr1.o de 1811 (D.II!oz, en la P,L 
laura pl1lerllldttd. núm. :,)87, :r') UOlllp lrP!-;tj ulla Hontellliia (h~ la CUl'tH 
de easaciólI, de 29 de l\Iarzo de 185:': ¡Dalloz, 185!, 1, 39:!), f)l1e luan· 
tieuH Hila oonvollción f;obro la p¡lrticiJl,wi6n de la comullidad S '](1 la 
suoesióa pasada cutre hijos leg[tilllos Ó bijos adultcrinos. 

--~ - ----- --------T"""" T 
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mente á Jos herederos quiencsqúiera que sean, con el patri­
monio en el cual estáu vinmlados. De donde se sigue que 
las cuestiones de estad" cambian completamente de natu­
raleza cuando en ellas figué'an los herederos. Los derechos 
pecuniarios sólo son substancia riel debat.e; es así que estos 
derechos están en el come"cio, lucgo puede;: ser objeto de 
una transacción; los herederos pucd~n renunciarlos; pueden 
(Jesistirse uo su aCCÍón, cor,sp.ntir; sus derechos están suje· 
tos á prescripción . 
. 430. Lns principios I¡UO acabamos de exponer, reciben 
ciertas modificaciones Oll materia de (lcs~onocimicnto; al tra· 
tar de esta mat8ria, Il.s darorno; ~l conocer. Necesitamos 
dejar anl,tadas todavía algunas mg!as concornientes al esta· 
do de las per500as. El preliminar Je conciliaci6n ante el 
juez de poz, que la l"y prrls1lrihe r~ra torla demanda princi­
pal introuuctiva ¡Jo instanda, no debo y no puerle tenerlu· 
gar cuando la acción se (liri¡;e it objetos que no pueden ser 
maleria de una transac.:i'.in, Talos son las cuostiones do es­
tado, cn;,,¡,Jo el hijo I'S part0 ,lO el litigio: csas cucstiones 
estan db¡H'rls<!r!:Js 1"1' su n:ltu("aleza de una tentativa (le con· 
eiliacióll "'I(] no tenuria ninglin objeto. No sucede lo mis­
mo cu:wdo los herederos figuran en el litigio, supuesto que 
el Jebatc versa sobre intereses pecuniarios (código de pro­
ceJimientos, arto 48). 

Por los términos Je! art. 83 del eódigo de procedimien· 
tos, las causas concernientes a: estado rle las personas, 
son comunicables al ministerio púulico. Esti1 Jisposi­
ción recibe su aplicaci(in ú las acciones en que el hijo 
figura, y no se aplica cuando los herede¡'t1S son partes en 
el litigio, porque resp,jcto á é3toS, la causa vuelve al dere­
cho común ¡¡ue rige todas las contiendas sobre interés pe· 
cuniario' 
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SECCION /l.-De la acci6n de desconocimiento. 

~ 1? ¿CUANDO nAY LUGA n Al. ¡mSCO:\OCDlIE1iTO? 

431. El arlo 312 dice 'fue el hijo concebirlo duranto el 
matrimonio tieno por padre al ll1arido; (¡ue !lO obstante, ós­
le puede desconocerlo si prno),a ,¡ue en la ,;¡rOC;¡ de la con· 
cepción se hallaba NI la imposil'¡]i'¡ad física de cohahitar eDil 

su mujer; el nrt.. 313 :Jgrf'ga, (¡1I8 puc·I" tambiéu descono­
cerlo á causa do imposiloilidud moral dc cllhabiUl"iólI. j<;t¡ 
cuanto al hijo nacido durante el matritlloilio, pero "ollce­
dido antes de su celeLración, 01 m:tri,jo tinlle, eu principio, 
el derecho absolulo tIc desconocerlo (art. 314). Conforme 
Íl estas disposisionc5, habria lugar ú la acción uc tlpseonoci· 
miento contra. el hijo collec[¡ido Ó nacido durante 01 matri­
monio. Pero para fIn', el Ilijo pueda iuvocar I:t presunción 
de paterniuad, que 110 puede s,~r cOlld.latida ¡lino por el des­
conocimicllto, fuer/.a. e3 'Iufl pruebe que filó eonl'ebido Ó 

que nació de la mujer "asada '[110 ól i'rctell,le 'rIJo sea su 
madre. E~ta prueba viene. a m¡)difi'~al' Ins priwipio:; del 
(lesconocimicllto, tales corno r,,g,J!Lan de los arts. il'l2, :313 
y 314. 

La ley admite tres I'ruel,a8 para oótal,leccr la filiación de 
los hijos lejitimos: el ada dc nacimiúnto, la posesión de 
estado y la prueba teslimoni"l. Cl1anuo el hijo prueba su 
filiación maternal por una acla lit) nacimicnto, pu oda invo· 
cal' la presunción de patcrnidad, y el marido no es aumiti­
do á combatirla sino p')r 01 desconocimiento. Esto resul­
ta de la comhinación del art. 319 coo lts 3rtS. il12, 313 
Y 314. En efecto, el acta dn naci,;¡ienh, "poy ada en el acta 
de celebración de matrimlltlio, lti'w.,],a t¡llé el hi.io ha naciuo 
de ulla mujer casauu, durante su matrimoni,,; quc haya 
sido después ó Ílntes, ¡¡om iUlI'.)rla; ,I(jsdo ese mom8ntu, 
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hay lugar a la presunción tic paternirlad, y, en consecuen­
cia, ú la al~ciúll do df.lSCOnol~im¡ont(). 

No sucede lo mismo wanlln el hijo prueba Sil filiación 
por la posesiúu de 8stfulo. En t~l)rifl, segun lo hemos di­
ella (rum. 1.08), se podria sostener qne hay lllgar ú dcsco­
l1nclmiento; pero de ¡H~cho, el dC~colloc¡rlliento no es de 
admitirse, supuesto 'pw h posesión dc ~staclo se ['lIlllla pre· 
,~isamellt,) eu la wll[,,,i'J[I del marirlo ([ne ha tratado al hi. 
jo como propio. Cllantl,) consLil la posesión de estado, ya no 
]lllcde tratarSt) rI,) d"scilnoeimiollto. Todo lo que el padre, 
6, si hay lugar, SIlS llOrederos pueden [¡aeer, es combatir 
los testimonios r¡ue d i1ij o produce para probar la pose­
sión de estado. 

Cuando, á ralta de tílulo l' de poseción de estado, el hi­
jo prueba su liliaciún por medio de lesligos, puede, á la ver­
dad, imocar la presunción de paternidad del <trI. 312, 
pero dicha presunciún lIO tiello ya la misma fuerza r¡ue 
cuando descansa en llllft acla ,Ic nacimiento. El marido pue­
de, por todos los 1'CC/lI'SOS de dcredln, dice el art. 32:;, pro­
bar que el hijo llO 1" perlenece. Esto no es la <lección do 
tlesconucimiento, silll) la prueba contraria, reglamentada 
por el derL'c1lO COIlJÚIl, (nútll 1.21). 

No cslamtls hac;t)l}do mas q(10 1'ü3urnir los principios que 
hemos expuesto. Ik ludu ello resulla 'llIe el marido no de­
be recurrir á la acciUll do desconocimiento sino cUóllldo el 
hijo establece su nliacilJlI mat.crnall'0r el acta de nacimien­
to. Esta regle eslf\ admitida por la doctrina y por la ju­
risprudoncia, y no da Illargon :\ ,luda alguna (1). La corte 
do cesacióll ralló quo si el hila 110 ti')II0 titulo, 01 padre no 
debe iDlcular contra ¡',] la acciúlI de desconocimiento (2). 
No 50 dC:;COllOCll sino f·' a'llJel 'lUO licne en su favor la pre-

.J ~lO'¡¡¡"l;(~i:l ti!' ¡'aris, ~¡" 1 i E¡¡f'TO (1n l~Wl (Dal!oz, LS(H,:.', 19). 
::: :)elltcllci:¡ ~k 11 lh' .'\!¡ril üe ]8;'1 (Dalloz! lSj·l, 1

1 
9~). 

['. lh D. TOMO IrI.-::'il 
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sunción de paterni(lad resultante dei matrimonio de la mu­
(Ire y probada por una aeta de nacimiento. El hijo que no 
tiene título debe formular una demanda reclamando su es· 
tado; si alega la posesión, el marido puede combatirla pro 
bando que jamás ha considerado como sUJo Ú tal hijo: si 
éste recurro á la prueha testimonial, el m.rido pnade rere· 
lerla por la prueha contraria, sin estar sujeto it las reghs 
relativas al desronocimiento. La acción de desconoeimicn· 
to dehe intentarse en nn pla~o muy cr¡rto, dentro de nn 
mes, por regla general; este pla7.0 no puede 0PO'][11"';0 al 
marido sino cuando él deba formular una acción de ,lesco· 
nocimiento para expulsar al hijo de la familia, lo que su· 
pone que éste tiene un título; si no lo tiene, el marido no 
está obligado ú entablar Iln litigio escandaloso contra el hi­
jo, que probablelllenle jam:is reclamará un cslado al que no 
tiene ningún derecho; puede cspmaI"S!; ,¡ que d hijo inten­
te su aeción, y entonces la rechuzmi con todos los reellr· 
sos l!'gales (1). 

432_ Cuan,lo el hijo poseo una acta de nacimiento, no 
puede ser rechazado do la familia si 110 Col por m3,lio ,le 
una acciónrle desconocimiento. Tal es el principio. i-Pe,·o 
qué dehe resolverse cuando el titulo es irregular? Hay qne 
distinguir si la irregularidad consiste en la indicación de la 
madre ó en la del padre. Si no se sOÍlala la madre ,le nna 
manera cierto, el hijo ya no pue,l" prevalerse de su llcta 
de nacimiento, salvo qno pida su rectifkación. En efecto, 
el acta de nacimiento dehe probar precisamente la filiación 
materná; luego si el acta no tia á conocer ¡¡ la mad,·e de 
una manern cierta, el hijo, no puede invocarla. Veamos un 
caso que se ha presentado. El acta tle nacimient.o no indica­
ba ú la madre con el nomhre de mujer casada, y tal irregu-

1 DelUolomlH\ t. V, p. 1:37, JlÚlll. l.J-fi. }-i(,lIh.:'noi" ¡In Caoll, (le 1 j 
(le Marzo rln 'IS·~7 (Dalloz, 18-~f{, :'~, 57). 

--~ 1[': 
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bridad no habría impedido por si misma '11lO la madre fllese 
cierta; pero d;¡banse adomús ú la madre dos ápelativos ¡¡un 
pertenecíall il su Iwrmulla, y uno sólo dn dlns le perteno­
ela; la pnllnrí~ciún dol domícilio podía también aplicarsE il 

la hermana tanto como ú ella. Hauía, pues, inl:ortidum­
bre respecto á la maternidad. La corte de nauen resolvió 
(¡Ile el hijo, debía, antes que todo, hacer que se rectificase 
el acta de nacímientrJ. La corto r¡uizús no habría parado 
mientes anto tales il'reglllaridi\llcs, ,i las circunstancias de 
1" causa no hubiesen despertarlo sus sospechas, el marido, 
en la época del naeimíento, estaba ausente hacia varios 
aflos con motivo del servicio militar (1). As! es como los 
hechos necesariamente inflnyen en las resoluciones del juez. 

En cuanto ,i I~s irregularidallc3 concemientes al nombre 
del padre, puede rlecir.'e qUi' son indiferentes, (,n atención 
ú que el acta de nacimiento [JI) tiene por objeto comprohar 
la filiación paterna (núm'. :198). La mils gravo de estas irre, 
gularidades consiste en I¡, indicación dc un padre distinto 
.Iel marirlo de la madre. PiJdría ol'jotarse que en tal caso, 
el titulo comprueba Ulla liliación adulterína, y que por con­
siguiente el híjo no porlría invocarla. La Corte de París 
contestó perentoriamente 'lue las enunciaciones ajustadas 
á ia ley que se hallan en una acta de nacimiento nn son 
enmendables por las que adcmüs de 581' erroneas sean con­
trarias á la ley. Es bilstan te con que la madre sea cierta, 
en virtud del acta de nacimiento, para que sea necesario 
desconocer al hijo (2). 

433. Si no existe una acta de desconocimiento, la cues­
tión no puede ser de desconocimiento. La Corte de Riom 
resolvió lo contrario en circunstancias particulares, es cierto, 

1 SO!lt!~TI(i,ia (lo 5 üe ;\Ia:,z') (le lS~8 (Dal!o;r" en la pa!¡lhra I'o(e/'­
m"dad, nÍlm . ..15, p. J 7G). 

!l Sentencia tic Parío, ,le 11 tlO Enero <le 1861 (Dalloz, 186J, Z, 1 g). 



pero no por eso dejó de I~ollletcr nn CITar ovirlente. Dos 
consortes se habían separarlo yoluntal'iulllenlc; la mujer dió 
á luz un niüo, cuyo nacimiento no filé dr,clararlo al oficial 
del registro civil. 1'0!' mr,ra casualidad el maridn supo la 
existencia de dicho niflo, :" quillll inmcdiatamepte descono· 
ció por deelaraeión hecha auto notario, poro no procedió 
dentro del mes al desconocillliento ,le t,,] acto extrajudicial; 
como parece exigirlo el art. 318. Mús tarde, cntabl<ironse 
nuevas instancias sobre la paternidad; la corle resolvió que 
110 habiendo tenido luga!' ni tleseonocimiento dentro del 
plazo fijado por la ley, no cra ;uhnisible la acción (1). lIe­
mos dicho que el ClTúr es evidente. Antes de aplicar las 
disposiciones del có,ligo relativas ;¡ los pl~zos dentro de los 
cuales uebe intentarso la acción de desconocimiento, había 
que ver si habla lugar al desconocimiento. }<;s cierto que 
el marido habla desconocido al hijo en una acta extrajucli­
eial, pero tal acta era inútil, porque el hijo no tenia prueba 
alguna de sn filiación materna; 110 habiendo título, no hay 
posesión de estado. 

434, El hijo se halla inscritn con [;1Isos nombres, ó co­
mo nacido de padres desconocidos. No reclama sn filia­
ción, supuesto que no tiene posesión de hijo legítinlO. Se 
pregunta si el padre puede desconocerlo. Cuest.ión de des­
conocimiento no puede ser ésta, POl"llllB esta acción supone 
que la maternidad se ha comprobado COIl una acta de naci­
miento; y, en nuestro caso, el hijo no tiene ninguna filia­
ción matel'l1a. Así, 'pues, no pod~ia invocar la presunción 
de paternidad establecida por el urt 312. Y ¡.puede conce­
birse que el marido desconozca ú un hijo cuya misma ma, 
teroidall es incierta? 

Sin emhargo, nna .inrisprndpuc,ia e"~i unúni,pp arlmilr en 

I F,ontcuei¡l. (ln Hir'Tll, 111' 7 !Ir' .T;:lJin d(· j.Ql! (Jhliil;';, 011 h p¡¡1a~ 

ora l'atanidad lIúm. 177). 

--- - -- -----rr.---~ 
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tal caso el desconocimiento. Un !liüo ha sido registrarlo 
sin indicación del parlrl), :r es falso el nomhre d., b madre 
'lIle declaró al oficial del estado civil ¿El marido de lo mu· 
jel', que se pretende S~l' b verdader .• nHI]re, pürlrh s.·r arl­
mitido ir rendir la prueba de que l~1 niito nació de sn mu· 
jOl', para 'lue en s"gllida lo desconoci,~sc? La Corto de Pa 
ris se resolvió por la afirmativa, Iund¡indose en las conclu­
siones del ministerio público, y la sentencia [n0 c01liirmada 
por la corto .In cas;wión (l). Es daro un primer pnnto, y 
es qne suponiendo que el padre puede actuar contn el nil10, 
la acción que intentase no seria una acción de des~onoci­
miento. Si el bijo redamase su estado, sólo p0dria hacerlo 
probamlo por testigos su filiación materna; y probada la 
matcl'llidad, el marido seria admitido por medio de todos 
los 1·eCnr80S a establecer que dicho niüo 110 le pel'teneee 
(arts. 223, 325). Y si el hijo guarda silencio, si el marido 
toma la iniciativa, si prueba desde luego que el hijo nació 
de su mujür, y si en seguida combate la presunción de 
paternidad que resulta ,lo la filiación materna, ocupa el 
lugar del hijo; pero la posición de las partes sigue siendo 
la misma, con exeepei(¡n do que el marido es actor en lugar 
de ser domamlado. Si no hay lugar al desconocimiento 
propiamente didlO cuando el marido es la parte demanda­
da, tampoco puede haber desconocimiento cllando el mari­
do es la parte que demanda: la excepción se torna en acción 
y al volverse acción no cambia ciertamente de naturaleza. 

Por esto es que la acción del marido no es un descono­
cimiento. ¿,Qué cosa es entonces'? No ¡ruede s r tnÚS que 

1 Seutcllcia du l\trb, \ll~ n Ile Elll'i'n 110 ]8-\.9 (na!111;~. 181n,:.!, 
~/Hj): t'(~ntl;llciü dt\ la 1',<11'1(1 dl' n;t.;;,l{~ión, (h'. J 111\ Pou;,o:-\) ,L' l!{."il, 
(nctlloz.1S;)l, l .• 11.). Y"',\1\'iU \':\ d mJ:.,;nr) ¡~!mti(l'l, :~lHlkll',i:llln P,I­
rís, 111\·t ,111 .l111il) (l!\ lS;¡;; (1);¡)!tlZ, J,'.\:-);{. ~,:.!n:.!~; 111\ 1:\ "dl'tn do ('"lSlL 

l~il\ll, d\) ~1 lln Fd)i'l~l'n Itu lS,',·t (D;llln;t" IR,,) 1-, 1, ;';U); ,1,\ Parí-., ,lt.l ~-1 

de Fl',br'.~ro :10 186:'; (l),¡llt1z, i.f;():;. ~, :S')j 1~(lI\:i"lIl"jLt pqr ¡';(\lltOIlI~i:t 
üo la corte 110 ca3aciólI, (11) ~) ,L~ !\layo de 1 ~jGJ (D,dl()!') 18G t, 1! 4. t ~J). 
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una acción donegada la logitimidad. La cuestión está en 
saber .i el marido puede intentar tal acción fOntra el hijo 
que no tiene titulo ni posesión de estado. En principio, la 
acción por cuyo medio se deb,lte el estado do una persona, 
supone que ésta tieno un estado, porque 1:1 nada 110 da mo· 
tivo á la discusión. El art. 322 dice que «nadie puede 
combatir el estado de quien tiene una posesión conforme á 

su tIt[Jlo de nacimiento.» Esto implica 'lue pnede discutir· 
se el estado de q[Jien sólo tielle una acta de nacimiento, ó 
la posesión de estado; en todo caso hay un estallo que ¡lIle­
de ser el objeto de la discusión. Pero aquel que no tiene 
ni posesión ni titulo, no tielle estado. Por lo mismo no al­
canzarnos Ii ver lo que podrla disputál'solo. 

Por esto, en el sistema de la corte de casación, el mari­
do debe empezar por crear al hijo un estado, estado que 
destruye después por lo acción que la corte llama impro­
piamente desconocimiento. Pero la cuestión es saber si el 
marido tiene semejante derecho. El hijo contra el cual oc· 
tüa el marido no reclama, y quizás nunca reclamará, por· 
que no tiene en su favor ninguna de las dos pruebas que 
establece el estado de las personas; no tiene acta de naci­
miento, ni posesión de estado. ¡'puede intentarse acción 
contra el que nada exige, contra el que no posee lo que se 
desea disputársele? Ciertament.e fIue, confarme á los prin­
cipios, 110 es coneebilJle semejante acción, porque se recha­
zarla al actor por el antiguo adagio que dice: que no hay 
acción sin interés. ¿Hay que admitir una exeepcióll de este 
Plinci pio en materia de estado? Escuchemos á la corte de 
CUSaciQD. La corte invoca los 8rts. 312 y 313. «Estos artI­
culas, dice, otorgaD al marido lo acción de desconocimien­
to, sin subordinarla á la condición de que el hijo descono­
cido esté en posesión de la calidad de hijo legitimo, ó que, 
por lo menos, haya sido inscrito en los registros del estado 

-~- -------
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civil como nacido de la mujer rasada.» Por esta~ palabras 
se ve que la cort~ parte de la sllposición de que la acción 
del marido contra el hijo que no tieGo ni titnlo ni pm;esión 
es una acción de desconocimiento. AcaLamos de demos· 
trar que esto no puede ser. Aun suponiendo qUtl sea un 
desconocimiento, la dificultad no se resolverla. Queda por 
demostrar que el marido puede investigar la maternidad 
para desconocer después al hijo. Decimos que semejante 
acción no es de aceptarse, y esto por más de una razón. 
Desde luego por falta de interés. La corte de casación dioe 
que el marido tiene un interés, porque el hijo tiene el de· 
recho imprescriptible de reclamar su estado probando por 
testigos su filiación, lo que viene á ser para el marido una 
amenaza subsistente; luego tiene interés en intentar la ac­
ción. ¡Cómo, un derecho que el hijo puede ejercitar cons· 
tituye un interés para el marido! ¿Acaso no se necesita pa­
ra obrar en justicia un interés nato y actual? El marido no 
tiene dicho interés, luego no puede obrar (1). ¿Pur qué 
habla él de tomar la iniciativa, cuando la ley le permite 
defenderse contra el hijo por medio de todos los 1'ccursos 
cuando la acción del hijo, en caso de ser posible, no es 
ciertamente probahle, supuesto que está subordinada á con­
diciones muy rigurosas? 

La sentencia. prevee otra objeción que puede hacerse 11 la 
doctrina que ella consagra. Si el marido investiga la filia­
ción materna del hijo, es con 01 objeto de combatir.la pa­
ternidad, Ó, como Jo expresa la corte, de desconocer al hi· 
jo. 1a acción, tiende, pues, ¡¡ quo se declare adulterino al 
hijo. ¿No es esto contravenir al art. '1427 Nó, dice la sen­
tencia, porque toda a,~ci6n de desconocimiento, cuando el 

1 L,\ cort\} u:;reg;¡, (~Il la SI'ljt¡Jn¡JL~ do lSG1, qllC Ja~ pruouaslllloel 
luarillo posco pnO!IUll tlesill'aXOc.el' Ó dol)iJitat'~e. Sin (lud¡, que ~í. 
poro ¿constituyo esto HU intcrcB natu j' antl1al? 
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hijo es concebido durante el matrimonio. tiene por efecto 
hacer que se Lleelare adulterino al hijo. Pero no es ese el 
objeto de la acción, sino que el esencial (lS el desconoci­
miento y 1'10 una investigación ,le Jilia"'¡ón ;\llultcl'ina. Esto 
es claro respecto it la acción de ¡J"sconocimiento propiamen­
te dicho. El marido est{lobligado á mant.enurla, puesto que 
el hijo está en posesión de la legitimidad por el hecho sólo 
de que poseo un título; lleue, pues, el marido, obrar contra 
él para despojarlo. Pero cuando el hijo no tiene estado ¿en 
dónde está la necesidad de obrar contra él, para expulsarlo 
de una familia á la que no pertonece? En este caso no hay 
lugar á desconocimiento; sólo hay lugar á la contienda de 
legitimidad; y, en el caso de r¡ue se trata, esta acción no 
está fundada en un interés nato y actual. ¿Cuál, es, pues, 
su objeto si no la declaració[) de arlulterinidad? Que el mari­
do espere la acción del hijo, y entonces tendrá tiempo pa­
ra iniciar ese escandaloso deLate. 

Existe una última objeción contra el sistema de la corte 
de casación. Lo r¡ue ella Ilam~ el desconocimiento del 
marido, es la consecuencia oe una imestigación previa 
de la rnaternidu'l. ¿Con qué objeto pide él que se establez­
ca la liIiación maternal del hijo? Evidentemente que para 
expulsarlo de la familia eomo adulterino, ó almenas como 
hijo natural. Ahora bion, la jurisprudencia de la corte de 
casación ha consagrado la doctrina de que la maternidad Só' 
lo el hijo puede investigarla y que no puede investigarse 
en contra de éste. En vano para eludÍ¡' este principio, se 
dirá que la acción del marido es un desconocimiento. Re­
petimos que esto no es exacto. Por otra parte, aun cuan­
do hubiese desconocimiento, no puede rjcl'cital'sB sino des­
pu,ls de una investigación de maternil.lad que se hace con­
tra el hijo_ Sigue, pues, siendo cierto que el mariclo inves­
tiga la maternidacl natural contra el hijo. 
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435. En general, touos los 'lllo tienen inleres, pueuen 
intcnf,ar las accione, cOllccrui"ntes al estado (le las perso­
llas. Esto no es mús ,]uo h a"licación del derecho común. 
La les der0gu éste respecto ú la acción de desconocimiento. 
Esta acción, eIl principio, sólo al mari,lo pertenece; á él. 
sólo nombran los arts. 312,313, Y 316. La acción ni si· 
quiera pasa ue pleIlo deredlO á sus herederos: éstos no pue, 
den ejercitarlo, según los términos del art. 317, sino cuan· 
do el marido ha muerto antes de haber hecho su reclama­
ción, pero estando todavía en el término útil para hacerla. 
De aquí resulta que el código da a entender que restringe 
la acción al marido y á sus herederüs. Este espíritu restric­
tivo de la ley, rü;ulta, ad"mús, de! ort. 311>, quo otorga la 
acción en cOllti,,,,da de iogitimi dad ti toda parte interesada. 
Por último, L"c,é TlOS h"<:e s"I,pr que b comisión encarga­
da do presentar el primer proyecto, halJla propuesto dar la 
acción á toJos 1,,5 '1ue tuyierell intefes. Se cambió esta ro· 
daccióll p"ra lilllililr el derecho de desconocimiento ir los 
heredare,s solos del m:mdn, lo que excluye á las otras par­
tes interesadas [1 '. ¿Qué razón tieno osto principio esp~cial 
ti la acción de de5wno,·i1ni'en to? J<;l principio se funda en 
la naturaleza misma de esta ac,·iún. Esta tiende a disputar 
la paternidad, cuando el hijo ha si,;.) concehido ó ha naci­
clo durante el matrimonio, y cuaudo prueba su concepción 
ó su naeimicllto por una acta inSlTita en los registros. To­
uas las probalJilidadcs C<tÚIl Ú favor de este hijo; s610 el 
marido puede saüer si la presunción de legitimidad está en 
oposion con la rcali,laJ ue las cosas. Si ¡jI no int6nta acción 

1 Prolulllo!l. T, af:f'!/) 8"hre d e.sf,ul" ,/(' llf .. ~ pCJ'Mnas, t. ~", 1'3. ;iG Y 
¡¡j. LUljré, E::ipir,lit del/'u liJO ciril , t. ,1~', 1'.7:;. 

p. de D. TO}lO 1lI.-82 



DE LAR PRR:"ONA8 

alguna, su silencio da testimonio en favor del hijo y cuan" 
do el marido reconoel1 la legitimid~d de éste, nadie debe 
ten el' derecho á dispulúrseb. Cierto es qU9 este reconoci· 
miento tácito del marido aprovechará á veces ;\ un hijo na­
tural, y hasta á uno adulterino. Pero la loy prefiere la fic­
ción de la legitimidad, al escándalo de un proceso que ti,en· 
de á declarar :i un hijo natural ó adulterino. 

4:jfJ. Siguese de aqui, que los acreedores dol marido no 
pueden intentar en su nombre la acción de desconocimiento. 
TódÚ5 están Je acuerdú s(,!Jre este punl<). El art. '1166, 
que alltr¡riza á los acreedores para ejcrcitat'los derechos y 
acciones de su deudor, exeptúa los que están exclusiva· 
mente afectos á la persona. Veremos, en el titulo de las 
Obligaciones, que la ley entiendo por esto los derechos 
morales y aquellos en que el elemento moral predomina so· 
hre el interés pecuniario. Pues bien, el desconocimiento es 
esencialmente un derecho moral, y esto decide la cuestión. 

Sígucse, :ulemas, Je aquí, que si el marido está sometido 
á interdicción, su tutor no puede irllcntar la acción de eles­
conocimiento. Esto nos parece tun evillente, que no com­
prendemos cómo es que la cuestión sea tan "ivamente de­
hntidn. Una sentencia de la corte de Colmar la ha resuelt0 
en elHJtra tlel tutor, y el fallo fué casu(lo (1). Después ha si· 
do tratada por Ul! eminente .iurisconsult~, cuya. prematura 
muerte será siempre deplorada por la ciencia, 1\i. Dupret, 
profesor en la universidad de Liej<l (2). La cuestión está 
agotada; vamos á resumirla en pocas palabras. 

El art. 50!) dice quo el incapacitarlo se asimila al menor, 

1 St'uteneia. (le Colmar, ,lo 21 do Ij~l1(lro (lt~ lB-U, Y" ~ellten(\ia ,le la 
cort(' (le ea~"l0i611. do ~i Ilo .Jnlio de 18U, Dall!);'.) ea la ]lalahra ra­
t~rtiidnd, nnm. ]05. 

j DUpfl1t, P" la. Revi8(o, de rlcrcdlrJ (rr:ilC<!S y e.'tlranjero, ,lo F(l~ix) 
18-14, l. 725. Véase en sontido contrario, DemnlombR, t. 5':', ps. 117 
y Rignientes, nínu •. Il6_11R. 
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en lo relativo ¡¡ >iU persona y ;i sus bienes, y que las loyes 
referente, ú los tlleflOrCS se aplican :i la tutela de los inca­
par.itarlüs, Abora Licn, según el art. [¡¡jO, el tutor repre­
senta al menor eH toLlos los atlas civiles, A I'rimera vista, 
esta disposición pareco r¡118 de,~idc la diJicultad: CUIlIO lo 
expresa la corte de c¡¡sacj,',n, se prcsupolle C¡110 el iucapa­
eitado ejcrcit¡¡ por si Illi"IDO las acciones, cuando las 
ImmlUeYlJ su l'Cpresentante: legal. La regla establecida 
por el art. li¡jO, eS general, y ninguna les existe como excop­
cion, Tal es la Liase elo la doctrina que otorga al tutor too 
dos los derechos del menol' Ó LId incapacitaLlo. ¿No es ésta 
una manera UIl l'oCO lllccilllica el" interpretar I~ le]'? No pre' 
cisa: antes que todo, ¿,\-et' cuül es clclJjeto tic hl interdicción, 
cmil es la misión dd tutl'l' del incapacilauo'¡ Adcmús, ¿no se 
dODe terrer en cuenta la nalnraloza particular de la ~,cciún ue 
desconocimiento'¡ Cuando SI, echa IÍ un lado la corteza de la 
leJ' S se penetra en su espíritu, las dudas desaparecen y la 
verdad se rnanifi,:sta con eviuencia, AqUí mismo lo hemos 
dicho nosotros, con motivo de una cucstióu análoga, la in· 
terdicción, tiene, por objeto c,cncial, poner á cubierto los in' 
tereses pecuniarios del oIlagenado; tan cierto es esto, que si 
el enagcllmlo no liene fortuna, la intención ya no tieoe ra· 
zón de ser (1), CuaIldo la ley confía al tutor el ejercicio de 
los derechos dd incapacitado, tr:iluso de los intorese pecu­
niarios do éste. En cuanto It los derecbos, morales, el in­
capacitado lus ejecuta, ú pesar tic la interdicción, si es que 
tiene intervalos lúcidos para que puoLla ejercitarlos. Por es­
to es que la corto de casación reconoce al incapacitado el 
derecho á casarso. Si está casado ¿sorá el tutor 01 que ojer· 
za la potestad marital, ó la potestad paternal? Ciertamente 
que nó, porque estos uerochos son moralos, y el lulor es 
extrafro á ellos. Luego hay derechos que el tutor no puede 

1 Véase 01 núm. 21G Uf} este torno) y I01:i llúms.28tL288 del tomo 2~ 
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ejercitar, á pesar de los términos gen8ralR~ dAl art. 4;)0. 
Ninguna misión tiene para ojer,~it:l"'''s, sl1lm'1<t" 'l11'~ no 'se 
rllfiel'Co á los iotel'e,e3 peclllliari"s d,'l ineapa,it,do (t). 

¿No serta el desconocimiento un" de eSOS det'Hehos mo­
rales que el tutor no tiene derecho alguno para ejerci tal'? 
Esta 83 una facultad que la ley cnllce",) al ,nal'Ído, y é,te 
la ejercitará ó nó, según su eoneien"ia, y .'groglle[J)OS se· 
gún su indulgencia, ¿El tillo l' puede representar 31ui al 
incapacitado?' Seria Ilflcesal'io pal a esto que las d, ,s perso­
nas no hiciesen más 'luo una sola, que ,,1 al[J)a del tutor 
abgorviese la del Í1lcapa"itado? No es esto ciertamente lo 
quo quiere decir el arto 41)0 .. COU10 la personalidad no es 
comunicable, tampoco lo son los del'echos que atan en á la 
conciencia. Se dirá que no,;01l'05 probamos d'lmasiado, 
que la ley da la acción ¡¡ los herederos, que si éstos ¡me­
den ejercitarla también los tut'Jres pueden hacerlo. Es fá­
cil la respuesta á esta nLjeeiónj los herederos no tienen la 
acción sino á Ululo de derecllO pc,'uni:lrio y únicamente en 
el caso en que el marido falle"e dentl'O del plazo útil pa,ra 
hacel' su reclamación, luego tarnbién en la suposición 
de que la hubiese hccho si hubiese sobrevivillo. Esto, en 
definitiva, es una disposición excepcional, y tl)1105 los ele­
mentos de tal excepción hacen falta cuando se trata de un 
incapacitado. ¿Acaso el tutor sabe si desconociendo respon-

1 EH npoyo, <1e unustrn tloetl'illa, cit¡trNllos lo,; Illoth't)s!le la sen­
tonci:\ l'rnnuneiada. por la cortH dl~ easaHióll ,le Bélgic:t, acerca 110 la. 
cuestiór. 110 saher si ul t.utor clu un iu\:al'a!lita\lo lHwtlt'l }H.\'lir el tlL. 
yoroio á nombro de éste. "El aetol', dicn la stlllwutlia (le 11 «111 Xo­
viombro tle 1&69, nrgllftwllta pll "a 11 1) Robnl í'I] IIIfultlato d,lIlo al tu_ 
tor por Jos Ul't-R. 450 .r 509; (~II t1f'~et\\ ]01" (',llitl;lllos (le la IHlrsona. se 
Jimitall ú}¡t yigi1:lIlt\ía, :11 swüf'niruil'llh) ¡lul i!ll\apaeita,lo, á las IlH"_ 
tlidaR qtW dehnn t0ll1ar::;6 }la,l'a Sita \ iz;:~J' 1"11 ¡';lh·\J't,l~ Y ¡\tw]erar sn nura, 
oi6n. En ollantu Ú los iU\Wc PI! tj!!(' ol irwap;H',it'l(lo (':~ta n1prp~:elltiL 
do ]lOf'flt1 t.nt,or, fI(\ rt',li¡'rell, Robre ttlllo, ú J;¡ ¡ub,inisLruuiólI de f\l18 
lJiolles. La n~l'rest'lItaeiólL ¡J(\ IIlIa }h:H,OlliL pOI' ("ra, HU t..;Íelldo JIIás 
que linAo fiociólI, (h~h(~ <ll'liearsc tlt· ulla milllera n~::$tridiy¡.I," BélJica 
j1tdiciúl, 1869, p. 1501. 
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de al rells~miento del incapacitarlo? Esto sólo decide la 
cuestión 

Ohjélasc q\JP' si Sl~ niega ,,1 tutor d derecho do, dc;eono· 
dlniento, Sf~ T111lílil'a este dr.recho, SU[Hl1lstO (ple d'~S:1;>;1rc 

cen con el tiempo las prl]('.¡"ls. ['odri"Tno; (Illltental\:rli eDil 

responder r¡{J,O la obj"eil\n v t diri;:;id:1 al lo;:;i,"'dol·. Hay, 
atlem:ís, otra r""p\Justa (¡ue ILlf I'n la ¡)"clri,J:t ill:lllg\Jrada 
por la eOI·tn <In {~ilsaeif~l[l. E:--lol rL\f~n[Jo(~·e ai illl';¡pal'itado el 
.lerpclro de r~lsarse ¿no so ¡j"lle ¡Ior tanto concodérsol,1, los 
d,'roClrOS (jno deriviTn del matri'[Jollio, en tanto que son 
"¡)lllpalilJlcs con S\J ('s[¡1I1o? Si tieno .,apacidad para casarse; 
debe t.'ncda para repudiar al hijo¡ qne no le pertenece. Asl 
lo hemos resucito respecto al divorcio (núm. 216) y lo 
mismo dehe 881' msrectl del desl~onol'.imiento. 

437. El mt. 317 establece: "Si el mar'ido In muerto 
antes dc habol' formulado Sil dec[;rracióo; pero astan.lo to­
davüt dentro del ¡Jlam útil para formularla, los herederos 
temlrón dos meses para combatir la l"giti'nidall del hijo.» 
Hcsulla de csta diqJosicióll que 1')8 h8rederos no tiellcu la 
acción p'lr si mismos, no la tiol!on sino como representantes 
Jel marido, y por'lllo se sllpune que el marido, si hubiese 
s,-,breviyi¡]o, 'lu;züs habría desconocido al hijo. « El derecho 
delnurido, dil'll Duvcyrier, uellll pasar necesariamento á 

sns herederos, por efecto de la t¡'asmisión hereuitaria. Pe­
ro ese ,lerocho no pueJ" pasar :i los herederos sino en 1 a 
época en que aquél rucllc tnd,lyla existir (1). Así, pues, si 
el marido ha r,'llullciaclo á su uerccho (núm. 3771, 110 exis· 
tiendo ya éste, lus hcredcros !lO lo hayan cn la llOrenCÍ;l, y 
en consecuencia no pneden ropudiar al hijo. La ncción pa­
sa ú los herocIeros. ¿Y rs la acción tal corno la posela el 
marido? Nó; en las mallos del marÍllo, la accióll cra esen­
cialmenee moral; licllo efeetus ell cuanto it los hienes, pero 

1 Du\"o,n:'.\l·: Di~~e:t:-~~'l;'; 11Ú¡!1. Ll (I~i)¡~:l\, t. 111. p. l:!H). 
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puede también suceder (¡ue ningú.n interés pecuniario eslé 
anexo. La acción cambia ue natureleza pasanuo á los he­
rederos; de lIJoral como ora, vnólYl!se pecuniaria. Esto ro· 
sulta del texto mismo del al·t :.l17, porqllH esto agrega: 
"Cont~nrlo tll]~dc la época fJll (¡ne el hijo se haya pm'eto en 
posesión de los hiones del maridu, ó desde \j época en qUtl 

los hereueros sean incoll1llllallos 1'01' el hijo ell dieha pose­
.ión _» Luego la ley 110 rla la ¡vc"ióo ú los hereden,s sino 
para ¡wner á eul,iol'tu SIlS illtertlSOs pecuniarios, por lo que 
en las manos de éslos la acciún se vuelve pecuniaria. Esto 
es lil aplicación de U:l principio general en matcria ,ltl es­
lado (núm. 1!2!J)_ Sigucsc de u'¡lli que la acción de los he 
rederos se rige por los I'l'illcipil:s que rigen los derechos 
patrimoniales; sus acreedores pueden ejercitarlo, mientras 
que los acreedores del marido no tienen ese derecho. 

438. Del prillcipio de (¡uc la "cción .le desconocimiento 
pasa á los herederos á titulo de (lorecho pecuniario, se si­
gue que todos l,.s sucesores universales pueden ejercitarlo. 
Dicha acción pasa con el patrimouio á toJos los que reco· 
gen éste. Esto nos parece tan evidente, (¡UU crcemos inútil 
recurrir á los trabajos preparatorios para demostrarlo (1.). 
Es cierto que la palabra hC1'cclcros, de que se sirve la ley, 
tiene algunas veecs una significación restricta, y sólo de­
signa á los purien tes legitimos. Pero las más de las veces 
el código emplea esa palabra cc,mo sinónimo de sucesor 
universal; y basta rellexionar en la naturalCZl de la acción 
de 'desconocimiento, cuando pertenece á los herederos, pa­
rA convencerse de que todos los que suceden en los Jere­
~lrcs del difunto suceden también en la acción de descono· 
cimiento. Este es un derecho pecuniario, qun forma parte 
integrante de LI sucesión del uifunto, y que, por lo mismo, 

1 Pueden YIJl'Sl..' e'3tos tlotallcs eH DemololUuc,t. Y, VS. ]25-128, 
núms. 123_130. 
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pertenece :í todos aquellos que recogen esa sucesión. 1.'2ué 
importa ~U!' sean parientes legítimos ó sucesores irregnla­
ros? ¿legatarios universales ¡J sucesores al intestnto? ;,dona. 
tarios por contrato de matrimonio ó h,"'c,J,>rus? No es nn 
derecho (I~ lamilia el que ellos ejecutan, sino un derecho 
pecuniario. Los que suuen tí los derechos del difunto suce· 
de'] á la acción de desconocimiento; los que no son suce­
sores universal"" los l,>gatarios, los donatarios á titulo par· 
ticular no sucel!en. Esl1 es la opinión común, que no puo· 
de dar margen á dificultad seria. 

Snpuesto que la accii,n pertenece ;'¡ los herederos en su 
cali,lild de succ;;ores universales, hay que inrerir que si re· 
nuncian ú la herencia, pOl' esf.c Ilecho renuncian il la aceión 
de desconocimiento. En combio, si aceptan y vcndcll sn 
derecho hcroditario, el comprador puede p,jercitar el desco­
nocimiento. PorquB ~l descollocimiBnto no tiene ya ningún 
carácter 1ll01"'¡ ni de or,lell público en manos del heredero, 
sino que es un (knlt'ho palrimon;a: que pasa al comprador 
con la h, rencia en ,londe se halla. 

'139. La a,)licación del arto 317 da lugar ú seria, difi­
cultades. Pn:gúntase primero, si los herederos deben espe· 
rar á que el hijo los interrnm¡>a en su posesión, sea ponién­
dose en pOSeSi"!1 de los bienes del marido, sea intentando 
una acción de petición de herencia contra lo, herederos, 
¿ó pUBden promover antBs de verse perturbados? La doc­
trina y la jurisprudencia distinguen. Si el hijo tiene una ac­
ta de ll:1cimiento ó la p05esión de estado, los herederos po­
drán repudiarlo, aun cuando no reclam~se ningún derecho 
de herencia. ]<;1 hijo pertenece, en este caso, a la familia, 
é imp')l'ta expulsarlo, pnrqlle uno ú otro día puedo recla­
mar sus derechos. Así, pues, los herederos están siempre 
amenazados, y si debitlsen esperarso á que el hijo obrase 
contra ellos, para expulsarlo de la familia, podrtan perder. 
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se sus pruebas y, en consecuencia, pereceria su acción. 
Tienen, pues, un interés en ohrar inmedintarnolltc; el ar­
tículo 317110 se opone, Lien expresa f¡Ue la prescripción 
no corre contra los herederos sino:\ c'lUtar ,leRdo ~l mo· 
mento en que se hnllan eomprorn~tidos Sil:; derechos pecu· 
niarios, y ¡:o expresa que no pup,dun "clual' anto,s de t.odo 
disturLio. Pero si el hijo no tieno ni título ni posesión, si 
se halla inscrito con f"lsos nomhres, ó corno na,~illo Je pa­
dre y madre ,lesconocidos, en lal caso no hay estado, y el 
hijo no amenaza á los heredoros; no estando comprometi­
dos los deredlOs pecuniarios de ,Islos, ningún interés tienen 
para promover, porque su int~ró3 os pecuniario, luego do· 
he origin~rse en el momento en que intentan la acción; 
ahora Lien, en tal mOOlontCJ, el hijo los amenaza tan poco, 
que ellos, los lwrederos, serían los r¡ue debían comenzar 
por investigar su filiación, para expulsarl" en seguic:a ,le h 
familia, desconnciéntlolo. ¿No seria ésta una acción sin in­
terés y, por lo tanto, inadmigil.le? ¿No eqllivaldría e,to á 
una investigación de J:¡ maternidad natural ó adlllteril1:l, 
investigación que el codigo ¡l"ohilJO cuando es adulterin<l 
la filiación (art. 3(2), r¡IlO la ju'isprudencia rechaza en to­
dos los casos, cuando se investig,l Ll maternidad en contra 
del hijo? (i). 

A nuestro juicio, huy mág dll UI1 error el1 esl.a doetrina, 
sin que haLlemos de las cOlltr:u:¡·'I:iones. Nosotro; no ad­
mitimos que los herederos lengal! el derecho de promover 
cuando no se les causa llingúrl trastorno. Su illtilré, nunCa 
es otra cosa qulOJ un interés p'''Jlllliario, por lo que debe 
aplicárseles el! todú su rigor la regia d" qu', nn I'¡ay acción 
sin interés, este. interés debe Sdr lIato y actual, lo 'loe no 
sucede sino cumlllo el hijo se p,me en poccsiól! de los hie-

l SiJlltt:ncia de la co:tl' ,le AII1~'(~(';", ,lq :.n 1111 \r.~yo de 18;;], ('011_ 

firl11:ldl1, pOl' la l"clllollci;~ tl\~ l;t COl'tt' tic casaoióll, do ;j oe AlJril <le 
lSií4 (Dnlluz¡ 1 1:153, ~, :!'Y; U-tiJ, J , U;);. 

____ -- __ o - -
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nes del marido, ó cuando incomoda en esta posesión á los 
herederos. No Lasta que el hijo tenga un título ó la pose· 
siún de estado, paf:l que 103 her,)deros tengan un interés 
actual en prolllovf~r; lo quo, por el contrarío, prueba que 
ningun interós tienen, e5 que el hijo nada reclama contra 
ellos, a pesar de Sll titulo ú de su posesióll. Es cierto que 
el hijo podrá reclamar algúr! día, pero tan improbable eVell­
tualidad no es nr! interés nato, presente; el riesgo Je que 
las prucbaH pierdan su fuerza no constituye tampoco un in­
ter8S actual. Los herederos tienen en su contra tanto el es· 
píritu de la ley como Sll texto. A su posar la loy, corno se 
ha dicho, les concede la acción de desconocimiento; y si la 
rehucsa como derecho moral, por lo mismo no pueden 
promover sino cuando su interés está realmente compro­
metido. ¡Qué lIO vengan, pues, ú trastornar las familias, á 

suscitar deLates escandalúsos y deshonrosos para la madre 
y para el hijo, por la razón sola de que les interesa preve­
nir una acción po~o probable que el hijo pudiera intentar! 

Decirnos que la doctrina consagrada por la jurispruden­
cia es contru,lictol'ia. Da al marido derecho de proruover 
aun en el caso de que el hiio carer.ca de título y de pose· 
sión, por razón de que tal hijo podrá siempre reclamar su 
estado, y aquella doctrina niega ese mismo derecho á los 
herederos. La distinción no se apoya en ningún principio. 
En efecto, la accitin pasa á los herederos tal como la po­
seía el marido, salvo que Je moral que era se vuelve pecu­
niaria. Si el marido puede promover inmediatamente, pa­
ra desviar UIl riesgo futuro, estando los herederos amena­
zados del mismo riesgo, deben tener el mismo derecho. El 
elemento moral del desconocimiento está aquí fuera de cau­
sa, y por lo mismo la acción de los herederos en nada di­
fiere de la. del marido; luego debe estar regida por los mis­
mos principios. A decir verdad, no se trata del desconod-

r. de D, TO~lO UI.-8:3 
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miento propiamente dicho, como creemos haberlo demos­
trado. Se trata de un debate sobre la legitimidad. Si el 
marido tiene el derecho de tomar la iniciativa de dicho de· 
bate, ¿por qué sus heredoros no habían de tenerlo? Nos­
otros lo rehusamos al marido, y por idénticas razones á los 
herederos. 

440. El art. 317 enumera dos casos 8n los cuales el hi­
jo compromete los intereses pecuniarios de los herederos. 
Cuando toma posesión de los bienes del marido, no h~y 
duda alguna; la ley agrega: ó cuando perturba á los here­
deros en dicha posesión. So trata de una pertlll'bación de 
derecho, es decir, de una pretensión que el hijo manifieste 
respecto á los bienes dejados por el marido, bienes que 
poseen los herederos, porque en la p"sesión de los bienes 
es en lo que los hereJm'os deben versa pe¡'turbados. La 
corte de casación ha decidido que Ita y pertlll'bación cuando 
el hijo, en un acto judicial ú extrajudicial, notifica á los 
herederos legítimos sus pretensiones á la legitimidad, y en 
consecuencia, á su pOI'ción heredítaria en los biene, del 
marido; que no se necesita qu', 01 hijo intente un~ acción 
directa contra los herederos, cn partición de los bienes. En 
efecto, la ley no lo exige. En el caso en cuestión, era la 
madre del hijo quien, en su calidad do tutora, había noti­
ficado l"s pretensiones del hijo tÍ sus hermanas y herma 
nos legitimos. Esto ora evidentemente una perturbación 
que ponía á los herederos en el caw de repudiar 111 hijo de 
la familia (1). Portúrbase, además, ú los herederos cuando 
01 hijo hace que se rectifique el acla tle nacimiento y no­
ti¡¡ea ú los herederos el fallo ,le rectificación, con intimación 
.de que dejen En sus manos los bienes de su padro. En ta-

1 Süntnneiacle cmm.oió!l1 tIc:!l tic Mayo 110 1817, Y at}erc~ de la 1'4'. 

rni~jónj sOlltonnia OH el mhwlO sClIiitlo de la. oorte do Orlcall;~, du ü 
,lo l<'o!Jrcro (lo 1818 (Dallo., ou hll'alalJra paternidad, n'~ 145, 3'.'). 
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les términos la cosa es tan evidente que no se concibe que 
la cuestión se haya llevado ante la corte de casación; pero 
lo que la complicaba, es que los heredoros eran partes en 
la instanei:l tic rectificación, y fiue habían interpuesto ape­
lación del fallo; podía Ilecirse 'fue por la apelación /JI fallo 
suspende sns efectos y que por consiguiente deLía tenerse pOlo 
no ocurri,la la perturbación. Poro ésta resultaha no tanto Jel 
fallo cnmo de la notilicación por la cual el hijo reclamaba 
una parte de los bienos (1). Habría necesidad de ir más le­
jos; una acción de roctificación dirigida contra los herede­
ros, CI'n la conclusión de dejar al reclamante los bienes del 
marido, sería una perturbación, puesto que la demanda 
ataca y comprometo los derechos de los herederos ú los 
bienes del difunto. Pero si en la causa lIO se tratase de los 
herederos, sólo habria perturbación cuando el hijo les no­
tificase el fallo de rectificación. 

M,1. La acción que la les otorga ú los herederos en na­
da difiere de la 'Juc pertenece al marido, con la excepción 
de ser pecunia¡ü. Es un desconocimiento, yen consecuen· 
ci~ hay que aplicar todos Jos principios que rigen el desco­
nocimiento. Es cierto que el art. 317 dice que los herede­
ros tienen dos meses para combati1' la legitimidad del 
flljo, en Jugar de decir que los herederos podrán descono­
cer al h1jO; poro este mismo artículo se sirve también, al 
hablar de la acción del marido, de la palabra vaga recla­
mnción. Es eierto que la acción del marido es la que pasa 
á los herederos, que por lo mismo la disfrutan COIl las mis­
lllas condiciones y con los mismos efectos. Si el hijo rué 
concebido antes del matrimonio, tienen ellos el derecho 
absoluto do repudiarlo (art. :31'1); si el hijo fué concebirlo 
durante el matrimollio, pueden repudiarlo probando la im· 

1 Srlltcllcia Ih~ CiIFaf',iólI, th~ ~q tln nici~HJlIl'C dú lf\~~.r, .Y H'utC'lIeia 
de GrclloLJlp, de 5 de Febrero de lt-':1G (Dall(lz, <:11 la palabra raler. 
"idad, n° 14(í, 3"). 



0(\0 ])l~ Jd:-i PERSONAS 

posibilidad física ó moral de cohabitación (arts. 312 y 313). 
Este último punto ha dado lugar á una ligera dificultad. 
Unicamente el marido puedo denunciar el adulterio de su 
mujer; de lo que Proudhon ha inferido que si el descono· 
cimiento está fundado en el adulterio, los herederos no ¡me· 
den ejercitar la acción, :\ menos que la mujer haya sido 
condlmada por adulterio, ú querella del marido. Esta opi­
nión, no obstante que es ingeniosa, n0 ha sido aceptada. 
Los herederos que desconocen, en !1\ cas~ previsto por el 
arto 313, deben, á la verdad, probar 01 adulterio, pero m 
lo denuncian, no persiguen la sentcn'~ia ,le la mujer y des­
de luego no bay lugar á que se apliqnen los principios que 
rigen la persecución del adulterio. El estado del hijo es el 
único objeto de la demanda (1). Sólo ([ue los herederos 
deben rendir todas las pruebas flue exige la ley para esta­
blecer la imposibilidad moral de cohabitar, y bajo este 
punto de vista se asimilan ahsolutamente al marido (2). 

442. La ley no otorga la accion de desconocimiento si­
no al marido y á sus herederos. Corno es restrictiva, re­
sulta que la madre no ticue derecho de desconQcer al hijo. 
El desconocimiento se rc,fiere t\ la paternidad, cuando In ma· 
ternidad es cierta: la acción de la marlrc t(Jndería, pues, tí ha­
cer que se declarase ti su hijo natural él adulterino, acusán­
dose ella misma de adulterio ó de concubinato; el legisla-c, 

dar no ha podido admitir una acción tan inmomL Por la 
misma razón, el hijo no tiene derecho ¡'¡ rechazar la pater­
nidad que le dán el matrimonio y la acta de nacimiento que 
comprueba su liliación maternal. Jla acolltr,cido, sin embar­
go que un hijo ha tratado tic abdicar su legitimidad legal 
y no disputada, para reclamar una filiación adulterina, con 

1 rromlboll, wPmt:ulo Hulll'e q1 t'¡.;t.:dil ,lo Lt:.¡ pmi-1ol¡:¡;:';." t. 11, 
p. 5ft, Y la crítka lle Valdtll, p. f.ili, nut¡~ ,A, 

2 S~ntcllcia de Aix, 110 11 do 1~lIel'() lle lS5H (Dalloz, 1859, :l, 85). 
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el fin de consPf(uil' mayores ventajas pecu!lJal'!as; la corte 
de n"uen rechazó tan escandalosa demanda, como contra­
ria á las leyes, ú las l!lionas consturnhres y ú todo sentimientu 
de rudor, en su tendencia como en sus resulta(los (1). 

Síf(uese del mismo principio qllc los hijos legítil11 '8 no 
tienen la acciéln de desconocimiento, en su calidad de hijos, 
In mismo (¡ue los demás parientes no la tielle ú título de 
parentesco. P()ro la tienen si son herederos. Ci"rtamente 
f¡ne sería inmoral la acción que ellos inlfmtasen, supuesto 
q!I·~ [ROIIp,ría á mancillar á la madre y ú deshonrar!t su pa­
(\ro; 8'iuivaldri;l, pnes, ti su propia ignominia y á la de la 
familia, lo que ellos demandaran judicialmente. Pero el 
dcre~ho de "llos es incontestalJle. Esto prueba 'lIlO no hay 
qlle tomar al pió de la letra los considerandos do la sen­
tpncia que acabamos de citar. La demanda, en el caso do 
'fuo se trata, estaria fundada en la ley: luego, por escan­
dalosa é inmoral 'lue fuese, delJeria ser aceptada (2). La 
misma madre podria prom ayer si fuese sucesora irregular 
tlo Sil cónyuge; la acoión seria todavía más inmoral y no 
obstante sería admisilJle legalmente. 

S 1lI.-Co'II'ETE;-(G1.'. 

!l!¡:!. La acciÚIl de desconocimiento dehe llevarse al tri­
IJUual del domicilio d8~ demandado. ¿Pero quién es el de· 
malldarlo? El al·t. :¡ I 8 parece de!:idir la cuestión, diciendo 
'loe h aceión del,o dirigirse contra un tutor ad hoc dado al 
bijo; ellntor es, lllleó, el delllandado, SI] ha dil',ho, y 811 COll· 

secuencia, ante ellril,unal de Sil dOlllieilio delle intentarse 
la acción (:1;. La corte de Lie,ja as! lo resolvió, pero S11 sen-

1 R"lttell('ia '.le 10 ÜI' .Jnnin dl~ 1,'3~O (Dalloi:, en h~ p~~hhr;l Ftltcr­
}lid/Id, lIÍ1ul. HH). 

~ ])lIrí1U10Il, Cll/'srJ de rlerel'ha VraJ!C{;8, t. liI, p. 6U l Brun. 70. 
;; :jc\I tCllei 1111 e Cantil üe 18 üo l\lan,;o ün ] 8,)7 (Dalloz, J 857, 2) fI ~) 

¿- de }¡ieja, do 7 de Dieicmurc llc 18¡j.j (Pasicrisi(l, 18551 :!, lOG). 
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tencía rué anulada por la COl·te de casación de Brucelas, y 
la corte de Gante, ante la cual se llevó al asunto, se adhi· 
rió al dictamen de la corte suprema (1). Nosotros creemos 
que estas últimas sentencias cOIlsagr;m la verdadera doctri­
na. N,. es el tutor quien comlJate la acción de desconoci· 
miento; él no es mas que el mandatario, ó por mejor de· 
cir, el protector que la ley dú al hijo. Este es el verdadero 
demandado: 1" que es de toda evidencia. Así, pues, la cues· 
tión se rerluce á sabe l' cuál es el domicilio del hijo. En prin­
cipio, el hijo tiene el domicilio do su padro, no pierde di· 
cho domicilio por el solo hecho do que contra él se haya 
intentado Ulla acción de desconocimiento; porque no es la 
acciór. l~ qne lo expulsa de la familia, sino el fallo. ¿Se 
r~ambia la doctrina cnando se discierne un tutor ad !toc 
al uijo? Tal es la cuestión. No vacil.amos en responder ne­
gativamente. El tutor ad !IOC no es el representante del 
hijo, sino un protector especial que tiene por misión de­
fender los intereses del hijo; esta tutela especial no puede, 
pues, tener ninguna influencia sobre el domicilió del menor, 
porque no es una verdadera tutela; no hay ni subrogado 
tutor, ni hipoteca legal, y por lo mismo, nada hay que ca­
racterice la tutela. Luego el hijo conserva el domicilio del 
padre. Esto decide la cuestión. 

§ l.-PLAZOS DENTRO DE LOS CUALES DEBE INTE~"TA.RSE I,A A.CCIÓN. 

Núm. 1.-Du1'ación de los plazos. 

4114. El art. 316 establece: «EH los diversos casos en 
que el marido está autorizado para reclamar, deberá ha­
cerlo dentro del mes, si se halla en el lugar del nacimien-

1 Sentencia do oas3cioll de (j ,lo :l\Iarzo tIe 1856, y sentencia. tIc 
Gante rllj 7 tle Agosto ,lo 18:;0 (Pasicricia, 19ú6, l. 18t; 18m, 2, VV). 
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to del hijo; dentro de los dos meses después de su vuelta, 
sí, en la misma época, está ausente; dentro de los dos me­
ses después de descubierto el fraude, si se le hubiere ocul. 
tado el nacimiento del hijo.» ¿Por 'lué motivos pres~ribe 
la ley plazos tan cortos? Digot-Préameneu contesta que la 
ley ha consultado el corazón humano. «El sentimiento na­
tural del marido, dice, que tiene suficientes motivos para 
repudiar á un hijo que cree serie exrraüo, es repudiado 
inmediatamente de la familia: su deber, el ultraje que ha 
recihido, todo debe inclinarlo á patentizar inmediatamente 
su querella. Si se demora, oyese Ih!llar con el n1fnbt'e de 
padre, y su silencio equivale á una confesión forma! á fa· 
Val' del hijó: la calidad de padre que una sola vez eonsin­
tió ea asumir es irrevocable.» Duveyrier da la misma ra­
zón que importa dejar apuntada: «Un padre que á Sl1 lado 
ha tolerado, en su casa, sin pena ni repugnancia, ó que 
sin indignación ha conocido la existencia de un hijo 
que la l "y Y la sociedad le atribuyen, se supone que no 
han reeilJido ofensa o '¡lIe la ha perdonado; y en todo ca­
so, la ley "i "amo la razón, prefiere ei perdón á la ven· 
ganza (1). 

¿Qué es lo que debe entenderse por la expresión en los 
luga7'es y por la palabra ausente que le es opuesta? Tou­
lIier dice que deliberadamente el legislador se sirvió tic esta 
expresión vaga en los lugares para designar la distancia 
hasta la cual pueden ó no ignorarse hechos que tan viva­
mente interesan al marido, como el embarazo de una es­
posa y el nacimiento Je un hijo. En cuanto ú la ausencia, 
es de evirltmcia palmaria que el que está ausente en el sen ti· 
,lo legal de la palabra uo puede reclamar, supuesto '¡Ile 
hay incertidumbre sobre su vida; ert el art. 316, la ausen 

1 Bxposición de Tllotivofl., núm. 14 (IJOcré, t. IIr, p. 88). Duv(~y. 

l'icr, Discul'sot', UÚIIl. 11:1 (i6id, p. 1~8}. 
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cia es sinónimo de alejamiento; el que no s~ halla en un 
sitio dado, está uuscute. Toullier haoll Ilotar, y clm ra­
zón, que la distancia hasta la cual hay alejamiento es una 
cuestión de hecho. El marido que no h'lbita en la mism~ 
comuna que la mujer no estiL eu el sitio; sin embargo, si 
el lugar en que él reside es próximo, si las comunicacio­
nes son luciles, no ruede razonal,lemulllc iguorar los acon­
tecimientos qUIl pasan en su ramilia (1). 

Se ha i'n'gnntado cómo se calcilla la vllCJIla. Una sen­
tencia de la corte de .?aris decide que 01 plazo, en caso de 
ausencia, no empieza á correr sino desde el momento en 
que el mm'ido ha vuclto al lugar del nacimiento del hijo tÍ 

del domicilio couj'ugal (2). A n'lsntros nos parece, canfor­
mealespiritu de la ley, 'lile hay que considerar como de vuel­
ta al marid" cuando retorna al lugar en donde la mujer resi­
de. El domieilio de derechos sería <JI ,lel marido, pON el 
domicilio puede estar muy lejo3 do la residencia de la mu­
jer, y ahí puede ignorarse el hech,) delna"imiento del hi­
jo; ahora bien, para 'fue el plazo pueda correr, se necesita 
al menos, que sea probable que el marido tieIJo conoci mien 
to de los hechos. ]<;n cuanto al lugar en que el hijo ha na­
cido, puede sor completameute accidental, y punde setO flue 
ahí sean tan desconocidos el marido corno la llllljer. 

El plazo es tamhióu de dos moses en caso do fraudo: el 
art. 316 nos dice que la ley ent.iende \,Ot· esto el IlE,ellO de 
que la mujet' oculta el uucimiento dol hijo. LUégú el pla­
zo no comienz;l á correr, sino desde el dia en que el mari­
do ad(luicre el conocimient... cierto de la maternidad; lo 
que igualmente es uua cuestión de hecho. La corte de R'JUon 

,ha resuelto flue una. demanda en rcctificaeiécn de la acta de 
nacimiento dirigida por el hijo contra el marido no hacia 

.1 'l'.tllllim', Hl dt'l"r?"/I-r) dril ./i'oltl?t's, t. 1" 11 (lfll. ,~;::!}! p. :-17. 
:J Sentencia d(~ Pnrí.:;;. de 9 de Agosto do J~t:J, D;dlu/¡, (\11 In iJa.];l. 

lira patanidad, lIúm. 1::;). 

rr 
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correr el plazo, porque dicha acta no daba al marido el co­
nocimiento suliciente ele la m~ternidad, en razón de las 
circunstancias de la causa; la sentencia fué confirmada por 
la corte de casación (i). 

[1M;. Si el marido no 8e halla en los sitios 6 Ri el naci­
miento se le ha ocultallo, el plazo en el cual debe reclamar, 
es oe rlos meses, J' comienza á COl'rer destle el momento de 
h vuelta ó desdo PI dcseubrill1i""to riel fraude. Se pregun­
ta si es al marido a '[!lien corresponde prouar que está den­
tro del plazo. La doctrina, en este punto, se halla en des­
acuerdo con la ·juris¡,rl1dpncia. Durantun, Zacharim, Demo­
lombe, enseüan que el marido, siendo actor, debe probar 
flU\l se halla dentro del plazo excepcional que la ley le otor­
ga, cuando está ausente ó cuando se le ha ocultado el na­
cimiento del hijo (2). La corte de casación, por e! contra­
rio, hace recaer la prueba sobre el demandado, os decir, 
sobre el tutor ad hae (:l). A nuestro juicio, la jurispruden. 
cia ha consagrado los verdaderos principios. No es exacto 
decir flue el marido invoque una excepción; la ley determi­
na el plazo según las circunstancias: es de un mes cuando 
el marido se halla en los sitios, de tlos meses cuando está 
ausente ó cuando so le ha ocnltado el nacimiento. No hay 
en esto ni regla ni excepción, sino tres disposiciones dife­
rentes para tres casos distintos. La cuestión es, pues, ésta: 
¿Es necesario que en estos tres casos pruebe el marido que 
se halla dentro del plazo útil? En principio, el que intenta 
una acción no tiene que probar más que una cosa, el fun­
damento de su demanda. Ahora bien, el plazo dentro del 

1 SelltOl1c¡a tlr, la <l'lrtp ,10 e,u.:a('.ión, dt' :!:) do EI:ero UB 18:31, ])a. 
1107., eH b pn,labra l),d(',}"IIiJl/d, núm. 4;'), p. l7G. Compúroso OH el JIIiR. 
JI~O :"CllLillo, scntLllcia de l)ijOll) <12 G l~C Elll'l'O do 18G;'), Dalloz, ISG;J, 
<) ')() -, ,,_o 

2 j)Hr~\lltoll, t. a", 1). X~, nÚIII. Stij íJaehari::c, t. ;3'.', p. G·17 nota 15· 
Demolo:t!bc, L fI", p. 1.1J, I~Úil1. UL. " 

:~ SClüellcia de 1-1 üe Fdrr('ro rlo lSrd, DalIoz, 1854, 1, 81>. 

P. (ln D. T01I(l rII.-,'·:q 
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cual debe formularse la dcmnnda no es el fundamento de 
ella; de ahl resulta únicamentl~ una excepción que el de· 
mandado p,uede oponer. Por aplicación de este principio, 
hay quc decidir que ei marido no tiene que probar que se 
halla dentro del plazo: al dcmandado, que es el que le opo­
ne la excepción de prescripción ó la caducidad resultante 
de la espiración del plazo, es ú quien corresponde probar 
que éste ha espirado. 

QQ,6. Decimos que hay caducidad si el marido no pro­
mueve dentro Jel plazo legal. La sentencia oe la corte oe 
casación que acabamos de citar, así lo resueive; y esto no 
puede ser moti va de duda. El texto ,lel art. ,31 6 es impe­
rativo, puesto que dice que el marido deberá reclamar. Si 
no reclama inmediatamente, su silencio se considera como 
una aquiescencict de su paternidad; ",sto es lo que d icen los 
oradores del gobierno y del Tribunado. l!;sto decide la cues· 
tión. ¿Incurre en caducidad el marido que no promueve 
porque ignoraba el nacimiento del hijo, bien que no 8'3 le 
haya ocultado? Ese caso puede presBlltirse cuando el ma· 
rido se halla ausente; si la ausencia ha durado años enteros, 
aquel puede ignorar la existencia del hijo, por más que el 
nacimiento haya tenido In publicidad ordinaria. A su vuel­
ta, él no llega a saber la existencia del hijo, sin/) dentl'o de 
dos meses. ¿Habrá caducidad? Conforme al texto, debe res 
ponderse afirmativamente. En efecto, el arto 316 es abso­
luto, y el intérpreto no puede introducir en el texto una 
distinción que en él no existe. No obstante, creemos qué se 
debe admitir una restricción de esta opinión: si á su vuelta 
no se da á conocer almurido la existencia de ese niño, ¿no 
podrá éste sostener -que se le ha ocultado el nacimiento? 
¿Qué importa que no haya habido ocultación cuando se 
verificó el parto, si en razón del alejamiento el marido no 
podla conocer ese heého? A nuestro juicio, hay fraude 
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desde queCse le ha ocultado el hijo en el momento en que 
habrla podido y debirlo saberlo. La cuestión es más deli­
cada cuando el marido se halla en los parajes, pero que los 
cónyuges viven separados sea de hecho, sea en virtud de 
un juicio. En este caso, el marido puede también ignorar el 
nacimiento y la existencia del hijo, aunque no haya habi­
do ningún franrle. Por esto mismo, 81 marido ha incurrido 
en la caducidad. 

Esto es contrario al espíritu ,le la ley, puesto que el si­
lencio del marido es una confesión; ahora bien, no se con­
cibe la confesión si el marido ignora (Jue existe un hijo. 
Hay un vacio en el código. En Francia se ha llenado, res­
pecto á la separación de cuerpo, por la ley de 6 de Diciem­
bre de 1800; y bajo eí imperio de esta ley se ha juzgado 
que cuando el marido ignora el nacimiento del hijo, el 
plazo del desconocimiento no corre sino desde el dia en 
que ha tenido un conocimiento cbro. 

4.4.7. ¿El marido) puede desconocer al hijo antes de SIl 

nacimiento? Una sentencia de la corte de Lieja resolvió la 
cuestión afirmativamente,! y tal es también el parecer de 
ZachariaJ. Creemos con Demolombe que este es un error: 
«Ninguna ley, dice la corte de Lieja, prohibe á un cónyu­
ge, que ve que llega su última hora} desconocer al hijo 
que está todavía en el seno de la madre, y semejante des 
conocimiento no ha ~ido atacado de nulidad.)) Nó} no hay 
ley que lo prohiba, pero Jos pri~cipios más elementales de 
derecho lo prohíben. El desconocimiento es una acción 
judicial, y ¿puédese obrar contra el que no existe? Ahora 
bien, el hijo concebido no es todavia una persona. Cierto 
es que una ficción lo considera como nacido cuando se tra­
ta de sus interes~s. Pero la ficción debe quedar encerrada 
dentro de los límites para los cuales csbi establecida: no se 
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la puede invocar contra 0.1 hijo concebido. J<;sto decide la 
cuestión. 

¿Es preciso que el hijo reclame sus derechos para que 
corran los plazos? La corte de casación ha juzgado que 
la acción de desconocimiento puene ejercitarse contra un 
hijo que no tiene titulo ni posesión de estado, sin que sea 
necesario esperar a que este hijo reclame los derechos de 
hijo legítimo. A nuestro juicio, como ya lo hemos dicho 
(núm. 434), este caso 110 es el del desconocimiento, es el 
caso de una acción en contestación de legitimidad. En 
cuanto al desconocimient.o propiamente dicho, es evidente 
que el marido no dehe éxpresar la reclamación del hijo; la 
ley no lo exige, y las más ue las veces la cosa habría sido 
imposible, supuesto que el desconocimiento debe formular­
se en el mes del nacimiento. 

448. Según los términos del art. 318, los herederos 
tienen dos meses para disputar al hij o la legitimidad. Los 
herederos tienen, pues, un plazo de dos meses en todos los 
casos en que hay lugar ti desconocimiento, mientras que el 
marido no tiene DlÚS que un mes, si pst.á en los lugares 
del suceso. J<;sta diferenria es Illuy justa. El marido no 
puede ignorar el heche de su puterniuad, una vez que la 
maternidad está clara; mientras que los herederos, extra­
fl05 á la intimidad de las relaciones que axisten entre 
cónyuges, pueden ignorar los hechos; deben disponer de 
un tiempo ruoral para tomar informes y rcsolver después. 
El plazo 110 corre sino contuudo desde la época en que el 
hijo se ha puesto fill posesión de llB bienes del m¡¡rido, ó 
desde la ÚpOC<l en llue los heredcros fuesen incomodados 
por el hijo en dicha posesión. Anles hemos dicho cuándo 
tiene lugar esta incomodidad (Illlm. V.lD'. 

1T r-· 
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Núm. 2.-Di.~}Josiciones generales concernientes 
á los plazos. 

M.D. Los 'plazos son de uno ó dos meses. ¿Y cómo se 
cuentan los meses? Cuando se publicó el código civil, el 
calendnrio republicano estaba todavía en vigor, yen con· 
secuencia los meses comprendían un ospacio (le treinta 
día,. El calendario gregoriano reemplazó al calendario re­
publicano; y da jurisprudencia como de doctrina es que 
1 ~ meses se cuenten de fecha á fecha, según el calendario 
gregoriano, sin 'lue se tenga on cuenta la duración más ó 
menos larga do los 1118ses (1). 

4:JO. ¿El plazo de uno ú dos meses es una prescripción, 
y hay 'lue aplicar los principios sobre las causas que suspen­
den Ó 'lue interrumpen la proscripción? Todos los autores en­
scüun 'lue el plazo dentro del cual debe intentarse el des­
conocimiento no es una prescripción y que, en conseruencia, 
no se sl1spende, por la minoría del marido ó de sus herede-
1'(15. Dicen 'lile es uno de esos tél'min"s fi.ios dentro de los 
elloles 110 bu"ho .iuridico debe verifi"arse baju pena de ca­
ducidad (2). La doctrina de los plazos prdijos es muy va­
ga; la exalllillarernos en el titulo de la Prescripción. En ca­
so uc desconocimiellto, sufre ciertas dificultades. Los au­
tores del código civil han prcscripto nn breve plazo, porque 
en el silencio del marido han visto, en el momento en que 
t.odo lo induce ;í protestar, \lna coufesión de la patflrnidad. 
A'luí, pues, no se trata de nn simple plazo material hasta 
cierto punlo, sino ue saber si el m;¡rido ó sus herederos, 
guardando el silencio, confiesan que el hijo es legitimo. 

'- Merlín, Repert()rio, ('11 la p;!l,ü>ra J[es, Z t(:h,lrioo, t. J, pro. 49, 
1'. no y Ilotas 11 y 13 . 

.2 Dalloz, "RepcrtoriI'J," 011 la l'uln-lIra patcnu,'rJoc1, ti':' 1,10. 
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¿Y la confesión acaso no implica la capacidad para con­
fesar? Evidentemente. La cuestión se compiica, pues, y 
hay que preguntar si el menor es capa7. de hacer la confe­
sión de su paternidad. Cuando se trata del padre natural, 
la doctrina y la j nrisprudencia le conceden el derecho de 
confesar la paternidad por una acta de reconocimiento; con 
mayor razón el padre legltimo debe tener ese derecho; ca­
paz para casarse, debe serlo también para admitir ó para 
desconocer al hijo nacido de su mujer: menor ó nó, debe 
él saber si es el padre de ese niño Ó si no lo es. Esto de 
cide la cue"stión, a nuestro juicio, siempre que se admita 
el principio. 

Mayor es la dificultad para los herederos. Eslos no pro­
mueven sino para garantir un interés pe.cuniario. ¿No de­
be inferirse que se hallan bajo el dominio del derecho co­
mún? Si son menores, ya no se trata de reconocer ó nó la 
paternidad, sino la del marido. ¿Tiene capacidad para ha­
cer esa declaración? Muy dudoso nos parece esto, porque al 
confesar disponen de derechos pecuniarios de la más alta 
significación. Supuesto que se trata de derechos pecunia­
rios lOO d~be decirse que á su tutor ataüe promover ó no 
promover? Y si el tutor no promueve, si guarda silencio 
por espacio de dos meses ¿uo es llegado el caso de decir 
que por esta negligencia él no ha podido comprometer los 
intereses del menor, ó en otros términos que la prescrip­
ción no ha podido correr contra ellos? Bajo el punto 
de vista (~e los principios que normalizan la confesión, no 
vemos qué podría contestarse á estas objeciones. Queda en 
pié la má.~ima de que los plazos prefijos no admiten sus­
pensión. ¿Esta regla es tan absoluta como comunmente se 
dice? Esto lo examinarpmos en el titulo de la Prescripción_ 

En cuanto á la ioterrupción de la prescripción, tiende it 
prolongar indefinidamente el plazo otorgado para promover. 
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Nosotros r,reemos que no hay lugar á interrupción del pla­
zo establecido para el desconocimiento; el art. 318 lo prue· 
ba; dú un medio de prolongar el plazo; snpone, pues, que 
las reglas generales sobro la prescripción no son aplicables. 
El espíritu drl la ley se opone imperiosamente ú la aplÍl~ac 
ció n de estas reglas. Quiere que el debate acerca del esta­
do del hijo que tiene á su favor la presunción de paterni­
dad, se evacue lo más pronto posil)le. Así, puse, no puede 
tratarse de interrumpir la prescripeión. 

4;';1. La ley da al marido y á sus herederos un medio 
de prolongarla, pues en el cortisirnn plazo que ella pres­
cribe para el ejercicio del desconocimiento, pueden rlesco­
nucer al hijo por una acta extrajudicial; en tal caso rleben, 
dice el art. 318, intclItar la acción judicial dentro del plazo 
de un mes. Esa acta extrajudicial no hace, pues, las V6ces 
de una demanda judicial y sólo tiene una utiliuad, y es la 
de prolongar el plaw de un mes, cuando se hace a la espi­
ración del plazo legal. ¡.Qué cosa es, pu~s, la acta extraju· 
dicial! EJ Lt manife,l.lCión de la intención que ti"-ne el ma­
rido ú sus herederos para desconocer al hijo. Pero ¿por 
qué en Ingar de recurrir ú un acto extrajudicial, no pro­
mueyen desde luego judicialmente? El desconocimiento 
extrajudicial tiene una ventaja, y es que no entaula el pro­
ceso; el marido y sus herederos pueden toda,vla rellexionar, 
cambiar de voluntad, evitando el ruido y el escándalo que 
resulta de una acción de desconocimiento. La ley no dice 
en qué consiste ese acto extrajudicial; todo lo que resulta 
de la palabra acta, es que precisa un escrito, y para qne 
éste pueda invocarse como prolongando el plazo, se nece­
sita que haya una fecha cierta. Ni siquiera es necesario 
que se notifique; la ley no lo exige, y lIO hay razón para 
exigirlo. En tanto qne el litigio no se inicie, la notificación 

ser la inútil, porque no tendría ningún objeto. Basta, con-
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forme al esplritu de la ley, que se prueue que el marido (j 

sus herederos han manifestado la volunta!1 seria de desco· 
nocer al hijo antes de la espiración de los plazos ordina­
rios. Los autores están de acnerdo en todos estos pun· 
tos (1). 

El art. 318 dice que la acta extraj'Hlicial será corno si 
no existiese si no ~St;'1 spguida, dentru del plazo de un mes, 
de una aceión judida!. Es la acta extrajudicial sola, corno 
lo expresa 01 tribuno Lahary, Jo que queda sin efecto. Sí­
guese de esto que en tal caso se vuelvo al del'echo común, 
conforme 111 cual el plazo es de dos meses para el marido 
si se halla ausente ó si se le ha ocultado el na,cimiento, y 
siempre de dos llIoses para los heredf'¡'os, Puede, pues, 
suceder que el l\Iarido Ó sus hel'Oueru3 estén todavía dentro 
del plazo; naturalmente podrán apro\'ceharse ti" tal cir· 
cunstancia para intentar la acción. Esta fué la observación 
del relator' del Tribunadu, reprodudda por todos los auto· 
res (2), y hay una sentencia de la cOI'te de casación en este 
sentido (3). 

§ V.-FOIDIAS, 

4tí2. El art. 318 quiere que la acción de desconocimien­
to se dirija contra un lulor ad hac discernido al hijo, yen 
presencia de Sil madre, El hijo es el demandado y contra 
él va dirigido el descollocimie"tu; pero corno de ordinario 
la acción se intenta inmediatamente después del nacimien­
to ó por lo menos durante la minoría del hijo, había que 
darle un defensor. Este protector no puede ser el padre, 

1 DUl'unton, t. IIl¡ p. 8~.r Sigllit~II(\'t~, lIÚlll". 01, ['15. Dmllololllbe, 
t, y, ]J. ].10, ,,'~ 15,lo 

2 Lnh:u,r, DietÚIlll'll uúm. 17 (f..ol~re, t. 3", p. 10M). Delllolombf', 
t. fj~! p. 148, núm. 1GB. 

3 .. SelltOJlcia. du ·l lIt'! Abril do lS~j (Dalloz, on la palalll'¡t pt/furT/i­
dad, núm, 157), 
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supue,to que es el auvcrsario del hijo; no la maure, por· 
que posible sería que ellet no quisiese defender il su llijo; 
la ley ha tenido, pues, que cuidar de que el hijo tenga un 
representante que sostenga sus intereses, con este lin le ha 
dado ua tutor especial. 

41)3. ¿Quién nombra á este tutor especial? Nosotl'os he 
mas emitido la opiuión de ql!8 los tutores ad IIOC deben 
ser nombrauos pOI' el tribunal (i J. El consejo de familia 
no tiene m:is quc una competeneia deterr.ninada, éluombra 
al tutor ordinario, y por lo mismo tiene calidades para 
nombrar UII tutor especial cuyas funciones narla de común 
tienen COIl la tutela ordinaria. En el caso d<l desconoci­
miento hay un motivo especial, y, ti nuestro juicio, paren· 
tesco, para no atribuir el nombramiento del tutor al con 
sejo de familia; se (rala de expulsar al hijo de la familia 
como adulteriilo ó como natural; aSi, pues, la familia es el 
adversario del hijo, y ¿serán los adversarios oel hijo los 
que elijan á un protector? Sólo una disposición existe en 
nuestro código 'lile atribuye el nomlmllllienlo oe los tuto· 
res especiales, en 'un caso detdo al consejo de familia, y es 
el art. D68 del código de procedimientos; pero ese articulo 
¿acaso no prueba que esa no es la regla gerleral? ¿No serta 
inútil, si el nombramiento uebiera hacerse siempre por el 
consejo? (2). 

Generalmente se sigue la opinión contraria, que cst;i con· 
sagrada por la jurispruJenciJ. Pero esa opinión da lugar il 
dificultades á cuyo respecto las cortes y los autores estiin 
muy lejos de hallarse Je acuerdo, ¿Quiénes formarían ese 
consejo? El art. /107 quiere que so convoquen en los COll-

1 V(;ase nI torno [l de mis PrineipiosJ u(¡m. 3:1:2. 
2 ERt.a es la OpilllOIJ (10 Dt\IYincnurt, t. 1':', p. 8b) llot;t·1. ~I'g¡¡ido 

por Y:th~tto aeeI'Ja de Proudholl, t. JI p. 59, nota nj DC!lwlollllH'. 
t. V, p. 15~, núm. lGGj Ducaurruy, BOlllliur y Ronstain, t. 1? p. ·1·li. 
Hay una sentenoia de París en ese sontido, do 4 de .Julio tlo 18;]J 
(D~lI()z, 1853, 2, 201.) 

1'. de 11. TOMO 111.-8;) 
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sejos de familia :i los parientes tomarlos en las dos lineas. 
¡.Debe aplicarse esta disposición cuando el consejo debe 
nombrar un tutor (ul hoc en caso de desconocimiento? 
Unos dicen que si y otros que nó. E~tos quieren excluir á 

los parientes paternos, porque el padre ó sus herelleros son 
los que intentan la acción (1). Lógicamente deberían ex· 
cluir á todos los parientes, porque torios están interesados 
en ,expulsar al hijo de la familia: habria qlJe componer el 
consejo enteramente dc amigos, lo que vendría á parar e~l 
un consejo llamado do farnilia, íen el cual I1fl figuraría un 
solo miembro de la familia I La opinión más lógica eg cier· 
tamente'la que, una v~z declarado competente el consejo. 
aplica las reglas sobre la composición de los consejos de 
familia (2): de manera que el dem~ndado es el que deter­
mina la competencia del juez de pa7. y tlmbien la campe· 
tencia del tribunal. t0do e~to cn virtud de una ficción ima· 
ginada por la jurisprudencia. ¿Esta necesidad de recurrir á 

cada paso á ficciones, ficciones que sólo el legislador pue· 
de crear, no probaría que la jurisprudencia está fuera de la 
ley? 

qt)q, Si el hijo es mayor, nos parece evidente que no 
hay que nomhrarlo un tutor. ¿Tiene nececidad de un protec­
tor quien se proteje á sí mismo? No obstante esto, la opio 
oion contraria ha encontrado un partidario. (:)). Cierto e3 
que el arto 318 está concebido en términos generales y en 
apariencia absoluto; podría, pues, invocarse el viejo adagio 
que no permite distinguir en donde la ley no distingue. En 
otro lugar hemos contestado que se puede y se debe distin-

1. l\fal'crHlé, t. Ir, p. 10, arto :318, núm. 1. Unchefort, t. 1°, núm. 71. 
Ha.\" algllna, ,entencias en esto sen tillo (Dalloz. 1864, J. 409. Ilota,) 

~ 'J.:¡,( es la opinioll (l~ Tt..nl1ier, t. 11 núm. 8,15¡ (Pl'Omlholl, t. 11, 
p. 59; Durautott, t,. 3 A núm. !J6. BRt(~ consagrada por la jllrh'prmlol1· 
oin de las cot'tm;; do Bélgica. Litlja, 5 Mayo ele 18¡j3 (Dalloz. 1853 2, 
200): llrusolllS, 2.1 <lo Nodomhrc 18~1 (Pasicrisia, 1852,2.66). 

:3 'H.ochefort., hDel estallo tlo las familias," t. l~, núm. 66. 

-------
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guir cuando la razón en la cual la ley se fllnda nos obliga á 

introducir una distinción (1). En el caso del art. 318, la 
distinción es de tal manera necesaria que es inútil insistir. 
Hasta inútil habría sido suscitar la cuestión, si no se vol· 
viera a presentar la misma dificultad en otra cuestión un 
poco mas seria. 

El hijo tiene un tutor, [t pesar de esto ¿hay que nomo 
brarle un tutor especial? A primera vista, se ve uno tenta· 
do á decir que nó: ¿para qué nomhrar un protector á quien 
ya tiene uno? Sin embargo, la doctrina y la jurisprudencia 
se pronuncian por la afirmativa (2), y creemos que con ra­
zón; no porque esté prohibido distinguir ah! en donde la 
ley no distingue, sino porque en el caso en cuestión, la 
distinción iría contra el objeto que el legislador tuvo en 
mientes. Este ha querido dar un defensor al hijo; ahora 
bien, lo más frecuentemente el tutor y el subrogado tutor 
serán sus adversarios; el padre evidentemente que lo es, 
así cuma toda la familia paterna; la ley misma ha recusado 
á la madre, y los parientes maternos están igualmente in· 
teresados en rechazar al hijo como natural ó adulterino. 
Es, pues, conveniente que haya un tutor ad hae tomado 
fuera de la familia y desinteresado en el debate. 

400 El art. 318 dice que la acción de desconocimiento 
debe dirigirse cantea el tut(\r ad hoc dado al hijo y en pre­
sencia de su madre. Por más que la acción no se intente 
contra la madre, ella está interesada, tiene que defender el 
estado de su hijo y su propia honra; y, por otra parte, 
puede procurar útiles informes. Se pregunta si se puede 
hacer figurar á la madre en la causa, bajo pena de caduci~ 
dad, dentro del plazo de un mes, prescrito por la ley. La 

1 Ve{lso el tomo 1'.' de Jlli~pl'i1icipios) núm. ~78. 
~ Dalloz, "Repertorio", eu la palabra paternidad, n° 1m. Dcman­

tu, "Ourso analítico," t. n, p. 76, n° 11, bis IV. 



corte de Caen ha decidido la cuestión negativamente; los 
motivos que elJa da son t;tn perentorios, qne no compren­
demos las vacilaciones de la dodL'ina (1 l. Después de ha· 
ber sostenido que hay cadncidad, Demolomue acaba por 
decidir que ésta no puede estar suficientemente descrita en 
el arto 318 (2). lIay más que decir: el texto es muy claro, 
y el esplritu de la ley no deja duda alguna. La ley quiero 
IJlle la acción se intente en un breve plazo. ¿Contra qnién 
va dirigida? Contra un tutor acl hoc, dice el art. 318. ¿V~ 
dirigida también contra la madre? Ciertamente que nó, su­
puesto que el código se limita á exigir que la madre esté 
p,·esente. ¿Presente á qué? pregunta la corte de Caen. Al 
litigio, naturalmente. Preciso es, pues, que haya litigio 
antes de qne pueda ser llamada la madre. Si está presente 
la. madre á los debates cuando se inician ¿no hasta esto? Si 
ella no asistiese á las primeras diligencias, éstas podrían 
declararse nulas. El interés do la madrtl y el del hijo es· 
tán mutuamente garantidos; y aun cuando no lo estuviesen, 
todavía hahía que resolver que no hay caducidad, porque 
no la hay sin texto, y el art. :318 ciertamente que no la 
pronuncia contra el marido ó sus herederos, si la madre no 
ha sido notificada' dentro del plazo prescrito para la notifi­
cación del tutor especial. 

l¡1)G. El desconocimiento debe hacerso en Ha período 
cortisimo de tiempo, hajo pena de caducidad; importa, 
pues, examinar si la acción contra el tutor ail hoc prescri­
ta por el art. 318 pnede remplazarse pOl"'lHl acto equiva­
lente. Dalloz se pronuncia por la afirmativa, fundándose en 
la afirmativa (3). Esto nos parece mas que dudoso. Si el 

1 Senteneía de:n de Euero {lo HtW (Dalioí~, ea l;l palabra. prlter­
ni'¡ad, ,,0 169). 

2 DemoloDlue, (¡Curso del Códig-o Napoleon", t. Y, p. 154, nú. 
111<l1'0 168. 

3 Da1Jm;, <Jn.epertorio,~' en la palahl'a }Jfllermda,(/, ntíms. 173, 17J. 

. rr 7 
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hijo tiene un título. puede invocar la presunción de pater 
nidacl estahleci,!. por el 3rt. 312. Esta pt'esunciún no pue­
de combatirse sino por el desconocimiento, y la hy ,lefiue 
lo 1ue entiell'.le por ,lesconocimiento, que es un l :l,~dón 
dirigida contra el bija Ó Sil lutor especial. Quiere; all" nás, 
que ]¡¡ acciú" se i"tente en un breve plazo. bajo pena de 
caducidad. TGdo es en esta materia de rigor. 

Hay casos en 'lu~ la jurisprudencia misrna ha decidido 
que no habia ado e(¡ni\"alente ti la confesión. El maddo pi­
de el di\"oreio 1"11' adulterio; es cierto fIne esa' demanda nu 
e ¡uivale ú un desconocimiento; porqne el adnlterio ele la 
madre no prueba la ilegitimidad del hijo, y la acción ,le 
divorcio no se dirige contra el hijo, luego no es un descono­
cimiento (1;' 

Sólo un raso hay en que habría un acto equivalente, y 
es cuando el desconocimiento se hiciese por vía de' ex­
cepción contra el hijo. En efecto, la excepción es una 
verdadera demanda, y si el que la opone disputa real­
mente. la ligitimidad del hijo, debe decirse que hay des· 
conocimiento. Así fué fallado por la corte de casaci6n 
on un caso (Jn flue el hijo habia intentado una acción 
de rectificación de su acta do nacimiento contra los herede· 
ros legitimas; éstos contradijeron la legitimidad. J<;sto era 
ciertamente un desconocimiento en la forma de excep­
ción (2). Fuera de este caso, no puede haber acto equiva­
lente. 

§IV.-EFECTO DEL DEsCOXOCmIENTo. 

41)7. Si se admite el desconocimiento, el hijo queda ro· 
1 f;eutellt~ire 110 Mont¡wllior, ,lt~ ~o (le 1rlar1.o 110 18:>$ (D In,)7., I~n 1:\ 

!l',labra palcrniaad, tlúm, GO, p. SJ). . 

2 St~JJtelwin 11n la cortn (1('. casaeión, de:11 de Di,'.icrah'l' do 183·1, 
(Dalloz, en la. pa.lahra prrterni.d,vl, núm. 2), .r Ilt~ (TrtH\r)hl:~, eh, 5 de 
Fcbrpro Ile 1836 (ihid, ntun. 3). 
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chazado de la familia, en el sentido de que no tendrá por 
padre al marido de su madre. El juicio probará, pues, que 
el hijo pertenece á otro padre que no es el marido, y desde 
este momento es ilegítimo. El hijo será natural si fué con­
cebido antes del matrimonio, y adnlterino si fué concebido 
durante el matrimonio. En este tíltimo caso, la filiación 
adulterina resulta del juicio combinado con la acta de na· 
cimiento. Este es uno de los casos en los cuales un hijo 
adulterino tiene una filiación legal, por más que la ley pro­
hiba el reconocimiento voluntario ó forzado de los hijos que 
son el fruto del adulterio (arts. 331; y :342). 

Si se rechaza el desconocimiento, el hijo queda en pose­
sión de la legitimidad, y ejarce, en consecuencia, todos los 
derechos de un hijo legitimo. 

41iS. ¿Respecto á quién produce estos efectos el juicio? 
Se sabe que los juicios no producen efecto sino entre los 
que han sido partes en la callsa; dichos efectos no pueden 
oponerse á los que no han sido partes en el letigio, y no les 
aprovechan. ¿Recibe este principi(} su aplicación en los jui­
cios concernientes al estado de las personas? Se pretende 
que estos juicios ti"lnen efecto respecto á terceL"os, euando 
se pronuncian contra el oponente legitimo. Mas adelante 
veremos que la doctrina del contradictor legitimo es falsa; 
que por consiguiente los juicios que tlstatuyen acerca del 
estado quedan bajo el dominio del derecho común. ¿Suce­
de lo mismo con los juicios pronunciados acerca del desco­
nocimiento? Supongamos, en primer lugar, que se pronun­
cian con el marido, ó con sus herederos. Todos reconocen 
que estos juicios tienen erecto respecto á todo la familia. 
Los jurisconsultos romanos asi lo resolvieron ya al decir que 
la decisión del juez hace ley (1). ¿Por qué ese juicio hace ley? 

1 "Placet eju8 reo ,1mlicuUl, jns far.·cfo'11, 3, in D. ~'dc agnoscelUli 
et olcndi. Jillori. (XXV, ~). 

---TI --- -
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Toullier dice que esto es una aplicación de la teria del con­
tradictor legitimo. Nada úe esto, porque el derecho romano 
rechaza esa teoría. La razón por la cual el juicio pronun· 
ciado con el marido ó sus herederos tiene efecto respecto 
á toda la familia es muy sencilla. Es que el marido solo 
y sus herederos tienen el derecho de desconocer al hijo; los 
demás miembros de la familia no pueden intentar la acción, 
y el hijo no porlria hacer juzgar con ellos la cuestión de le· 
gitimidad, si un juicio lo hubiese expulsado de la familia; 
luego el juicio decirle definitivamente la cuectión, no te­
nie ndo ya ninguna pcrsqna el derecho de suscitarlo ni de· 
batirlo. El! este sentido, está al auriga de toda discusión 
como una ley qu~ nadic tiene derecho á discutir. Esto es 
lo quc los jurisconsultos romanos expresan con su ha 
bitual presición al decir que la sentencia del jue7. hace 
derecho (1). 

¿Si todos los herederos del marido no hubiesen figurado 
en la causa, el juicio tendrla efecto respecto á los que no 
han siJu litigantes? En este caso se aplica el principio d~ la 
cosa juzgada; el juicio no podrá oponers.e á 105 herederos 
que no han figurado en la instancia, pero tampoco no pue­
den prey,lerse de él. Aqní ya no se puede decir, como aca· 
bamos de hacer.lo, que el heredero contra el cual el hijo 
invoca cl juicio que l)a obtenido con sus coherederos, no tie­
ne cahidad ninguna para promover, porque todos tienen un 
derecho igual para figurar en la instancia; lo que con los 
unos se ha juzgado, no puede, pues, oponerse á los otros. 
Del mismo modo, cuando dichos heredero~ promueven con· 
tra el hijo, éste no puede rechazarlos por la autoridad. de 
cosa juzgada, porque la cosa no ha sido juzgada con ellos. 
Por la misma. razón, los herederos no puedeu aprovecharse 

1 nlerliu "H.epcl'torio" LHl la palAura Cuestiones de estado, pro. 3'\ 
arto 1, núm. 5 (art. XXVI, p. ~68). 
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del juicio expedido contra el hijo, si no han !lid" litigantes, 
porque ese juicio no se ha pronunciado en favor de ellos, y 
tenlan el derecho de figurar en el proceso. Ohjétase que el 
estado de los hombres es indivisible; el hijo, se dice, no 
puede ser, á un tiempo mismo, legítimo y natual ó adulte­
rino. Luego si se le ha declarado legitimo ó natural res­
pecto a ciertos herederos, fuerza es que conserve el mismo 
estado respecto á los denuís. Sin duda, que, co~siderado 
en si mismo, el estado es indivisible, pero hay que ver en 
qué prueba reposa el estado. Si es en UI1 fallo, el estado no 
existe tal como ha sido declarado por la sentencia, sino en­
tre las partes que han litigado. Esto no es tan absurdo co­
mo se pretende. S¡ el hijo tiene un estado, no es sino en 
virtud de un juicio; ahora bien, si es justo que eljuicio ten­
ga efecto respecto á aquél '¡ue ha padido sostener su dere­
cho' sería de tod~ ¡nj usticia que tuviese efecto respecto ti 

aquél que no ha podido sostenerlo. En el caso particular, 
por ota parte, el estado, como derecho moral, no ha sidG 
objeto del debate; no so trata más 'lue de los interEses pe­
cuniarios que son inherentes, y ni siquiera puede decirse 
que tales intereses sean indivisibles. Tal es la opinión ge­
nerat, y la jurisprudencia la ha consagrado (1). 

Hemos supuesto que las terceras person.1s ti las qUe el 
hijo opone el juicio ó que lo imw'an son hüI'ederos del 
marido, teniendo, como tales, ,Jorecho para figurar en el 
litigio de desconocimiento. ¿Qué debe resolverse si son pa­
"rientes maternos, herederos de la mujer, los cuales no pue· 
den des~onoeer al hijo? 

El juicio se ha pronunciado ,,,,ntl'a el hij o en provecho 
de algunos de los herederos del marido, y ¿pueden ¡JI'eva-

1 S(~lltUJloia de Augcl's, {l<~ 11 de Abril IIl' 1821, Y ,le la norto (le 
oasación, do 28 do IJnuio do l~~H, DaJloz, en la pahdJra cosajuzgarlfl, 
núm. ~76. 

-- -- --- ---- T-1 ' -, ---- ~ - -- --------u 
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lerse de él los herederos de la mujer? Nó, esto juicio ha· 
ria ley para la familia, si todos los herederos del marido 
hulJiesen figurado en él, pero corno no todos han figurado, 
no hace ley silla respecto á los que Ol: sido partes en la 
causa. 1,08 otros heredero8 del marido no podrían siquiera 
invocarlo, salvo que promuevan si están todavla dentro'del 
plazo; con masar razóll, los herederos de la mujer no pue­
den oponer un juicio en el cual no tienen derecho de figu­
rar. Respecto á ellos, el hijo conserva su estado, tal corno 
resulta de su acta de nacimiento y de la f<lsunción de 
paternidad. Esta es tamhién la opinión Común de los au· 
tares (1). 

[¡!:iD. ¿Puede el marido desistirse del juicio que ha admi· 
tido el desconocimiento? Puede sin duda alguna renu!lciar 
al heneficio : del juicio en lo que á él se refiere, y respecto 
á los intereses pecuniarios que SOH inherentes á la legiti­
midad; pero 110 puede devolver al hijo la legitimidad de 
que le ha despojado el juicio. Este juicio hace ley, y á 
nadie corresponde desLaratar una ley. Por otra parte, el 
juicio ha dado derechos iÍ la familia, y el marido no puedo 
arrebatarlos. Hay una sentencia contraria (2), pero ésta no 
tiene valor doctrinal y no puede tenerlo, no dejando los 
principios duda alguna sobre la cuestión. En vano se dirá 
que, en principio, el marido es el único que tiene el dere­
Gho de desconocer, y rrne si se desiste del juicio, nadie 
tiene el derecho de disputar al hijo la legitimidad. Una 
vez pronunciado el juicio, tiene fuerza de ley. Esto decide 
la cuesti6n. 

1 Valolto re,¡wcto ú 1'ro11l1llOll. t. H, 1'. 60, nota. Z"ruaria., edi. 
ción dl\ Anory ,Y Hall, t. 1[[, púgs. 650 y siguientes. Demolomhe, 
t. V, l1úgs. 15!J.161, lIúm. 178. 

2 Sent(~ncia (lo r).r~JJ, do 7 <le Pelnero (lo 1831:> (DalIoz, 011 la pa. 
labra Pat~ernidad, núm. 201). En Rentillo coutrario, Demoloml>u, t. V, 
p. Hil, num. 181. 

P. de D. TOMO IIl.-86 
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SEccmN lll.-Conl'ienda SOb1'8 la legitimidad. 

lt,60. Por los términos del art. 31o, la legitimidad del 
hijo nacido tresnientos días después de la disolución del 
matrimonio podrá ponerse á debate. La acción por cuyo 
medio se debate la legitimidad de ese hijo, se llama acción 
en contienda de legitimidad. Profundas diferencias existen 
entre asta acción y la de desconocimiento. El desconoci· 
miento supone que el hijo fué concebido, ó al roenos que 
nació durante el matrimonio: este hijo tiene á su favor la 
presunción de paternidad, y no puede quitársele sino por 
medio de un:¡ acción de destJonocimiento, acción que el có­
digo circunscribe en limites muy estrechos, porque favore­
ce la legitimidad. Mientras que la contienda de legitimidad 
supone que el hijo nacido después de la disolución del ma· 
trimonio fUÁ también con~ehido después de aquel momen­
to: la época sola de su nacimiento prueba que ese hijo es 
ilegitimo. Luego la ley no le debla favor ninguno. Así, 
¡¡ues, la acción de contienda de legitimidad no está regida 
por los prinoipios d!' la d~ desconocimiento, sino que queda 
bajo el dominio del derecho común. 

El descomJolmiento no puede ejercitarse sino por el ma· 
rido y por sus herederos. Toda persona interesada puede 
intentar la acción de contienda de lpgitimidad. Esta dife. 
rencia resulta del texto y del explritu dd ia ley. Cuando el 
o6dtgo habla de desconocimiento, nombra siempre al ma· 
rido, y contiene una disposición especial para determinar 
en cuáles casns y con qué ,condiciones los herederos del ma­
rido pueden desconocer al hijo (arts. 3'12, 31(" Y 317). 
Cuando habla de la contienda de legitimidad, á nadienom. 
bra, luego á la madre excluye. Esto, por otra parte, resul· 
ta de la naturaleza de la acción, l!;llegislador habrla podio 

- --rr 
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do declarar de pleno derecho al hijo ilegítimo, puesto que, 
según las presunciones que establece sobre la reclamación 
de la preilez, este hijo es realmente ilegítimo; si no lo ha 
hecho, es porque quería abandonar :i las partes interesadas 
el cuidado de c:ebatir la legitimidad del hijo. Luego, con· 
forme al espíritu de la ley, toda parte interesada pued(\ lita 
cal' la legitimidad del hijo que ha nacido trescientos dlas 
después de l;¡ disolución del matrimonio. Esto es elemen­
tal (1). 

461. ¿La acción de contienda sobre legitimidad debe in­
tentarse en los breyes plazos prescritos para la acción de 
desconocimiento? Se ha fallado que el marido divorciado 
debe promover dentro del mes del divorcio para atacar la 
legitimidad del hijo nacido trescientos días después de la 
disolución del matrimonio; y que si se intenta la acción des­
pués de la muerte del marido, por sus herederos, éstos de. 
ben. promover dentro de dos meses (2). 

A primera vista, el texto parece favorable á esa decisión. 
Los arts. 316 y 317, que fijan los plazus dentl'O de los 
cuales el marido y sus herederos deben promover, están 
colocadoE después de los articulos que hablan del descono­
cimiento y de la contienda de legitimidad (arts. 312-31D), 
y no están concebidos en términos generales; el art. 316 
emplea la palabra vaga rcc lamar', para designar la acción 
del marido; el art. 317 se sirve de la ruisma expresión, y 
resp~cto á los herederos dice que tendrán dos meses para 
combatir la legitimidad del Mjo. Sin embargo, todos los 
autores están de acuerdo en decir que la opinión consagra­
da por las sentencias !le Agen y de la corte de casación es 
erronea; todos ensGilan que los plazos establecidos por Jos 

1 Dnrantoll, curso dr r!t.T('i'/¡r¡ fraftC,"8, t. ;J? p. 7~~, núm. 75, 
~ ::::eutcnci3~ ,In 1\gcu, tle ~;.; clo 1\layo do l~!.n y (le la corto de en­

llacióll, do 19 do 1\oyjC';ahl'('. <10 18~2, V;11107" en In palahra "patern¡. 
dad," núm. 153. 
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arts. 316 Y 317 no se aplicansino á la acoiÓll de descono· 
cimiento, y que la acción contra la legitimidad permanecll 
bajo el imperio de la prescripción general de treinta mios (1). 
l!;l texto no es tan decisivo como parece serlo. En el artI­
culo 316, la ley habla de los diversos casos en que el mu· 
rid4- está autorizado para reclamar', y ¿cl1:iles son estos ca 
sos? Cuando el hijo fué concebido ó nació durante el ma· 
trlmonio (arts. 312314); cuando el hijo nace trescientos 
dlas después de la disolución del matrimonio, la rey na ha­
bla ya del marido; luego el art. 317 no se aplica al caso 
previsto por el art. 316. En cuanto á los herederus de~ 

marido, heredan la acción de éste; poco importa que la ley 
se sirva de la expresión combatir la legitimidad, en el 
arto 317, al hablar de los herederos; esta expresión, lo mis' 
mo que la palabra reclamación, es sinónima de descono· 
cimiento; esto resulta hasta la evidencia del arto 318, que 
emplea la última expresión para designar la acción del ma­
rido y de sus herederos. Hay otra consideración que es de· 
cisiva. La acción en contienda de legitimidad pueden in· 
tentarla todos los que tengan algtlll interés, no sólo por el 
marido y sus herederos, sino por todos los parientes; luego 
si el legislador hubiese querido limitar la acción, habría 
debido hacerlo por una disposición general que compren­
diese á todos los interesados. El silencio de la ley respecto 
á las partes interesadas que pueden combatir la legitimidad 
del hijo nacido trescientos dlas después de la disolución del 
matrimonio, decide la cuestión del pla7.0 dentro tlel cual 
deben promover; por el hecho mismo de que la ley no es· 
tablece plazo especial, se permanece bajo el dominio del 
plazo general de treinta afios. Esto está también en armo­
nla con el espiritu de la ley. El hijo concebido ó nacido 
durante el matrimonio tiene en su favor la presunción de 

1 DODlolombe, ¡'Gurso de Có(ligo Napoleón" t. V, p. 88, núm. 8S. 
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paternidad, está cn posesión de la legitimidad, snpuesto 
ljue tiene una acta de nacimiento ljue prueba que pertenece 
nI matl'imonio; se trata, pues, de despojarlo rechazándo!' 
de una familia que es la suya: hé aquí por qué la ley 'luie· 
re 'jue el marido promueva dentro del más breve plazo; oi 
ni) promueve, reconoce como suyo al hijo, y ya no puede 
tratarse dc desconocimiento. Por el contrario, el hijo naci· 
rlo trescientos días después de la disolución del matrimonio 
es ilegítimo por el hechó ele su nacimiento; comunmente 
e" un hijo póstumo, y son los herederos los que promue· 
,"'O, su interés es pecuniario y esta regido por los princi. 
pios que rigen los derechos pecuniarios. 

Hemos dicho qlle la acción contra la legitimidad prescriue 
ú los treinta alias, en tanto que se versan alguoos intereses 
pecuniarios. Si fuese causa del litigio el estado, el derecho 
de conter.der es imprescriptible. Hemos dicho que estaodo 
el estado fuera del comercio, ni se puede adquirir ni per­
derse por la proscripción: el hijo puede siempre redamar 
su legitimidad, y por consiguieote, se puede siempre dis· 
plltárse¡a (1). 

462. 1.[<;[ que ha reconocido al hijo como legitimo puede 
alto combatir su legitimidad"? El desconocimiento no es ya 
admisible cuando el marido ha reconocido la legitimidad 
del hijo: hemos dado p la ra7.Ótl de esto. Se ha fallado que 
el mismo princi¡iio se aplica (¡ la contienda ,le legitimi­
dad (2). Y á primera vista no se percibo diferencia, á este 
respecto, entre las dos acciones. 

Hay sin embargo una, que resulta de la posición dire· 
rente del hijo concebido ó nacido durante el matrirntJ:lio y 
del hijo concebido uospucs de la disoIUt~ión. El primero no 

1 ToulJiE-'r, L 1 [. Hum. 83-1, p. oS;), 

:..! 8entü 11eirl. (In Dou~i, de J~) (lo En(Jro ,,113 l,s;}S (Dallo!., 18;"";3, 2, 
138). Yéase la crítica de esta jnrisprmlcnciG en Da!lo];, 011 la p:thL 
brn, paternidad, núm. 18;;. 
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reclama su estado, lo ti~ne, lo posee; solamente el marido 
puede expulsarlo de la familia desconociéndolo; pero el des· 
conocimiento ya no se comprende cuando ha habido reco· 
nocimiento; la confesión del marido implica que el hijo es 
legitimo, y por lo mismo ya no puede hacer que se le de­
clare ilegitimo. Mientras qne el hijo concebido después del 
matrimonio es ilegitimo, y no existe confesión que pueda 
volverlo Illgitimo. Si el hijo concebido durante el matri­
monio y aceptado por el marido no puede ser ya descono­
cido, es porque fué concebido legltimo; no debe. pues, su 
legitimidad al reconocimiento; mientras que el hijo conce­
bido des pues del matrimonio, y reconocido legitimo, de­
beria su legitimidad á este reconocimiento, si su estado no 
pudiere ya ser puesto en duda; ahora bi~n, la legitimidad, 
no se crea, está fuera del comercio, ni se puede ya renun­
ciar al derecho de combatirla como no se puede renunciar 
al derecho de reclamarla. La confesión no podría tener 
efecto sino respecto á los intereses pe'Cuniarios entre liti­
gantes; no hay que decir que ni ngún efecto tendria respec­
to á terceras personas. Puede renunciarse á los derechos 
pecuniarios aun cuando dependan del estado (núms. 428 y 
429), pero esta renuncia no puede perjudicar á terceros. 

463. ¿Cuáles son los efectos de la acción que combate la 
ligitimidadt En h opinión que hemos en sellado, el tribu­
nal debe admitir esa acción desde que quede probado que 
el hijo nació después de la disolución del matrimonio. El 
fallo tendrá como efecto que se declare ilegitimo al hijo. 
¿Este juicio hace ley para la familia, como el que admite 
el uesconocimiento? Nó, porque no existe la misma razón. 
Toda persona interesada puede combatir la ligitimidad del 
hijo concebido después de la disolusión del matrimonio; 
luego el que combate no representa más que su interés; sea 
-le. que fuere la rosolucíón del juez, no puede hacer ley res-

T~-
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pecto :í las personas que, tienen un derecho igual al de los 
litigantes. Es decir que volvemos á los principios generales 
de la cosa juzgada (1): al fallo no tiene afecto sino respec­
to a las personas que han figurado en la causa. 

SHCCION ¡V.-De las acciones 1'cclamando 
y combatiendo el estado. 

§ l.-DI' LA AGGI01! m:CLnIANDO RI. ESTADO. 

Núm, 1.-¿Ji quién co¡'¡'esponde? 

1164. El código no define la acción reclamando el esta· 
do; únicamente dice que es imprescriptible respecto al hijo, 
y que en principio, sólo éste puede ejercitarla (arts. 328-
330). Las expresiones mismas que la ley usa para calificar 
la acción, determinan su objeto y su naturaleza. Se trata 
de hijos legitimas. Torio hijo nacido de una mujer casada 
posee un estado, ordinariamente se halla en posesión de 
este estadll, y poseyéndolo no puede ya tratarse de recla­
marlo, p'll''1ue no se reclama lo que se posee. AsI, pues, 
cuando el hijo tiene un titulo ó la posesión, disfruta de su 
estado y no neeecita reclamarlo. Pero el hijo puede tener 
derecho á un estado sin po,eerlo; si nació de una mujer ca­
sada, pero que no tenga ni título ni posesión, ó si su titulo 
no comprueba su filiación, estableciendo el acta de naci­
miento que nació de padres dosconocidos, ó si el Ululo le 
dú una filiación falsa, estando inscrito con nombres falsos. 
En todos estos casos, el hijo puede reclamar su legitimidad 
probando su filiación. Esta es la acción de reclamació'l do 
estado. 

Supuesto que el estado es el objeto de la acción, hay qua 

1 Unrauton, "CurdO de derecho fl'llCés" t. 3~, p. 93, núms. 101, 102· 
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aplicar los mismos principios que siguen las accionÉls con­
cernientes al estado ele las personas. El mismo código ha­
ce una aplicación de ellos, al declarar flue 1.1 acción de re­
clamación de e~tado es imprllscriptiblo respecto al hijo. Si 
es i!IJprescriptible, es porrlne el estado no es materia do ca· 
mercio. Por 10 mismo, el hijo no pue'le renunciar al dere­
cho que tiene para reclamar su estado; pero si puede re­
nunciar á los derechos pecuniarios que dependen del esta­
do. Sigues e de aqu[ que la renuncia, nula respecto al hijo 
en lo que concierne ú su derecho moral, sería válida res­
pecto á los herederos, porclue el código considera la acción 
de reclamaeión de estado, cuando corresponde (¡ los here· 
deros, como un derecho pecuniario, derecho 'Iue es mate­
ria de comercio, y al cual, por consiguiente, se puede re­
nunciar 

460. Los herederos del hijo no tienen la acción de re­
clamación de estado sino cua'1do el hijo se las ha trasmiti· 
do, es decir, cuando la encuentran en la sucesión de éste 
como, en lo que al hijo se refiere, la acción no se extingue n\ 
por prescripción ni por renuncia, podría creerse que co· 
rrespondiéndole por siempre la acción, se hallase éste por 
siempre en sn suceción. Pero afluí es de recordar que la 
acción no pasa á los hereder05, tal como el hijo la posee, 
como derecho moral, sino únicamo;Jle como derecho pecu· 
niário, y este derecho e3 prescI-:ptible y se extingne por la 
renuncia. En este sentilk, la acción de redamación de es· 
tado pueda !la encontrarse ya en la herencia del hijo, por 
más que hasta su muerte le haya correspondido. Si expre­
sa ó tácitamente ha renunciado á ella, los herederos ya no 
tienen el derecho de intentarla. Queda por saber cuánclo 
hay renuncia. Spgún los artículos 329 y 330, hay que dis­
tinguir entre si el hijo muere sin haber reclamaclo, ó si 
muere después de haber iniciado la acción. 

---- ------ ---
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Si el hijo no reclamó, oiee el arto 329. sus herederos no 

pueden intelltar la aeeión sino eu tanto ~ue hasa fallecido 
siendo menor, ti cinco ~flos después de su mayoria. Luego 

si el hijo mucre despues de la edad de vinteiseis aflos, siu 

haber reclalllado, sus herederos p no pueden promo­
ver (1). La razón es, llíen Digot·Préameneu, que el silencio 
del hijo prueba que no ha creído tener derecho; pUl' lo tan· 

to los herededcros !JO debe" ]"O ser admitid, s it i!Jtroducir­

se en una familia C!J la cllal su autor mismo se consideraba 

cr·mo extraúo (2). Esto no os más que una simple ['rosun­
o óu fuudada en una probabilidad, pero que basta para ha· 

cer ú un lado ú los bcrederos. La caducidad es absoluta. 

~c ha estr.blecido por iul"I".és del reposo de las familias, ó 

sca por un motivo el" ordcn público; por lo tant", los he­
reJeros 110 pueden prevalerse de su interés pecuniari;} eon· 
tra la presunción de la ley. 'Puede suceder, en verdad, que 

no esté fundada la probabilidad; puede suceder que el hijo 

haya muerto sin tener niugúu eOlloeillliento del estado que 
había podido pretender; pn todo caso, Sll silencio no impli. 
ca ciertamente una renuncia. No obstante, sus herederos 
no serim admitidos :i promover', probando que su autor ig­

noraba su estado. La ley colora la tranquilidad de las fa­
millas por encima del interés pecuniario de los herederos, 
interés que no existe sino e1l circunstancias enteramente 

excepcionales. Esta es la opinión unánime de los autores, y 

no parece que la cuestiún haya sido nUllca objeto de UH de­

bate judicial (3). 
Si el hijo fallece sienuo menor úe edad, su silencio no 

origina lIingnna probalJilidatl contra su derecho, no sólo 

porque puede ignorarlo, sino también porque no podría 
promoverlo, aua cuando lo conociese. Los herederos, :en este 

1 Z:uchri::e. edic:ón 111\ Anl'l'i .r Han, t. :3'_\ pR. 06t y signicnteR. 
~ Exposieión do luoti \,0:;:, 11" :lG. Locn·~. t. J'\ [>. !H. 
;; Dalloz, R('pertorio, cn la palabra paternidad, llttm. 35J. 

1'. ,le D. TOMO I1L-87 
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caso, puedenJpromover, por que es imposible toda renullcia 
por parte oel hijo. Cuando"el hijo se hace ma)'OJ' o" edad, 
puede pt'omove r; pero nad a es tan difífil CuIDO las pruebas 
que tiene que rendir; digamos mBR; asI eomo lo ha"e notar 
Bogot-Pl'éamoueu, nada es más raro como la reclamación 
de estado, cuando no existen ni título ni po csión. Para 
este que hay suponer que los padres se han conjurado eu 
ciertu modo contra su hijo; y la experiench prueba, dice 
el orador del gobierno, que hay ménos hijos que se hallen 
injustamente en esta posieión despichada, que iudividurJS 
que turben injustamente la paz de las familias: "hay ma· 
yor número de gentes excitadas por la codicia que padres 
desnaturalizados. Couceller á los herederos el derecho de 
promever cuando el hijo murió en los cinroaflns t!n su ma· 
yoría, es suponer (IUO el hijo hubie~e promovido en el caso 
de sobrevivir, y que no tuvo tiempo de mcojersus pruebas. 
Esta es también una probabilidad, que aprobecha álos he 
rederos. 

Si el hijo muere después de haber iniciado la acción, lns 
herederos pueden proseguirla ~art. 330). En este ca~o, es 
de toda verdad el decir que los' herederos encuentran la ae· 
ción en la herencia, porque la acción intentada forma parte 
del patrimonio, al menos en tanto que se versan intereses 
pecuniarios y las herederos no tienen la acción SillO cn ra 
ron de sus derechos pecuniarios. lI;IY, no obstante, dos 
casos en los cuales los herederos 00 pueden seguir la ac­
ción. Desde luego, cuando el hijll se ha desistido formal. 
mente. El desistimiento es una renuncia; el hijo no puede 
renunciar; pero su renuncia, nula en lo (Iue le concierne, 
tiene efecto para los herederos; es más que probable1que el 
hijo que se desidte no tenia derecho; esta probabilidad de­
he acarrear la caducidad de la acción en cuanto á los here· 
deros, por aplicación del principio que la ley siguo en esta 

rt r-
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materia. Pasa lo mismo si el hijo deja transcurril' tres afIas 
sin proseguir la acción. Esto es una renuncia tácita á la 
acción, mientras que el desistimiento es una renuncia ex­
presa. Segun el código (le proce,limientos, el desistimiento 
debe aceptarse y la espiración debe solieit~rse ,arts. 399, 
~OO y fl03). ¿Deben aplicarse estas disposiciones ú la ac­
cién do roeIamacióll de estado? Creemos que nó. El hecho 
al cual la ley liga la cadueiuarl, e5 qu~ el hijo haya mani· 
festarlo su voluntad ,le ronundar; ahora bien, lo manifiesta 
por el hecho 'ólo ne desistir, por más que tal desistimiento 
no haya sido aceptado, ó por el hecho solo de que no pro· 
sigue la acción por espack de tres ailog, por más que la 
espiración de instancia no haya sido solicitada en la forma 
prescrita por el procr.dimiento. Esta es la opinión de Zn­
charire. Mal'cade dice, con el tono decisivú que le es habi­
tual, que tal doctrina es evidentemente inadmisible. 

í66. Hemos supuesto que los herederos quedan "in de­
recho cuando el hijo ha reclamado y si ha desistido ó cuan­
do ba dejado espirar la instancia. Este punto es contro­
vertido. Según la opinión seguida con más generalidad, se 
distingue: si el desistimiento se refiere á la acción misma, 
hay renuncia y en consecuenci,¡; fenecimiento de la acción 
en cuanto á los herederos. Pero el desislimiento puede re­
ferirse únicamente al procedimiento; en este caso, la acción 
subsi~te, y si el hijo muere en los cinco aMs después de 
su ma~'orja, la transmite á sus herederos. En cuanto á la 
espiradón de instancia, nunca concierne sino al procedi­
miento, al menos que al cesar sus diligencias) el hijo haya 
manifestado la intención de renunciar á su acción. Luego 
la espiración no impide que los herederos promuevan si el 
hijo muere antes de la edad do veintisies afIos. Conforme á 
esta opinión, el arto 330, no se aplica sino al caso en que 
el hijo ha intentado la acción después de aquella edad; los 
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herederos nu pueden entonces proseguirla como cuando el 
hijo no se ha desistido del ploccdimionto ó como cuando 
no ha y espiracio:). 

En teorJa, esta opir.ióll nos parnée muy aceptable; pero 
¡,no es esta una de :!'luellas teorías '1"8 los autores tratan 
tle introducir en la Ir)', ¡'t p()S.lr de su texto, y aun á pAsar 
de su espíritu? 1,"s art3. 3:W y 3ClO hacen una distinción 
de la 'Iue no toma cuenta la opinión general: el art. 329 
prevée el caso en que el hijo no ha 1'eclamado, es decir, 
en que no ha intentado la acción: el 3rt. 330 prevée el caso 
en que ha iniciado la acción, 83 decir, en 'lue h.l recla­
mado: luego cuando Iw reclam~do, ya [JO estamos en rI 
caso del arto 329, sino ell el caso del art. ;130. Si ha 1'0-

clamado, los herederos puedún proseguir la acción, cún tal 
fIne el hijo 110 se hap desistido ó que no hap dejado es­
pirar la ,ÍnstauciL Esto es lo que los textos dicen. ¿Qué 
hacon los autores que nosotros combatimos? Borran esta 
distinción y en el caso en ql1.j el hijo ha reclamado, apli­
can el 3rt. 329 flue se refiere al caso Cll que el hijo no ha 
1'eclamado: esto equivale ü borrar del 1trt. 328 las expre­
siones que no ha reclamado. Esto es desconocer el espí­
ritu de la ley tanto como su texto. Si el hijo ha co­
menzado la acción, aun cuanuo soa ,lentro do los cinco 
anos de,su maymJa, él ha manifestado la intención de re 
clamar su estado, y por esto, los herederos pueden conli 
nllar la acción iniciada; pero si él se desiste ó si deja pasar 
tres anos sin gestionar, manifiesta ulla intención contraria, 
y es probaLle 'Iue renuncie á reclamar el estado que cons­
titula el objeto de su acción; ahora Lioll, en el sistema de 
la ley, esta probabilidad PS ~ll!iciontr. para rlu'~ 103 herede­
ros no puedan :ia promover. ¿QUl! irlipol'ta que el hijo ha 
yll tenido totlavla el derecho r~o ¡m·movel'? Cuando el hijo 
muere á la edad de veintisics aflOs, tenía también el dere-

, 11 
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cho de promover, y, sin embargo, sus h0redéros no pue­
tl~n hacerlo, ann cuando probaran <¡ue el hijn ignoraba 8U 

estad". ¿Por qué? Porque basta que haya una pral ,abilidad 
resullante del ,ile~lcio del hijo, de que no promovllr;i, para 
quo los herederos nn tengan )'a el derecho de promJver. 
Ahora bion, la probabilidad de que,sl no promover;; es mu· 
('110 mayor cuando ha iniciado la acción y ,0 ha desistido ó 

l"ll"ndo ha cesallo en sus ge~tion('s. Luego, con mayor l'a­

z'\n, los herederos no pueden promover en este caso (1). 
'167. Los arls. :i2D y :330 rehusan la acción á los here 

deros cuando hay una simple probauilidad de que el hijo 
no hubios;, prolllovid o en caso de sobrevivir. Con mayor 
ra7.ón, 110 l'uedcII promover cuando el hijo ha renunciado 
lorlllalmc,nte ú su derecho. Sin duda que esta renuncia es 
lIula respedo;¡l hijo, que puede, siempre, prolllovAr; no 
obstante, no la transmite á sus bereueros. La ley no lo ex­
presa, pero resulta esto eyidentemente ue los arts. 32D 
y 330. Si ulla simllle premnción de renuncia fundada en 
una probabilidad es suficiente para 'jue los herederos que­
den frustrados, ron mayor ra7.Ón uu" renuncia formal Jebe 
ocasionar su caducidad. Si la ley no prevée este caso, es 
porque 110 puede supouer una renuncia que el hijo no tie· 
IUl derecllO de hacer. Ninguna duela hay acerca ele este pun­
to (;2). 

468. L" aec;!m tic reclamación de est:ulo penenecc, en 
eiertos cas{,s, it los berederos. ¿Cuides son esos herederos? 
La loy se sirvo de I~ palabra herederos, en su m:is amplia 
aCl'pciólI, como sinónimo de sucesores universales. E,to 110 

~'S dudoso. 1,1 acei611, erl tmto que pasa á los horederos, 

1 EBt,t (In },l O!)illioll eLl Dl~ldllcourt, seg-nilla por D,'ll!oz, Duc:\U-
1'1'0)", llonuier y Itoll~ta¡ll. In .. opilliotl contraria la. enspii.lll Durall­
t.oa, Z,t(:harim r D.l:uulo:nhc (UJlIldL)IUUe, t. V, p. 273) lIúms. ~R:J :!90, 
y D.\llúz, en It~ palallfa. paterniJa.d, uúrn. 350. 

:! l\lareatlé) curso cll:mentn 1, t. ~\ p. 37, art., 33U, uíUl1, 1 \-, 
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se considera como un derecho pecuniario; luego todos los 
que suceden al difunto pueden ejercitarla. Pero sólo PUB' 

den hacerlo como herederos; si renuncian á la sucesión, ce 
san de ser he¡'ederos, y, por lo tanto, ya no tienen derecho 
IÍ promover. Hasf.a podría sostenerse 'lue 1M legatarios par· 
.ticulares tienen el derecho de promover, en tanto que estén 
interesados en hacer entrar en la herencia, que es su premIa, 
todos los bienes que pertenecian al ,lifunt(l en su calidad 
de hijo legítimo, y, por lo mismo, ti título de acreedores 
de la testamentaría (1). En vano se les opondrían los tér­
minos de los arts. 329 y 330; promueven no como here 
deros, sino como acreedores de los herederos; y dentro de 
un momellto veremos que los acreedores de los herederos 
tienen derecho IÍ intent;)r la acción de reclamación de esta­
do, á nombre de sus deudores. 

¿Hay qUA compreuder ti los descendientes del hijo entre 
los he1'ederos? La cuestión consiste en saber si pueden pro· 
mo\'er por si mismos, en su calidad de nieto ó de nieta, ó 
si sólo pueden promover como herederos. Si se denide que 
pueden promover por si mismos, entonces las restricciones 
de los arts. 329 y iJiJO no les son aplicables; ademús. su 
derecho es un derecho moral, regido por los principios que 
rigen la acción del hijo; de donde se seguiria que su dere­
cho es imprescriptible, que 110 pueden renunciarlo, que po­
drían ejercitarlo aun cnando el hijo lo hnbiese renunciado, 
que aun podrian promover en yilla del hijo. Mal'cadé ha de­
fendido vivamente esta opinión, y, un teoria, tiene razón \2.). 
Cierto es que los descendientes del hijo tienen el derecho 
do pertenecer IÍ la familia ti la cual pertenece el hijo; para 
ellos es éste un ,lerccho de la sangre, es decir, un derecho' 

1 Vhlett~, interpretando á Promlholl, "Tratallo de In~ pC'8ona!'l/' 
t. 11, p. 122, lI()t¡~ H. 

3 MarcaM, art. 330, lIíllll. lIT, t. 2°,;p. 3!. 

rr ----
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que les es personal, independientemente de la calidad de 
heredero; <'jNcitan la acción de reclamación de estado, no 

como un derecho pecuniario, sino como un d':redlO moral; 
derivan su derecho no de la sucesión del padre, sino de la 
sangre que él les ha transmilid". Nada mil;; justo; pero fal­
la sauer si los u¡Jto¡·es del código Nopol',ón han cOllsagrado 

esa doctrina. Esta es la primera cnestión que el intérprete 
debe hacerse; ahora Lien, los textos tanto corno la inten­
eión del legislador, estan en oposición con la clüctrina de 
Marcade. Los arts. :328, :l29, :330, únicos que t;'atan de 
la acciC·n de reclamación de estadG, n·) hablan más que del 
lujo y 110 de los descendientEs; a[¡ora hiell, la palabra hijo 
tiene en nuestro titulo un sentiuo limitado, se trata del hijo 
que redama su fiiia~ión legítima; csto hijo es a'luel cuya 
filiación está probada po\' el acta d" na~imiento Ú la pose­
sión de estauo (arls. :H9321; este hijo es el quo es adl.ni· 
tiJo á probar su filiación po\' medio de testigos (arts. 323-
32t:i); la acción que le ~orresponde es la que el al·t. 328 
ueclara imprescriptihle, perll únicamente;l su respecto. En 
cuanto ¡i sus descendientes, la ley no se ocnpa de ellos con 
tal caliuad, sino 'Iue los comprenue hajo la denominación 
general Ge herederos. Así, pues, únicamente como here 
cleros es como pueden promover. Hemos dicho que tal es 
también el espíritu de la ley. La corte de Metz, en sus aL· 
servaciones sODre el proyecto del cóuigo civil, había pedidn 
que Se hiciese una distinción enlt·o los herederos di¡'edos y 
los colaterales. Esta distinción 110 fué admitiua. ]\n presen­
cia de los términos generales ue la ley, habría sido precis:l 
una disposicion especial, si el legisla,lor hubiera quel'ido 
colocar a lus [lescendielltes en una posesión diferente de la 
(Iue lJtorg" :i los herederos en general. El silencio del có· 
digo es, pues, decisivo. Sin uuda que esta doctrina confunde 
el dererecho moral de los descendientes con sus derechos 
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pecuniarios; en tal sentido es injusta, puesto que priva á 
los descendientes de un derecho 'Iue ,j"LIJtl Ú Sil nacimien­
to. Pero ¿filié acaso no existe un derocho snppJ'Íor ni de 
unos pocos de individuos quo están vulner:lllos 1'01' el sis­
tema del código? La paz de las familias, la Ilecesidad de 
poner coto il los litigios sobre el estado de las personas ¿no 
son un interés social superior nI interés individual? ¿Puede 
concebirse que el estad" elH los homhros sn ponga eterna· 
mente en dnela? ¿No eflllivaldria esto it [Ivorecer ,¡ audaces 
aventunh·os; mllc:lw mas que ;\ víctimas dcsvlJtltllradas de 
la crueldael de sus padres? Hepitamos COII Bigot-Préaume­
neu, que hay mayor '!úmern de personas eXI'itadas por la 
codicia que padres desnaturalizados. lIé ahí el vel'dade'ro 
espíritu del código; y, á nUllstl'O juicio, esta doctrina PS más 
út.i1 y aún mas moral que la que se le querría sustituir (1). 

'!59 La acción Ilue pasa á Ins hered¡lro:l PS la dol hijo. 
pero ya no tienll los mismos caraclerrs. Lo prueba lo que 
acabamos de decir. La ley !la cOllsidera J":l la ¡¡,'ció" com,) 
un derecho moral cu"nlln son lo" l",rClleros Ins quo la ejer 
citan, por esto es que lIO la otorga ;\ lo~ descelldilmtes pOI' 
tal calidad: no la tienen sino a titulo de der"elw pel!unia­
rio. También por esto la acdún no pasa ú \'.s herc'¡er,.s 
cuando el hijo la ha renunciado cj cuanl!o únicamente es 
probable que haya renunciado. J)" aquí resnlta Ilue.los 
principios que rigen la acción clul lújo 110 se aplica :i la a~­
ción de los herederos. A su respect0, la acción es un dere­
cho pecuniario, que es materia tle comercio y flue puede 
ser objeto de una transacción, de Ulla renuncia. El arto 328 
consagra una consecuencia de ('ste I'l'ineipio cllando dedara 

1 ERta t,:q la opinión g(\!lr.r,d (Dallclí:, t\1l J:¡ 11a!a!)J':1 liMan/dad, 
núm. 3(2). ILly ({lW agregar il. Dllftlanrt'. "CIIl"¡':O ;lIIalítino", t .. J [, p. 
10J, núm. 55, bis YL La 01lU:-;tiÓIl!:ie halb rmillll!ta en t'st·ll RUlltitlo 

·por una ~elltencia ~lB la COl'tu (lo cas:lOióll, (lt~ U ¡lB Enero ,le ]85-1 
(Dalloz, 1854, 1. 185). 

---------rr -
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que la acción de reclamación de estado es imprescriptible 
respecto al hijo, lo que implica lue es prescriptible respec­
jo á los heredero.. Podria decirse que este es un argu­
mento socado del silencio de la ley y que estos argumentos 
tienen escasisimo valor. Pero en este caso el silencio de la 
leyes decisivo. En eredo, por el derecho comun, toda ac­
ción es prescriptible. Se nocesita, pues, un texto para que 
Ulla acción no lo sea. Por el hecho solo de que la acción 
de los herederos no se ueclara imprescriptible, queda baj o 
el dominio del derecho comun. El espíritu de la ley no 
permite duua alguna sohre este punto. Se lee en las Ob­
servaciones riel TrilJlJnado (num. 15): _El derecho que el 
hijo ejerce, de tal manera es sagrado, que la ley lo declara 
impréscriptible.» Sin embargfl, dicha imprescriptibilidad 
sólo en su favor se establece, y el privilegio es puramente 
personal. 

Se pregnnta por qué lapso de tiempo la acción de los he· 
rederos prescribe. Y se contesta que, declarándola la ley 
imprescriptible sin fijar plazo especial, los herederos que­
dan, por esto mismo, bajo el dominio de la prescripción 
general de treinta años. 1<;1 principio es incontestable, pero 
para aplicarlo no hay que perder de vista que la acción no 
corresponde á los herederos sino como derecho pecuniario; 
luego mientras no tengall interés alguno en promover, no 
tienen acción. A decir vlJrdad, su acción es de petición de 
herencia, que se abre al abrirse la sucesión que ellos recla­
man y que se les disputa. Asi, pues, no se abre necesaria­
mente con la muerte de l hijo, porque no es una acción de 
reclamación de estado la que pilos ej8rcitan; reclaman la 
herencia n la cual tienm derecho como herederos del hijo, 
y si se combate su ucrecho, hacen val el' el estado del hijo 
al que han beredado. Siguese de aquí que habrá tantas 
prescripciones como sucesiones á los que son llamados, no 

P. de D. :rOl ~o I1I.-88 
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pudiendo comenzarse á contar la prescripción de la peti· 
ción de herencia sino desde el dia en ¡[ue queda abierta la 
sucesión. Hay que agregar que [a prescripción se suspen­
derá é interrumpirá por· las causas g'merales que norman la 
suspensión y la interrupción de la prescl"ipciÓn. 

470. ¿Los acreedores pueden intenbr la acción de reda· 
mación de estano á nombre de su dcullor? S~gún los tél·­
minos del arto 1166, los acreedores p!l~d9n oje,·citar los 
derechos y acciones de su deudor, con excepción de los que 
SOn exclusivamente inherentes á la persona. nLis adelante, 
en el tItulo di! las Obligaciones, vOI·cmos 'lile por derec!.os 
exclUsivamente inhe~entes á la p~rsona deben entender· 
se los derechos que son tí la vez m'lrales y peCLlniarios, pe· 
ro en los cuales el elemento m'lI·al supera al pewniariro. 
Aplicando este principio á !a aeciótl de redamación de es­
tado, uebe rcsulverse, sin vuci!ar, que cuand,) p~rtelleco á 
los herederos, sus acreedores pueden ejercitarla; en efecto, 
no es tanto la acción de reclamación do estado cuanto la de 
petición d" herencia, la que los he!"oderos ejercitan; ellos 
no tienen la acción sinu en vi!"tLld de un interés pecuniario; 
esto decide la cuestión. 

Respecto al hijo, la acción de !"eclamación de estado es 
esencialmente moral; precis~ es, pues, decidir en principio, 
que los a~reedores no pueden int.entarla en nombra de 
aquéL ¿Quiere estil decir que jamás puelluu prevalerse del 
estado de su deudor? Asi se ha pretendido (1), pero esto es 
demasiado absurdo; el estado 110 es un derecho exclusiva­
mente moral, le son inherentes cie!"tos derechos pecunia­
rios, de los que el hijo puede disponer y que puelle renun . 
ciar, si ti ello renunciase con fraude de los ~erechos de 

i Durantoll, t.. :~", p. lr,s, lIltlll. l(jO. UCiltr,IW;a, de AlIliell~, de 10 
rtu Abril de 183.9 (Dallo/', üH l,t. pahthl'iL uK'4t\~lo (l~ la.~ per:.;nn;\~," 
núm. 8). 



DE J .. A }'ILIAC:WN U9U 

sus acreedores, ciertamente que éstos tendrian derecho de 
atacar la renuncia como fraudul~nta (1). Esto prueba ya 
que los acreedores tienen acción, en materia de estado, en 
virtud de los intereses pecuniarios que se mezclan. Si en 
el debate sobre una tran~accióll que ellos atacan como frau­
dulenta, se les opusiese 'lue el hijo no tiene estado ¿no po 
drian ellos reclanur el estado á que su deudor tiene dere­
cho? No conocemos principio alguno que a ello se oponga. 
El derecho que ellos ejercitan es pecuniario, y si invocan el 
estado de su dewlo¡', IIO es corno derecho moral, sino 
únicamenttl como m(~dio de defensa, y este derecho cons­
tituye tamhiéa el objeto de una convención pecuniaria, y 
la convención no es válida sino con aquel titulo. Todo el 
debate es, pues, pelOuniario, y el elemento moral no es más 
que el accesorio. ¿No es esto decisivo? 

Supongamos ahora que los acreedores intenten, en nom­
bre de su deudor, una· acción de petición de herencia. l~l 
demandado combate el estadú del hijo, en cuyo nombre 
los acrpedores reclaman la sucesión. ¿Pueden en este caso 
reclamar el estado del hijo en apoyo de su acción? Existe 
la misma razi\n para resolve¡' en su favor, como en el caso 
precedente. El debate es pecuniario, y el estado figura en él 
como medio y no como fin. Los acreedores se hallan en la 
misma posición ijuc los herederos del hijo; si éstos pueden, 
en apoyo de una petición de herenqia, reclaman el estado 
del bija ¿por qué los acreedores no habían de poder? Se 
dirá que los herederos obran después de la muerte del hi· 
jo, mientras quo los acreedores obran en vida de éste; y 
que si el hijo no promueve, manifiesta con ~u silencio que no 
tiene derecho, ó que renuncia it él, Y quo, por lo mismo, 

1 Unn sUlltelleia do bt. e,:l'te lle c;lsaciólI, do tJ do Julio de 183u, 
reconoce á los acrcudol'c.s u: derecho lIo illtertonir en la iustrcncia 
sohre una cuestión tle estatlo, e1l caso de fraude (Dalloz, en la pala. 
bra intervención, núm. 45). 
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sus acreedor<ls no pueden promover. Sin dnda que el hijo 
puede renunciar á los derechos pecuniarios que son inhe­
rentes al estado, y si rennncia ú ellos, sus acreedores no 
tienen más acción que la pauliana; pero no basta con el si­
lencio del hijo para qne se repute que renuncie; la lo'y es· 
tablece presunciones de renunúia rrspeeto a los herederos 
del hijo, y no las establece regpocto :\ los acreedores. 

La opinión que acabamos de asentar fué sostenilla, en 
el antiguo (:erecho, por D Aguesseau; la profesan la mayor 
parle de los autores bajo el imperio del código Napoleón (1). 
Hay, sin embargo, ciertas vacilaciones en la doctrina, que 
provienen de la redacción un poco vaga del art. 1166, y 
de la interpretación todavía más vaga que se le da. Para 
demostrar cuán necesario es establecer principios ciertos en 
esta materia, como en toda la ciencia del derecho, citare· 
mas lo que dice Demolombe: Siendo la ley vaga, este es, 
timable jurisconsulto no haya otra cosa ¡uejor que hacer 
que imitar á la ley; dice, pues, que la cuestión de saber si 
un derecho es inherente á la persona del deudor, es nna 
cuestión de apreciación que los magistrados resolver/in so· 
gún el caraeter particular del derecho de que se trata, ¿cuál 
es este caracter? Esta cs precisamente la tliflcultad. Demo­
lomba agrega, 'que los m"gistrados examinarán si el ejerci. 
cio del derecho para los acreedores presenla más ó meno} 
ventajas ú inconvenientes, lastima más ó menos las conYe· 
nienciag, las costumbres, el interés privado y el público (2). 
Con principios formulados de tal manpra, los jueces san 
árbitros para hacer lo que quieran ¡,para. quéentonces (lS· 

cribir sobre el derecho? 

1 Do Agucssean, Alegato V[ (Ol.InU~l t.. 2,\ p. 120). JJalloz, en J,l 
palabra paternidad. núm, 350. 

2 Demolombo, "CltrSO de Código .Napolconl', t. V, p. 265, nO 328. 
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Núm. 2.-Competencia. 

[171. El art. 326 dice que «los trihunales ci viles son 
únicos competentes para resolyer sobre las reclamaciones 
de estado.» l';ste artículo deroga el uerecllO común. Es do 
principio que ~l juez competente para resolver sobre la 
demanda prinripal lo es para resolver sobre las cuestiones 
in(~identalcs á flue da lugar la d'lmanda. Este principio re· 
('ibe eX"cpción cuando so trata de una cuestión de estado. 
L)s trilmnales do comercio, los jueces de paz, los tribuna­
les criminales no pueden conocer ni aun incidentalmente (1). 
Así era ya en el antiguo derecho respecto á las jurisdiccio­
nes excepcionales, tales como los tribunales de comercio. 
La graveJad de las cucstiones de estado, que interesan no 
sólo á los individuos, sino á las familias y á la soci~dad 
entera, explica esa derogación. Pero el código va más 10-
jos. Según los términos del art. 327, la acción criminal 
contra un delito de supresión de estado no puede comenzar 
sino después del fallo definitivo sobre la cuestión de esta· 
do. Aquí hay mtis que una deroga.ción al derecho común, 
hay innovación, y tal corno se la interpreta, la innovación 
está léjns de ser feliz. 

El hi.io puede verse privado de su estado por un delito 
que se llama crimen de supresión de estado. Todo delito 
da lugar ti dos acciones, la acción civil y la acción pública. 
l)ertenecienclo la acción civil :i la parte vulnerada, puede 
llevarse ante el tribunal civil, ó ante el tribnnal criminal 
que conoce de la aeción pública. Este principio se aplica 
hasta en materia de estado: cuando los cónyuges han si-

1 Morlío, Repertorio, en la palabra "Cnestiones \le estado, pro. I, 
núm •. 2, 3 Y 4. 
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do privados, por un uelito, de la prueba de la celebración 
de su matrimenio, pueden proceder como acabamos de de­
cirlo. Por el contrario, las reclamaciones de eslado no 
pueden llevarse sino ante los tribunales civiles. Esto es una 
derogación del derecho común y una innovación. Los ora­
dores de! gobierno y del Tribunado nos dan la razón de és­
to. l!;n el derecho antiguo, asl como en el código de Na· 
poleón, la prueba testimonial no era admitida, en materia 
de filiación, sino cuando habla un principio de prueba por 
escrito; mientras que ante los tribunales criminales. la 
prueba testimonial se admite sin condición nineuna. De 
ahi los. abusos. El que no ten ía principios de prueba 
por escrito, no podia reclamar su estado ante los tribuna­
les civiles. ¿Qué hacia entonces? Presentaba querella de 
supresión de estado ante los tribunales criminales. Esto 
era eludir una prescripción de stinada á proteger á las fa­
milias contra el riesgo de los falsos testimonios. A menu­
do el crímen denunciado era imaginario, y no era más que 
el m':ldio fraudulento de probar el estado, sin principio de 
prueba por escrito. Para poner coto á samejante alJUso, los 
autores 'del código civil Ilecidieron que las acciones de re­
clamación de estado no podrían llevar se ante los tribunales 
criminales y que debian juzgarse por los civiles (i). 

Contra esta te orla del código civil se ha hecho Ulla obje­
ción muy justa, y es que descansa en un herror (2). Nó es 
cierto que en los tribunales criminales se admita la prueba 
testimonial sin ninguna conrlición, cuando 56 trata de pro 
bar un hecho jurídico, que, según el derecho común, no 
pu~de establecllrse sino por medio de una prueba escrita, 
tal e~, por ejemplo, la violación de un depósito. Antes de 

1 Duvayri.r, Discursoe, núm. 27. BigoLPréatnaneu. Exposición 
de motivos nÍlm. 32 (Locré, t. 3?, 1'8. 132 Y 90). 

2 Val6t~ 60bra ProUllhol1, "Del estado de Ins personas," t. n, 
p.9', nota. 
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probar la violación del depósito, hay que probal' que ha 
habido depósito; y esta pl'U~ba no puede rendirse con tes­
tigos, si el valor de la cosa depositada pasa de quien tos fran 
cos, ni ante los tribun,tles criminales, ni ante los civiles, 
El legislarlor habla podido y debido admitir el mismo prin, 
cipio para las cuestiones de estado; con ésto habría evitado 
un abuso de otro género qlle resulta de la innovación que 
ha consagrado, CGmo lo VAremos más adelan le, 

472, Resulta del sistema adoptarlo por el código N~po­
león una primera consecuencia que es evidente, y es que 
en las cuestiones de filiación, lo civil obliga á lo criminal 
en materia de estado, S:ibese qlle en general lo criminal 
obliga ti lo civil en cuestión de eslado, Según el derecho 
común, el que es vulnerado por un delito puede presentar 
su acción allte el tl'i!Junal civil; por su parte, el ministerio 
púiJlico pr~senta la suya ante el lribunal criminal. En este 
caso, el tr!lJUnal civil no puede deci,lir sobre la cuestión ci­
vil sino dElilpués que el l¡'ibunal criminal ha resuelto sobre 
la acció" pública; entre tanto, debe sobreseel'. Esto es lo 
que se expresa por el adagio de que lo criminal o¡'¡iga á lo 
civil en ,slado. Cuando se trata de filiación, al contrario el 
tribunal criminal es el que debía sobreseer hasta que el ci­
vil haya decidido la cuestión llevada á su examen, Esto es 
una consecuencia lógica de la competencia exclusiva que el 
código de Napoleón atribuye á los tribunales civiles en las 
cuestiones de filiación, Cuando se trata de un delito ordi­
nario, lá desición del tribunal criminal prejuzga lo del ci­
vil, porque el interés de la sociedad, comprometido en la 
persecución del delito, domina al interés privado compro­
metido en el Iiligio civil. En materia de filiación, hay tam­
bién un interés general en causa, que en la instancia eivil 
es el reposo de las familias, Este inlerés es tan grande, 
que supera al social. Por esta razón es por lo que lo civil 
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obliga á lo criminal en cuestiones de estado. Sin duda que 
la sociedad se halla 'interesada en que se castigue un crfmen 
tan grave como el de la supreslón de estado, pero todavfa 
está más interesada en que lns f.lsos testimonios no lleven 
el disturbio al seno de las familias. E,te interés es más pr.­
deroso y es también más general; perqne 1]0 ¡{'liJemos olvi­
dar que hay menos padres desnaturalizados capaces de su­
primir el estndo de sus hijos, que aventur~ros que intenten 
burlar á la justicia y alterar el estarlo de las familias, si se 
les permitiese fundar su usurpación en el crédito peligroso 
de los testimonios. 

E! código civil sigue otros principios en materia de ma­
trimonio, y á primera vishl pacida creerse que hay contra­
dicción entre las diversas disf'o:<kiones de la ley. Esta per­
mite que la celebración del matrimonio se pruebe por me· 
dio de un procedimiento criminal, y admite como prueba 
los simples testimonios (1 l. Proudhon ha explicado muy 
bien los motivos de esta diferencia. Recordemos l)esde lue­
go, que 108 cónyuges no pueden, en principio, probar su 
matrimonio sino por el ,leta de celebración inscrita en los 
registros del estado civil; el que destruyese este tftulo su· 
primiria el estado de aquellos; era, pues, precisil autorizar­
los á que estableciesen que fuoNn privados de su tftulo por 
medio de un crimen. Eesto equivale á decir que los cón­
yUgAS, en cuanto á la pmeoa, ¡J"oen porlllallel'er dentro 
del derecho común. No pasa lo mismo con la filiación; á 

falta de acta de nacimiento, el hijo no pueJo invdcar la po· 
sesión; aSI, pues, no se suprime enteramellle su estado al 
suprimir su titulo. Para que haya supresi(¡n JI) estaJo, hay 
que suponer que el iJijo no tenga ni Utulo, ni posesión. 
Pero en este caso todas las probabilidades están en su con­
tra, y además, la prueba que puede rendir es la más difí· 

1 Véase esto tomo. U(UD. 16. 
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eil de todas las pruebas: la preüez se [lisimula, el parto se 
hace 8n secreto, yla identidad sin poscsión es casi quimé­
rica. El legislador tenia, pues, las mis gr.wes razones para 
hacer ú un lado los testimonios, y en consecuencia los pro· 
cedimientos criminales, una vcz admitida la preocupación de 
que la prueha testimonial so admite sin limites cuando se 
trata de probar un nclito. Mientras fluO el matrimonio se 
haya rodeado de la maj'or publicidad, se a nuncia de ante­
mano y todos sabcn cuándo ha de tener verificativo. Se cc· 
lebra públicamente en las casas cO:Jsistóriales, en presencia 
de testigos. El fraude es casi imposible; si se hallasen fal­
sos testigos, serían desmentidos por los verdaderos ('l). 

473. Una segunda consecuencia se deriva del sistema 
cO'lsagrado por el código Napoleón, y es que la acción del 
ministerio público depende de la acción civil. Según el de­
recho común, el ministerio público promueve sin que tenga 
que preocuparse por la acción civil. El promueve por el inte· 
tés de la sociedad, y debe, pues, estar enteramente libre. En 
materia de filiación, por el contrario, se admite que el mi­
nisterio público no puede promover en tanto que la parte 
lesionada no ha hecho que el trihunal civil juzgue la cues­
tión de estado. Esta doctrina est~ consagrada por una ju­
rispru,lencia constante, ú la que la doctrina se ha afiliado. 
Puede parecer inútil comhatirla j' ninguna pretensión tene­
mos de hawrIa cambiar. Pero nuestro objeto es establecer 
los verdaderos principios en pró y en contra de nosotros, 
sin inquietarnos por la práctica. Aquí, por otra parle, te· 
nemas en nuestro favor una autoridad que equilibra la. de 
la jurisprudencia. Merlín ha sostenido, que la acción del 
ministerio público estaba, ú la verdad, encadenada, cuando 
el tribunal civil conoce de la cuestión de estado, pero que 

1 ProlHlhon, "Tratado sobro el estado de las persouu,s" t. ~~, ps. 9"i' 
y signientes. 

P. de D. TOMO IlI.-81J 
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queda libre para promover r,l1~nrto no hay acción instaura­
da en los tribunales civiles (1). 

A primera vista, la cuestión parece resuelta por el texto 
del código: «La acci¡Jn criminal, dice el ,1rt. 327, no puede 
comen7.ar sino después del juicio definitivo sobre la cue"· 
tión de estado.» Esta disposición es gemwal y absoluta, 
dice la corte do casación; que so onticnd, por aección cri 
mini/lla acción pública derivada (lel delito, ó la acción ci 
vil, una y otra no pueden llevarse ante los tribunales (h 
represión sino (Iespués de prollullcil!O el fallo p~r el tribu 
nal civil. Hay que decir mús: el art. :327 se aplica de una 
manera i1fincip:11 y cspecial al ministerio público, porqlIO 
sólo él tiene derecho pal'a ejercitar' la acción plÍblica (2). 
Merlín habia contestado anticipadamente á esta objeción, y 
á nuestro .iui~io, la rospucsta es perentoria. ¿Qllé objeto 
tiene el art. 3271 Decidi,', po,' JCl"Ogaciótl del derecho co­
mún, qne lo civil obliga á lo criminal en cuestiones de e,,­
tado. Pero para que la acción civil detenga ó stlspenria. la 
acción criminal, se necesita que haya nna acción civil; In 
criminal no ptlede quedar esta"i'·'llario por la nada. Tal es 
también el sentido natural del texto. El ministerio público, 
dice la ley, no puede empezar su ¡¡"aión sino clesp¡¿¡is del 
fallo sobre la cuestión de estado. Es Illle~, preciso que 
haya una cnestión de estado y fIllo el tribunal civil cono7.· 
ca de ella si no se trata Je jw:garlc¿. Si no hay eQt.ablado 
proceso no ha y cucstión de estado, luego no estamos ya 
dentro del texto; por lo tanto no hay lugar á detener la ac­
ción pública. 

Si hubiese alguna duda sobre el sentido del texto, los 

1 Véas(' la requisitoria. de l\terlil1, cn su~ "Onrf:\t:olles lll' dere_ 
cho", en 1.\ palaltrn cuestión de estado. pro. 1, t. XlI, ps. 250 y aL 
gnicutm'. 

2 Sentencia, <10 casación Ilel 10 maEsillor, afio XVi (Dallaz, on la 
palabra paternidad, núm. 3G~, 3~). 

- - ---- --------rr -~ 
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trabajos preparatorios la desvanecerían Oigot Préameneu 
dice que p,l objelo de! art. 327 es preTen\~ las lJ'wl'ellas 
¡raudulentas que se llevab~n anto los tribunales crimma 
les, para h'cer que se resol viescrl las cllC&tioncs llar me 
Jios de simples testimonios; y agrega que sería de temerse 
que la acción cI'iminal no [e intentase de buena fe, que 
no tuviese como fin eludir la regla del derecho civil, el 
cual, en materia Je cuestiones Je eslado, aparta como muy 
peligrosa la sirr,plc prueba flor testigos (1), Es de toJa evi· 
dencia que el orador del gobierno no quiere hablar más 
r¡ue Je la ac~ión ciyil r¡ue el reclamante querría Ileyar ante 
el triblJnal ('¡,iminal; porque Jel Ivinislerio público no pue· 
de ciertamenle decirse que presente una querella, y me· 
nos ruede deeil'5o qlle ésta es (l'aUd1¿[enta, ni que obre de 
mala le para eludir la ley civil. Todas eslas expresiones 
no reciLen aplicaciún sino :'1 la acción civil: prueba de que 
el legislador no peDsó en la acción que el ministerio públi. 
ca pudiese inlcntar, cuanq,o no hubicfc proceso civil sobre 
nrla cu~stiÓ[l [le estado, 

Duveyrier os igualmEnte explicito en su excelente Jiscur· 
so, No dice una sola palabra de la acción del ministerio 
público; seilala el nImso ú que había dado lugar el derecho 
común que en otl'O tiempo fO seguía, Presentábase que 
cIJa, ante los trilmnalcs criminales, cuando ante los civiles, 
no habría si Jo uno admitido á la njquisición; mientras que, 
en lo criminal, todo se rcsolvíá por testimonios. Supuesto que 
el objeto de la r<lclamación es lJll1'amenle civil, preciso es 
que el tribunal civil la decida conforme á los principios del 
derecho civil. IIé aquí por qué llJs autores del código han 
establecido para este c~so ww. disposición contl'aria al 
derecho común, es decir, al principio de que la parte ci· 
vil puede promlJver ante el tribunal criminal (2). Tal es la 

L Exposición tln lIIotiYos, llÚlll. 22 (Locré, t. lB, p. !lO) . 
.2 Dnn~yrior) Di::10ursos, núm, 27, Jjocré, t. 3~, p. l:j~. 
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interpretación oficial de la ley, por la cual se ve que ésta 
no prevee el caso en que el ministerio público promueva 
sin que exista una acción civil. 

Se pretende, no obstante, que los trabajos preparatorios 
decidierc.n la cuestión contra la opinión de Merlín. El pro­
yecto del código civil, estaLlerla que el hijo vlctima de una 
supresión de estado,!Jo podla reclamar sino por la vla. ci­
vil, aun contra los autores del crimen, salyo que el minis­
terio público intentase de oficio lo criminal, cuandu huLie 
re lugar. Asl, pues, el proyecto admiLia que la acción pú 
blica se intentase independientemente de la acción civil, 
pero exigia un principio de prueba por escrito; el exámen 
de esta prueba lormaba una cuestión prejudicial acerca de 
la cual debla resolverse previamente_ El proyecto agrega­
ha que el fallo, sea prejudicial, sea sobre el fondo de la 
cuestión, no podla pronunciarse sino en presencia de las 
partes que tuviesen derechos adquiridos en el momento de 
la acusación. La acció:! pública. normada y restringida de 
tal manera, suspeudía toda diligencia iniciada en lo civil. 
Este sistema no ha sido admitido; luego, se dice, no pue­
de ponerse en duda que el tribunal haJa rechazado la opi­
nión de Merlln. Creemos que la conclusión no es lógica. 
El proyecto mantenla el antiguo principio de que lo crimi­
nal obliga á lo civil en estado, agregando garantías que ha­
clan imposible todo abuso; mientras que el c6digo civil 
asienta el principio de que lo civil obliga á lo criminal. Pe­
ro de esto á rehusar al ministerio público el derecho de pro­
Illover cuando no existe ningún proceso civil, hay mucha 
distancia. Habrla que probar que el nuevo principio es in­
compatible con el ejercicio de la acción criminal, aun cuan­
{lo el hi.io ó sus herederos no suscitasen ninguna cnestión 
de estado; habrla que probar que tal fué la intención de los 
autores del código. 

11 
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Ahora bien, acabamos de escuchar á los oradores del 
gobiArno y del Tr'ibunado; ellos nn prevéen más que el caso 
en que la parte civil quisiera defraudar las preseripciones 
que rigen la prueba. Ni aun siquiera prevéen la cuesti6n 
que estamos agitamlo. ni tampoeo la prcvée el texto. La 
cueslión se susoil6 en el consejo do Estado. Jolivet critic6 
la disposición demasiado 1hsoluta, á su morlo de ver, del 
proyActo. Do aquí podria concluirse, dice d, (lue la accitn 
de la jllRticia criminal está paralizarla cuanrlo ha habido su­
presión do estado, y que no obstante, no hay litigio sobre 
h cuestión d6 estarlo. Tréilhard contestó: Este caso no es 
el del articulo, qac supone una cuestión de cslado (1). 
La ley, puo', no comprende sino el caso en que entre las 
partes civiles se discute una cuestión de estado; y no el c'aso 
en 'lue las pa rtr)s civiles se callan; así es que no puede, 
cuando las partrs civiles guardan silencio, atar las manos 
al ministerio público. 

No invocaremos nosotros contra la doctrina consagrada 
por la jurisprudencia la impuniriad que á los culpables ase· 
gura. La corte de casaciún contesta. y con razón, que tales 
consideraciones son de la competencia rlellegisl:J.dor, y que 
no ataÍle " los tribunales apreciar la sabiduria de las leyes, 
siuo que 'll ,leber es respetarlas y hacer qne se ejecuten 
sus disposir,iones (2). 

474. ¿Pnede el hijo proceder por la via de falso inciden­
te antes del fallo de la cuestión de estado? Se ha [aliado 
por la corte de cas.lción que el hijo no podía promover la 
aceión de falsedad contra su acta de nacimiento (:3). 

1 SesiólI t1el C')IlSPju tll\ j~sta{l¡), de ::m f¡ ueti<lor, ai10 X, níllu. 15, 
(Locré, t. In, ]l. 78). 

~ Véase la. jtuisl)rlHlench mI DalInz, y lo::; antores qno é.'itn cita. 
(en la. palaura pn.fcmul1uf. lIú:m'l, 368. 361)). 

;¡ Sentellcia <le ~8 <11\ Mayo .JI) 1800, (nanoz. en la palabra patC/'. 
nidad, nítID. 365, 511

) , 
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Danielo, que ejercía las funciones del ministerio público, 
ha dejado perfectamente establecida esta opinión i 1). ¿Cuál 
es el objeto del arto 327? El legislador ha querido impedir 
que la prueba de la filiación no se haga, ni aun indirecta­
mente, por medio de testigos, sin que haya un principio 
de prueba por escrito. Ahora bien, si al hijo se le permi­
tiese alegar de falsa su acta de nacimiento, en una acción 
civil, aquella disposición quedarla eludida. En efecto, la 
prueba de lo falso se rinde civilmente tanto por titulos 
como por testigos (código de procedimientos, art. 232). 
¿Y cuál seria el objeto de esta prueba? Es cierto que el 
objeto aparente de la acción de falso incidente es única­
mente establecer la falsedad de los nombres con los cuales 
elliijo quedó inscrito en el acta de nacimiento; pero puede 
tener por verdadero objeto probar la filiación. En efecto, 
la parte civil casi nunca tiene interés en inscribirse en falso 
contra su acta de nacimiento, con la única mira de hacer 
qua se pronuncie la falsedad material de la acta. ¿Porque 
qué resultarla de ello? Que el reclamante ha nacido de pa­
dres desconocidos. ¿Y qué interés puede tener el de probar 
que los padres indicados en su acta de nacimiento son sé­
res imaginarios? Tendrá, pues, otro interés oculto, en pro­
bar indirectamente su verdadera filiación por testigos y sin 
principio de prueba por escrito, y es precisamente en vir­
tud de este interés por lo que debe rehusarse1e la inscrip­
ción en falso. 

[175. ¿Puede el hijo demandar daflos y perjuicios por 
Sil presión de estado, si el estado no se ha comprobado pre· 
viamente según las reglas establecidas por el código civil? 
Se ha fallado que la acción de daüos y perjuicios no es de 

1 [,n, requisitoria do D:mielo 80 llalla en l\rorJín, cllcsfirme,'! de (re­
I"Ce/lO, ()I\ la palabra cuesUan de mado, pfo. Uf, t. XIT, p.2;;7. 

TI 
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recibirse (1). Esta acción no es otra cosa qne la acción ci-. 
vil snrgiendo de un delito, luego es una acción criminal en 
el sentido del al-t. a27. Ahora bien, la acción criminal no 
puede plincipiar sino después del fallo definitivo sobre la 
cuestión de estado. El hijo dirá en vano que él no reclama 
su estado, no por esto la cuestión que sucita deja de ser 
una cuestión de estado, y los debates podrlan conducir in­
directamente á la prueba de la filiación por medio de testi· 
gas. En efecto, según los términos del art. 1:i~8, la prue· 
La testimonial es admisible, sin ningún principio de prueba 
por escrito, cuando se tratl de obliga{~iones que, nacen de 
un delito. El hijo polll'ia, pues, pruJucir testimonios que 
estableciesen que rué inscrito con falsos nombres, y que, en 
consecuencia, probasen su verdadera filiación. Por lo mis· 
mo hay lugar ú aténcrse á la prohibición pronunciada por el 
arto 327. 

476. El art. :327 siendo una derogación del derecho ca· 
mún, es importante determinar de una manl3ra precisa los 
casos ú Ins cuales se apli¡;a. El texto parece haLlar de un 
caso ¡"¡ni('o, el.delito de supresión de ostado. Pero no hay 
ddito especial de snp¡'e8ión de estado; hay delitos de diver 
sa natur,Lleza que tienden á privar á un hijo de su estado. 
Tales son: la f,dsetlad cometida en la redacción del acta de 
nacimiento, las falsa, declaraciones depuestas por los com­
parecientes, la sustracción, destrucción ó robo de registros. 
En todos estos casos, podría llegarse, por la vía criminal, 
á probar la filiación del hijo por medio de testigos, sin 
principios rle prueba por escrito. POI' lo mismo, estamos 
dentro del texto como dentro del espiritu del art. a27. Va· 
mus ú recoger las decisiones judiciales pasadas en esta ma· 
teria tan difícil como importante. 

I Senl",,,:;a {lo París ¡ju 20 <lo Fobrero {~e 1810 (DaJloz, Cilla plL 
lahra pater¡¡i,flt.!, núm. ;):]0. 
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Un magistrado es acusado de haber, por medio de proce­
dimientos químicos, hecho desaparecer, de los registros del 
estado civil, tres actas que en ellos hal,lan sido legalmen­
te inscritas, y de haberlas sustituida por una acta falsa de 
matrimonio entre él y una mujer que jamás existió, una ac­
ta falsa de nacimiento de su hijo, que en realidad había na­
cido Be un comercio adulterino que él <oant~nla con una 
mujer casada, y, por último, una acta falsa comprobante 
del fallecimiento de su pretendida mujer. Aqui tenemos un 
crimen de falscda,l en documentos auténticos (código pe­
nal de 1810, art. 147). ¿Hay lugar en este caso á la apli­
cación del art.. 327'1 Fallado afirmativamente por la corte 
de casación (1). Medin habia tratado de establerer una di­
ferencia entre el acta de nacimiento y las de matrimonio y 
defunción. Cierto es r¡ue si sólo se huuiese tratado de ac­
tas de m~trimonio, al ert. :327 hauía sido inaplicaule; pero 
en el caso, las tres falsificaeiones tenian un solo y mísmo ob­
jeto, el de fabricar una liliació1: en beneficio de un hijo 
adulterino; luego patentemente se trataba Je una cuestión 
de filiación, y, por lo tanto, el art. 327 deula aplicarse, 
es decir que; según la jurisprudencia de la corte de casa­
ción, el ministerio público no podla persegu ir el crimen de 
falsedad, en tanto que en lo civil nI! quedase resuelta la 
cuestión de estado. Ahora bien, en el caso, no haLia pro­
ceso civil, y 1:0 podia l!abedo micnt¡'as viviese el magistra­
do culpable. Estabale, pues, asegurada la impunidad. iMer­
lin tenia, pues, sobrada razón para clamar contra el escán­
dalo. 

Una soltera hace inscribir á un hijo extraüo que se habla 
procurado con noventa francos, como hijo llatural suyo, 
esperaba con esto vencer la oposición del padre del hom-

1 Sentenoia ,le .10 <le i\larzo ,le 1813 (Dallez, en la 1",lahrapaler­
niaad, n(un. 3UO, G~). Merlin, cucstiún de derecho, ~n la. palahra CUes_ 
tion de .stado, pro. JI (t. XII, p. 2(4). 
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bre con el cual vivia en concubinato; éste consentía en ca­
sarse con ell", rerl' el padre negaba su consentimi~nto. }<;! 

ministerio púLlico la I'ersiguió ,lo oficio. La corte de casa­
ción resolvió, que hahía motivo para aplicar el art. :327 (1). 
Esta es la jurisprudencia de la suprema corte cuaudo la 
declaración falas constituye una falsedad de la que resulta 
una supresión de estado (2). 

Resulta de estas senteneias que el delito de suposición de 
parte se hal!a comprendi,lo en los términos generales del 
art. 327. En efecto, no puede atribuirse un estado falso á 

un hijo sin suprilllir su estado vordaderfl. Resulta, además, 
de l~ jurisprudencia, que los hechos conexos con la supre­
sión de estado, no puo'den proseguirse aisladamente por el 
ministerio público, en tallto que la ~uestión de estado no 
halla sido fallada en lo civil; por lo mismo que los hechos 
son conexos, los fIne no se relacionasen directamente con 
la supresión de estado, conducirlan, sin embargo, :i la prne­
ba intlireeta de la filiación p"r medio de testigos, si se ad­
mitiese la sustanciación criminal. Por lo mismo, debe apli­
carse el art. :327 (3)_ 

477. Del principio de que el art. 327 es aplicable cuan­
do el eSlado del hijo debe ser prejuzgado por el resultado 
de las diligencias criminales, se sigue que no hay lugar á 
aplicar esa disposición en los CilSOS en que la acción crimi­
nal no prejuzga el estad" del hijo. Luego cuando no se dis­
cute el e"tado del hijo, no puede tratarse del art. 327, por 
la sencilllsima razón de que no puede nacer cuestión de es­
tado; luego no puede haber juicio sobre la cnestión tic es· 

1 S{,lItellcias 110 ~;j fiorc:l,!, níí.o X, y dol ~ (lo Marzo (lA ISO!) (lJa· 
Hoz, en l:l~ pahlhrnsf(llw, núm. 272, y paternidad, núm. 369, 4." 

2 Selltencias (In 21 de Agostado 1812.Y di1 2 .... de .Julio de 1823 (Da. 
Iloz, eu I~ pnlahra pal,midnd, núm. 309, 6"); de 19 de Julio do 1840 
(Dalloz, 1840, 5, 199, núm. 3). 

3 Sentencia <le Pario, de 10 de Euero <lo 1851, Dalloz, 1851,2, 27. 
p _ de D. TOMO III.-OO 
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tado, como el texto lo supone; tampoco puarle tratarse de 
defraudar la ley civil, supuesto lJue no había rmtivo para 
aplicar la ley civil. 

Asi es que sin necesidad de decirlo, el delito de expJsi· 
ción de infante, no cae bajo la aplicación del art. 327. El 
estado del hijo no es materi .. de la causa cuando se persi· 
gue aquel delito; la acción criminal, queda, pues, extrafla á 

la Clh'stión de estarlo; tiene únicamente por objeto castigar 
al que ha expuesto á un niilo á la muerte abandonáurlolo; 
el castigo del culpable no prejuzgará en nada la ¡iliadón 
de tal nino (1). 

El art. 34ts del código pcnal ,le 1810, castiga con la re· 
clusión á los <fu') son culpables de robo, ocultación ó su· 
presión de infante. Este crimen, por sí mismo, liO tiene 
I'0r objeto suprimir el estado riel hijo; su filiación, una vez 
que se pruebe la supresión, pUBrie ser muy ciert.; por lo 
mismo, 110 hay motivo para aplicar el art. a27. La corte 
ne casación a~1 lo resolvió en varias ocasiones (2). Sin em 
bargo, la supresión de estado (JUerle acompañar al crímen 
de supresión de infante. 

El caso se ha presentado en uno de los procesos que la 
corte de casación tuvo que resolver. Había habido suposi . 
ción del nacimiento de un nifío 'lue la reó no hahla parido; 
habla habido inscripción, por merlin ele falsedad, de UD,¡ 

acta de nacimiento que probaba que la reo hahía parido un 
nino qne no habla nacido de ella. Esto. dos he'lhos impli 
caban evidentemente una cuestión de estado y, en canse 
euencia, el art. 327 era aplicable. Pero Anteriormente á 

tales hechos, hablan robado y ocultado á un niño: este cri· 
men era distinto é independiente de la supresión del estado 
de este nino; habla, pues, motivo para admitir la acción pú-

1 EAto fuó ya reconocido en el cODsejl) do Estado. TfHll1ip¡r, t. ~~. 
núm. 906, p. 124, Dem:'Jlollllw, t. !Y', :;-. 25:;, núm. 2jfi. 

~ Vém.se las 8~ntoncia~ on Dalloz. 

n 
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blica por el crimen de supresión d e infante; en esta instan 
cia, no pOllia tratarse de la filiación, luegó la decisión no 
prejuzgaba el estado del hijo y, en consecueneÍa, no hahla 
lugar á ia aplicación oel art. 327 (1). No basta que la 
cuestión de filiación se liguo incidentalmente con el crimen 
de supresión de infante, en el sentido de que el hijo haya 
sido suprimido para deslruir su filiación; los dos crimenes 
]JO por eso dejan de ser distintos y el juicio que comprueba 
la supresión de infante en nada prejuzga la filiación .Ie ese 
ni110. Luego llO estarnos ni dentro del texto ni d~ntro del 
espiritu de la ley (2). El art. :3l1D del código penal de 1810 
castiga también con la reclusión la suposición de un hijo a 
una mujer que no ha parido. Puede ser que este crimen 
no implique una supresión de estauo. El marido, en com­
plicidad con su mujer, supone á ésta nn hijo sin que ella 
haya parido, con el objeto de hacer que se revoque una 
donación otorgada por su mujer antp,s del matrimonio. El 
rinde, en consecuencia, una falsa declaración de nacimien­
to, y en seguida una falsa declaración de defunción. ¿Po­
dia el ministerio publico perseguir? Ciertamente que si; 
porque no habia nit\o, y no podía tratarse de la supresión 
de estado de un hijo que jamás habia existido (3). 

El marido hace que se inscriba como vivo á un hijo qur. 
realmento nació de su mujer, pero que murió al ser dado 
á luz. ¿Esta falsa declaración está regida por el art. 327? 
Evidentemente que nó, porque la filiación es cierta, y por 
tanto jamás pnede elevarse una cuestión de estado. ~l úni­
co objeto del debate, si se lleva ante el tribunal criminal, 

1 Sentencia du casaciólI, de 1" 110 Octuhro do 1842 (Dnlloz, en 
la palabra paterllidad, p. 280.) 

!J Sentencia ele casación, de ~O /le ~Iat'í':O <10 186~~ (Onlloz, 1861, 
tI, 162.): 

.1 Sentencia de la corte de casación, <le 7 de Abril (lo 1831 (Dalloz, 
en la palabra "actas del est"do civil," nÍlm. 505). 
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es saber si el hijo nació muerto ó vivo. Luego no hay lu­
gar para aplicar el arto 327 (1). 

E! marido, galeote evadido y casado con nombre falso, 
hace inscribir á su hijo con ese mismo nombr~. Persegui­
do por tal capítulo, la corte de Gante lo absuelve de la 
aplicación del art. 327, habiendo tomado el padre falsos 
nombres en el acta de nacimiento. La sentencia fué casa­
da, y con razón. N o podía elevarse cuestión de estado en 
el caso de que se trata, por la excelente razón de que la 
filiación del hijo era cierta; en efecto, la inrlicación del 
nombre de la madre epa exacta, y pOLo lo mismo pi hijo te 
nla por padre al marido de la madre, por m~s que el ma· 
rido figurase con fals03 nombres en el acta de nacimien­
to (2). 

Hemos dicho qne la ltrI mantiene los principios de dere­
cho común para el matrimonio. El ministerio púhlico pue­
de, pues, perseguir lós delitos concernientes al estarlo de 
los cónyuges, sin que haya lugar á oponerle la disposición 
excepcional del art. 327. Esto no ofrece t1uda alguna. ¿Pe­
ro qué debe resolverse si el juido sobre el eotauo de los 
cónyuges es de tal naturaleza que influya sobre el estauo de 
los hijos arrobatándoles la legitirnitlatl? Se falló f¡Ue, en es· 
te caso habla motivo para aplicar el art. 327 (3). Este es 
un error evidente. Por ctwstión de estado, el art. 327 
quiere dar á entender una instancia concerniente á la filia­
ción del hijo, lo que supone que el matrimonio consta. 
Cuando la celebración del matrimonia eo el objeto del de­
bate, ya no se trata de filiación, luego ya no se está dentro 

1 SontCllOia tic') la UJrtu de c:t;:a(;iú,!, (lt' ~ ~,.',' !lLu do 1'-:';:"':1 (Da!!u.:) 
en la palabra paternidad, núm. 371, 3~). 

2 Sentencia dula. corte tle oas<1,ción de Bélgica, tle :!9 do Enero <.le 
1836 ("Jurisprudellci .. del siglo XIX," 1836, t. ILI). 

3 Sentencia lle Gronoble, ,lo 9 ,lu DilJiemoro do 1~33 (Dallo., on 
1 .. palabra paternidad, num. 374 l. 
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de los términos de la lll)', y como elb es enteramente exoro 
hitante del derecho comLÍn, no s~ la puede extcnlcr. 

Núm. 5.-¿r! q¡¿é acciones se aplican los principios 

sobre la reclamación de estado? 

478, L1 acción de reclamación de estado está regida por 
principios particulares; por regla g'JIlP,ral, no corresponde 
mós que al bijo, respecto ú él es imprescript.ible, y no pue­
,j') ser ohjeto de una convención. y no puede entablarse si, 
no ante los t¡'ibunales civiles. Importa, pues, detqrminar 
cuáles son los caracteres que distinguen la acción de recia· 
mación de estaflo. La expresión indica cUHl es Sil ohjeto: el 
estado del hijo, es decir, su filiación. ¿Cuándo hay lugar á 
esta filiación? I<;l articulo contesta implícitamente á nuestra 
pregunta: «Narlie, dice la ley, puede reclam~r un estado 
contrario al que le dan su titulo de nacimiento y la pose· 
sión conforme ti este titulo,» Síguese de aquí que el que 
tiene una acta de nacimiento, pero contraria á su po,esión, 
puede reclamar Pued" ta.mbión hacedo si hay una acta de 
nacimient'l sin posesión; el art. 323 lo dice: el hijo puede 
haber sido ins/Tito con falsos nombres, y tiene derecho á 

reclamar su filiación verdadera. El hijo puede también te· 
ner una posesión sin título, sea que no tenga acta de naci­
miento, sea que ha)'a sido inscrito como nacido de padres 
úsconocidos, Finalmente, el hijo que no tiene ni tItulo) ni 
posesión puede rerhmar su estado, lo que expresa el arlí· 
culo 323. 

rara que haya lugar pam aplicar los principios que rigen 
las cuestiones de estado, no es preciso que el hijo sea la 
parte qne demanda; si él defiende una acción dI) contienda 
de est.do dirigida en contra suya, so vuelve actor oponien-
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do su estado. Por olra parte, el debate por si mismo sus­
cita una cuestión de estado, por 10 que el art. 322 la pone 
en la misma linea que la reclam"ción, decidiendo que na 
die puede disputar el estado de quien tiene una posesión de 
acuerdo ca". su titulo de nacimiento. Asl, pues, hay lugar 
á la contienda sobre el estado en los mismos casos en que 
el hijo puede reelamar su estado, y en todas hipótesis, el 
obj~to del litigio es una cuestiún de e~tado. Por aplicación 
de ~stos principios, In carte de casación ha resuelto que ha­
bla una cuestión de estado y nna verdadera reclamación de 
éste, cuanllo el actor exigla que el hijo abandonase el nom­
bre que llevaba, oponiéndole su acta de nacimiento; el hijo 
nada reclamaba, rli~frutaba del estado que se le npgaba; 
pero como su titulo era contrario á su posesión habia lugar 
á debatir su estado; por ~o mismo, al defender, él reclama· 
ba realmente un estado contrario :i su titulo, lo que cons­
titula una redamación de estado (1). 

479. Cuando no huy reclamación de estado, los princi­
pios que la rigen naturalmente son inaplio~bles. Un hijo 
muere en posesión de su estado de hijo l·gitimo. Después 
de su muerte se entabla un debate entre el legatario uni· 
versal del padre y los deseend ientes del hijo acerca de la 
legitimidad de éste. Ellegntario opone á los heredpros, que 
habiendr. muerto el hijo después de la edad de veintiseis 
aflos sin haber reclamallo, ellos estaban en su derecho. Se 
ha juzgado que el art. 329 no era aplicaule (2). En erécto, 
no habla lugar para que el hijo reclamase un estado qU8 

posela, porque no se reclama 10 que uno posee. Podía, es 
ciert'l, suscitarse un debate acerca del estado de tal nil\o, si 

1 Sentencia ,lo 10 .,.,.i'!or, año XII (Dallo", en IR p"labra patero 
~itlad, núm. 365, 4':'). MUflin, "Cn(,:8tionc~ de derecho," en la palabra 
"Oncr-;tión elo estallo," pfo. 1, t. XII, p. 251. 

2 Sentencia lIe Pan, 110 9 <lo )\fnyo do 1729 (D""oz, '''' la 1',,1,,_ 
bra palernidad. nÚIIl 252). 
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su posesión hubiese sido contraria á su acta de nacimiento. 
pero no tenIa titulo; el hijo pndla, pues, invocar el art. 320 
y sostener que -u filiación legítima que1laba establecida por 
la posesión de estadu. En vano el legatario oponla á los 
descendientes del hijo, que éste había muerto sin reclamar; 
la respuesta de los demanrlados era perentoria: no hahía 
lugar á reclamar, luego su.defens~ tampoco era una recla­
mación de estado. 

480. El híjn tiene un titulo, pero irregular. Puede pe· 
dir su rectificacióll; esto no es reclamar un est!,lo; porque 
aquí todavia el hijo no puede reclat\1~r lo que ya posee. El 
utulo solo, como la poseción sola, esb!Jlece la filiación le­
gitima; y cuando la filiación que,la establedlla, no hay lu· 
gar á reclamarla. En vano se opondría '1118 el acta irregular 
no es un titulo, porque esto no es cierto en el sistema del 
código civil; las irregularidades no anulan el acta, ~ino que 
únicamellte motivan una rectifi,~ación, y ésta, léjos de re­
mover el litulo, lo cllnsolida. Esta os la opinión de tudos 
los auLorps, y el mismo priIlcipio no puede originar duda 
alguna. EIJ cuant,) á la aplicaeión del principio, hay que 
distinguie si las irregularidades son concernientes á la in­
dicación de la madre, ó á la del padre. 

Si hay errores materiales en el nombre de la madre, 
sin que sea incierta la maternidad, únicamente hay lugar á 

rectificar dichas irregularidades. La acción no será una re 
clamación de estado, porque el hijo lo tiene desde el mo· 
mento en que el acta de nacimiento dá á conocer á su ma· 
dre. Pero si los errores fuesen tales que la maternidad fue­
re incierta, entonces el hijo no tiene lIlulo, y si se trata de 
rectificación, la acción tiene realmente por objetu Sil filia­
ción materna; luego es una reclación de estado (1). 

1 Zacharire, edición ,le Aubry:r Rau, t. Uf, pro. ú!5, bis, ps. 618 y 
Rigllientu&:, y notas 7 y 10. 
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Si la filiación paterna está mal indicada, cuales~uiera ~ue 
sean las irrpgularidades, ellas no alteran el titulo; ya hemos 
d~do la razón (núm. 398). El acla de nncimienlo no tie­
ne por objeto indicar la filiación paterna, y asi es que 
sus errores á este respecto son indiferentes. Es snficjente 
con que la maternidad sea cierta para que la paternidad 
también lo sea, supuesto que se trata de la filiación de hi­
jos legitimas; el padre pueda úflicarnente desconocer al hi· 
jo, pero la acción de desconocimiento est~ regida por prin­
cipios especiales, y no hay que confundirla con las acciones 
que tienen por objeto reclamar ú debatir el estado. 

La corte de Paris y la de casación, resolvieron esta úl­
tima cuestión en sentido diverso en el siguiente caso (1). 
Un hijo está inscrito en los registros del estado civil, como 
nacido de padre y madre casados; en realida.l, la mad"e 
tenia otro marido que no era el padre dasigna.lo. Los he· 
rederos del hijo promueven la redifieadón del ncla de na­
cimiento. Se les opone el urt. 329; por cu yos términos los 
heredero~ no pueden intentar la reda mación de estado, 
cuado el hijo ha fallecido, después de la edad de veintiseis 
aflos, sin haber reclamado. ¿E"a ésla una acción de recla­
mación de estado. Nó, según los principios que hellfos de­
jado establecidos? La maternidad era cierta, por lo que la 
acta de nacimiento probaba desde luego la filiación legíti­
tima, y hasta la paterna, con la excepción de que el padre 
desconociera al hijo. No habia desconocimiento, luego el 
hijo tenia un titulo casi incontestable, y, en consecuencia, 
nada tenia que reclamar. Supuesto que nada habia que re­
clamar. no habla lugar ó reclamación de eslado. Esta es la 
decisión de la corte de París. 

La corte de casación ha resuelto que la redificación de· 

1 Sentclluias de Pllrí~, tIo 10 lh~ Diciemuro lln 1852, y de la corto 
,le 08880160 tlo 9 de EOl'ro do 1854 (Dallaz, 1854, 1 Sil). 
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mandada no tenia IllÚS objeto y más resultado posibles que 
atribuir nI hijo difunto un estado diferente del que le ha­
bían dado ,Iurante toda su vida su acta de naci:niento y la 
posesión; que, en consecuencia, la acción, con el nombre 
de rectifi"ación, seria una verdadera reclamación de estado. 
La sentencia do. la corte supone que el acla de nacimiento 
establecía la filiaeiún ¡<alerna; ahora Lien, el acla nunca 
prnelJ3 la paternidad, aun cuando la indique exactamente; 
en el acta de que so 1l'ata, el acta indicaba umi patcmitlad 
auulterina; la declaraci6n ele una paternidat! diferenle que 
la del marido tic la madre no h;,]Jrla debit!(' ser recibida 
por el olidall'úl'¡ico; :i rc<'Í¡'ida, no puede oponerse al hi­
jo, que li¡~ne el d,'l'e,·]¡" do invocar la presunción de paler­
nidad legitima esl;:!,leciJa por el art. :312, hasta (lile el 
marido de su lIJadr" lo llilJ"l hecho ú un lado por el deseo· 
nocimi,>nLo. Signoso de a'lul (JII" lal niüo era lpgltimo, y 
su o¡;lado estalm probad" [1"1' modio do título; hay, pues, que 
decir, (I'w nada le[<la ,;1 '1"e rc,·lam"r, y que, por lo tanto, 
no habla lu;;al' ü nlla reclamación tie estado, ni á la apli­
capión del arL. 32a. 

481. El hijo ticno U" litlllo, pero se discute su idonti­
da,!. Se 1'['('gUI110 5i la a"ciim ó la eX"epción es una reela­
ma,·ión de estad ... La cll<'slión es dudo,a. Puede ,leeirse 
que ese Ilijo lielle llll CSIU'¡o ""[[[I'r"ba,]o 1"'1' su titulo, y 
que, por ('or,s'pIe"I", no reclaula esta'~o; el ol[jeto ue su 
acción no es el 'llJe so lo alril[u)'" un estado, sino que lien­
de á probar (lue el ",Lad" 'I!a"ilestauo por el acta de naci· 
miento le CO!'l'eSI,onue. En principio, deLe resolverse que 
la acción del lIijo no P' UlIiI rc,·lamacilm ue estarlo. Esto 
nos parere inco"te,tr'¡JI", si la a"ci6n realmente 110 tiene 
mns ol[jelo f]"e 1'1'O]¡:rr la id""ti,];,,!. Pero puede suceder 
que un individuo ,i" lilulo se previllga Je una acla de na­
cimieuto que no es la suya, para. probar por medio de tes-

P. el e D. Tn.MO m.-n 1 
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tigos SU pretendida identidad, elurliendo de este modo las 
condiciones rigu rosas que la ley exige para la prueba de la 
Iiliación por testigos. En este caso, la acción ten,lria por 
verdadero objeto reclamar un estarlo, y, en consec.uencia, 
habrla lugar á aplicar 10< principios que rigen la acción de 
reclamación de estado (1). 

§ H.-· DR LA ACCJ01\ DE DENEGACJO:\ DE ESTADO. 

482. La ley no dice euúDdo hay lugar á la acción de 
denegación de estarlo; únicamente di"e 'lue cuando no pue· 
de ponerse en duda el estado de Ulla persona, es cuando 
tiene una posesión conformo ¡j su titulo do posesión (art. 322). 
Slguese de esto que el estado puede ser discutid" cuando 
sólo descansa en una de esas dos pruehas, el aeta de nad­
miento ó la posesión de estarlo. Es nl'ces:lrio, por I'J me· 
nos, que el hijo tenga en Sil favor ú h posesió'l ó un titulo 
para que haya lugar tí discutir su estarlo; si él 110 tiene ni 
titulo ni posesión, entonces tampoco ti une estarlo, y no 
puede ser materia de discusión lo 'lue no pxiste. Asi, pues, 
no puede intentarse acción contra el 'lue no tiene p.st;¡do; 
pero si se puede oponerse á la acción de reclamación de 
estado formulada por el hijo que no tuviese ni lltulo ni po· 
sesión, y que solicitase rendir pl'Ueh~ do Sll filiación por 
medio de testigos; asl lo dice el art. 32;i. 

Hay un caso en el cual la acción de oenpgación de esta­
do toma el nombre de contienda de legitimidad: cuando 
el hijo nace trescientos utas después de la disolución oel 
matrimonio, SIJ legitimidad puede sel' denpgarla. Esta ac· 
ción está regida por priacipios especiales que ya hemos 
expuesto (núlns. 4.60· 4.63). 

1 Dnrantón, t. 1If, p. 151) lllí.LI\. lG:.!, De¡¡¡()lontlJf'. L Y, p. ~lÜ, 
núm. 3.'J7. Zncltn.riH~, t. 111, ~ 54!), bis, p. 620, 
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483. ¿Quién puede intentar la aCClOn de denegación 
de estado? La IfJy no limita el ejp-rcicio de esta acción á 
ciertil~ ,'clrsona<, camo lo hace para la acción de recia· 
mació'l rle eotado. D'J esto hay que illferil' fflle esta ac· 
ción permallece haj" el rJuminio del derecho cOlllún. Aho­
ra Lie", es de 11I'illcipio r¡lle todos IlIs que tienen interés 
pueden proflloYcr. Esl,] interés dcue ser, en general, nato 
y actual, es decir, un illterés pecuniario. Pero existen tam­
Lién casos en 'lue es suficiente un interés moral, y tales 
son los debates soLre el estado de las personas. El estado, 
antos que todo, es 11Il derecho moral. Por esto os que la 
ley concerle únicamollte al hijo la acción de reclamacióo 
de estarlo. Pero cuando so trata de denegar el estado, todo 
miembro de la f,¡mília, ;i la cual uu individuo pretende 
pmt8I1e¡'cr, tipo" derecho :í rechazar dicha pretensión. Pue­
de hacerlo, ovi,lAutemellte, cuando el interés es pecuniario; 
fo puerle l1mbién si el interé, es moral. Tal es el caso en 
que Ufl inrlividuo tOllle el nombre y los títulos ele una fa­
milia. Todo llJiembro de ésta puede disputarle ese dm'e­
eho, aun cuando no se jugase ningún interés de dinero. 
No hay duda alguna a"crca de este punto (1). 

La aC"ión de denegación de estado difiere, bajo este res' 
pecto, del desconocimiento rOl' el cual se discute el estado 
del hij" concEbirlo Ó nacirlo durante el matrimonio. Esta 
última acción no cQncsponde, 011 principio, más que al ma­
rido; jamás á ,os mie,ubros de la filrnília, ni aun ú los ma; 
cercanos, ;í titulo de l'ariente,; úrricamente la tienen bajo 
ciertas condiciones, en calidad de herederos. Todo parien­
te, hl contrario, puede disputar el estado r¡uP. una persona 
pretende tenor; pero entiéndase bien, á ménos que ésta, 
por su acta de nacimiento, pruebe que rué conc8bido Ó que 

llHerlill ul{¡'pnrtoriIJt el\ Lt p<d;~hra "ULH:.stiOnf'S <l(-, estado," pro. 
111, arto 2, núm. G. 'lb", lajllri'l'l'I\!lclI\:ia 011 Dalloz, en la paurab 
¡VfJmbrc, nÚllls. 10, y siguicutC8. 
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nació de una mujer casarla, Ilmante el mntrimonio; en este 
caso su legitimidad no pucue ,PI' atal'ada sino por el des­
conocimiento del marido ]', si h"y lugar, de sus hprt~derQs. 
Fuéra del caso de r]psconol'imit'lltll. tllllo pariellte pO/loe 
disputar el estado de su hermano, por mas que tal uebato 
implique la deshonra de Sil llJadre; la le\' no cont'ede exc,'p 
ción ó fin de no recibir fundado en la inmovilidad de la 
acción; estas consideracionl's son dnl dominio do la moral 
y no del rlnrecho. Asi lo ha f"lIado la rOfte do Douai (1;' 

484. 1,,1 aoción de dencgaeión d(' osl:lIlo sll,cita una cues­
tión ne estarlo, ó por mejor doeir. Ucno ,'or ohjeto el psta' 
do queso pone en tela de jllido. Dicha accilín implica, pues, 
necesariamente una cuestilín de e"t:1llo. Si,~u"se de aqui 
que deben aplicarse I1 esla :l"dón los principios q"e según 
las acciones coneernienles al estado oe ];", rmsonas (2). El 
estarlo está fuera del comercio, y pOI' ello, no puede ser 
materia ne una convención (art.. 1128), Una consecuencia 
evidente de este principio, es que el que ha reeonocido al 
derecho de debatir el estado de llna rl~rsona, el que ha re· 
conocido su legitimid:J(I, puede, sin emhargo, inlentar la ac' 
ción de denpgación; en efecto, tllda'renuncia, todo rerono­
cimiento, en materia de estado, lleva el s,,1Io de nulidad 
radical, supuesto que carfce de ohjeto; es un acto más que 
nulo, no tiene exi~tencia á los ojos de la IHY, y, por lo tan­
to, no puede producir ningnn, efecto. (3). 

Esta doctrina ensPilada pl'r todos los autores (tl), ha sido 
combatida por un magistrado cnyo nombre goza de gran, 
de autoridad. Troplong, sostiene r¡ue la transacción ravora· 

1 Hentenoia do R ,le nI"y" ,1" lK·t" (U"Po",. 1815, ~,16;n· 
~ Véa8fl núms, 426_,t30. 
a r.rlll CR la. doctrina generalmente :1l~(.\Jltal1a; la cfitalJlecomos en el 

título do 1¡ta oMigaciol1es. 
4 l'\ll,rlin, R'!pertnl'io, Bit 1;), l);\:ahi','~ Pt;lr:óoncs, pro, V. Dnrautou, 

.11[, p. 98, núm. lO!). Z;whmifl', t. Ulj P, r,()¡;, pro. !J!7, I,is~ ])cn1O_ 
omh~', t. V¡ p. 300, n1ím. 33:3'. 
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hle al e,taln r1~ la per5<:lna pUB,]e siempre 0pf)ncrse Ü r¡uian 
1.1 ha l'O'IS'~lltl 1,,; pI I'cr,o:}ncirnieIlL·) !lBI u:;ta,I¡J prrllluce, tí 

su ¡ui 'i", UII ¡¡'I'¡e Iln l'edlJir inslll '8I'al,jp(1 l, Las I'onvellci<:l' 
[WS SfI!lre el e':!.:loIo s,~ríaq, pues, v;ilida ... Ú 1It11a~, s~gún f)'nf) 

cO[lsoli,lasen ,1 ,'st"'¡,, Ó Ilue 1" "I"c"soll. iV,,}'" Ulla pxlra[¡~ 
teoría! D ga[lIo,; ,,1 ,,,,jili,'aliv<:l, es Hila "creiío, jurl'¡ica, que 
estil en ('I)()sieiilll culI los principios m:i, el, .. n,'ntalt1s, ¿[~l 

c,stado, ""I"i'¡"rado corno deredlu IDnral pst:i U !lO está en 
comerciu? ¿A,',,,so se vende ó se compra el pal'elltescn, la 
sangre, la p;::tir¡le? El e:stado ú~tá, !l\leS, fU~I'a del eomerei0. 

]'''1' lo mismo, rlebése aplicar el art. 1128, I'olH'elrid0 con 
térITJinos de I"s más restrictiv"s; «UllicamBllte las cosas 'lue 
son maleria ,lo comercio pueuen sel' objTJlo de convencio· 
nes.> 

El prin"¡pio es absoluto: no llly lugar ,í dbtingllil' si la 
convención es fav"rable al estad" ó si le es '¡esravo['~hle, 

Tales distilll'ior.es se comprender¡"l pn labios del l"gis1a­
dor: en él 1'0t!1'1a sac,'i!i"ar un pri,wipi·, de del'e,'h" a la 
paz de las familias, En cuallto al iuté['prete, esl.; ligado por 
los principios, esl.a ent'allenaclo por 1",; l.'xt05, n') tielle 'Iue 
preocuparse fl"r los illteres~s gene,·ales, ni por h tranllui­
\i,lad de las familias, Los principios, y unicamente llls prin. 
cipios, esa es su misión, Troplong invoca I.extos, poro tex­
tos que son excep"iolles, Hay ulla ,le éstas en materia ,le 
filiación: so ]llJede oponer it la aeción de descon"cimiento 
el reconocimiento r¡ue el marido ha heeho do h legit[miuau 
del hijo (art, 3!li, y antes nums. 377 y 381), Pero pue­
den extendersH las exeepeiunes, ¿y quién no salJ3 r¡ue pi des, 
conocimiento os una acción enteramente excepcional? ¡';sto 
decide la cuestión, Los principios son tan evillentes, que no 
se concibe que hap un disentimiento en la doct!'illa y la 
jurisprudencia. Solamente una restricción hay que oponer 

1 Troplong, d~ las tl'ansaciolt~s, arlo ~JH,J, núms. (.in y sigllielltos. 



726 DE LAS PY.RS'ONAS 

enfrente de esta decisión, y de antemano ya lo hemos he­
cho. El estarlo eonsillerarlo como derecho moral es lo que 
está fuera del comerdo; las vent1j~s pecuniarias qun la ley 
le relaciona ciertamente 'lile estiLn en el comercio, y por lo 
mismo, puerlen ser ohjeto de ca 11 vencir,nes y de trensaccio­
nes; pero los efec.tos de éstas no pnsan del límite de los 
contratos; siguen siendo extraflOs al estado prGpiamente 
dicho. 

Un hijo reconoce á su hermana como legitima, y corno 
talla admite (¡ participar de la herencia materna. Después 
de la muerte ,le aqllél, sus herederos niegan el estado de 
la hermana. Se les opone el reconocimiento del padre de 
ésta. La corte de casación hilO á un larIo este fin de no­
recibir por motivo rle que «las convencionps privarlas nada 
pueden ec objet<Js riel or(len públi ca.» En vano se objetaba 
que los here,lero< no po,línn tener mas derechos que su 
autor. Sin durla que ellos no hubieran podido combatir la 
partición por el difunto consentida; pero á pesar del reco­
nocimiento de é~tn, el hermano habría podido poner tí dis­
cusión el estarlo de su hermana, y por In mismo, sus here· 
deros teman el mismo derecho (1). Así lo resolvió l~ corte 
de ü,.leans en un caso en que se invocaba il favor de un 
hijo adultl\rino el acta de partición á la rlue habla concurri­
do como hijo legitimo; la sentencia mauluvo la partición, 
poro anuló el reconocimiento. En este dehate sostOvose 
que los dos hechos jurídicos emn indivisihles, que el hijo 
no habla sido a,lrniLido á la participación sino en calillall de 
hijo legitimo; que si 1'01' la secuela de la acción, el hijo era 
declarado a,lulterino, el acta de participación del.la tam­
bi~n anularse. La corte rechazó esta indivisihilidad im1gi­
naría: nada es tan distinto como el estado, derecho moral 

1 Sentenoia ,lo Bourges, ,h, 15 <lo Mayo ,lo 1809 (Dalloz, en la pa· 
labra p«tarnidad, núm. 461). 

- -- Ir ---
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y las sucesiones á las cuales es uno lIam1\do, sn virtud de 

su pstado (ti. 
La jurisrru/lenci~ de la corte de casaclon es eontraria á 

nuestra opini(n; citaremos la s,"ntencia Illás reciente. Q"di­
nariamente se rlice que la corte de casaci,jn pasl por enci­

ma ¡Je las pasiones ([no se agitan ante los trihunalos desti 
nados it juzgar las cue,tiones de hedlO. Na,la de esto, yes 

imposible que asi sea. El magistrado jalllús logra abstraer­
se, como los autores que manejan los principios á guisa de 
fórmulas matemáticas; noces"riamente tiene que experi. 

mentar la inlluencia de Ilo hechos. Ahol"a J.ien, en las con­

tiendas de estarlo, I"s hechos son casi sieml'r~ favorables al 
hijo cuyo estado se halla atacal·lo por motivos de inte"és, 

aun cuando los misfll '5 'lue lo disputan lo hayan rec'Jnoci­

do en otro tiempo. En el caso juzgado Off 1849 por la cor­
te suprema, un favor extranrninarin alegaba en pró del 
hijo, cuyos hermanos disputaban la le¡.¡itimi.Jarl, La ma­
dre, casarla con un emigrado, rué salvada del carlalso por 
el homb!'!; lt 'lllien ella se entregó y con quien después se 
casó. El hijo nacido de este comercio adulterinn, es cierto, 

fué siempro reconocido como legitimo por sus hermanos y 
hermanas na~idas en el sono riel matrilDo,lin; y !cómo ha­

brfan pensado en discutir la legitimidarl de quien era su 

bienhechor y it quien rlebfan su fortuna! N,) obstante, aca­

baron por comb.1tir el estarlo del bastardo adulterino. La 
corte de Aix los rechazó y la corte de cas1ción sostuvo la 
sen tencia i 2). A penas si :1OS atrevemos á levantat' la voz 

contra taleS decisiones. Pero nUflstro trah:tjo no tiene más 

1 St~lJtnllui;\ dt\ Or1eall~, de 6 de :\farzo llo lB-U (Dalluz} U11 la }la­
Jabra }HdcrnidliA. UÚlII. 3~7, 3':'). 

2 8pntoneia rle 2R (lt\ Noviernhrl\ dE) 1819 (Oa11oz, 18[í(), 1, 113). 
ll,\y otras ~{\tJt.pnci:18 (\11 tll mislllo 6!:'lIti!lo, prol\nTlci:\!la~ por la. eor· 
te 110 ea~ac:ón y pOl' algunas ('.ürtl-ls iln apl,laniólI. Vé¡\se la Ilota. ele 
D.llloz, '·Q"lpc"ióII llEriórlica," 1850, l, p. 113; Y Dalloz, Repertorio, 
en la lJ8labra praerltidad, núm. 388. 
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objeto que mantener los principios en todo su rigor. En 
este terreno, nada tan debil corno la jurisprndencia de la 
corte de casación. Descansa en la distindón (Iue Troplong 
enseña. La corte enseüa qne nadie puede aoandonar un es­
tado que á la l~y deoe, mientras que el ardeu púolico esté 
interesado ell impoller silencio ü IOIs h"redel'Os que, por un 
interés pecuniario, quiertlll cbrnlwtir ulla legitimidad volan­
tariamerte reconocida y con conocimicnto de causa. La 
corte infiere de allí, "lJe el recOIno"irniento extiende sus 
efectos al estado civil del hijo, t¡¡nto COlIJO á los derechos 
que son su atrilJlltlJ y consecuencia. D .. modo que el es­
t~do de las persolla' c.1Lnltiarí,1 de natural"za, segun que se 
reclame ó que se ('omlo"ta! IEse estallo esta fucra del co­
mereio euando el hijo es el quc lo redama, y es matcria de 
comercio cuando se le di"pula! ¡Luego un solo y lllis(JW 
derecho e8t"rla " la Yez en el comercio)' fuera de él! Nos 
parece que el erro~ es palpable_ 

480. ¿l~i ¡mpres'"r¡ptibl~ la acción de denogneión? Si se 
admitiese la doctrina de la corte de casllción (lue acabarnos 
de comltali,', habría fIlie Je0Ídit, que la acción es prescripti­
ble; en efe,;to, si puede renundarse ó discutir el estado, 
tamloién puede reiluncial'se á tlllo no prnmovi.mdo, Desdl'l 
el momento en qUB el f'slado pU'Jde ser objeto de convenciu­
nes de trausacciou~s, puede también .d'luirirs" por medio 
de la prescdpción. Sin embargo, t"d .. s Ic's autores ensermn 
lo contrario, y "on rüzóu. El estado UlJ(I.,U esta eu el eo­
mbrcio, así es que no puede adquil'irse ni p"rd.'rse, por la 
prescrip~ión. Cierto es que 01 código d vil dudaril ú ,i.,amen­
te impres~ríptiu!e la aedún de l'ed,ma"iúlI de estado, eJe 
donde p"tlrtil illfel'ir,;e 'Iue la a",,,ió,, de '¡o"cga,·.iú 1' es pres­
criptible. Pero este raZUn<lllliellto, lJi!sil.lo 811 el ,den,'i" de 
h. ley J debe redlaz:1f:o\e, plH'que e:-Li en opH~i\'iótl ~I'II ios 
principios. A'lul se vé cómo la argulueutacióu llamaJa á 

rr 
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contrario, es mala. Si la ley declara imprescriptible la re­
clamación de estado, l' si no dice lo mismo de la denega­
ción .le csbdn, es porque pura la reclamación habla que 
hacer una distillción Plltre el hijo y sus herederos, mientras 
que para la denegación no hay diferencia que establecer, en 
el sentido de 'lu', siempre se dirige al hijo, porque se trata 
.Ie discntir el estMlo considerarlo como derecho moral, y 
sólo el hijo posee nn 851.1,10 propiamente dicho. La ley no 
tenía ner,esidarl de ag.'egar 'lllB la acci6n de denegación es 
imprescriptible; esto resnlt. suficientemente del principio 
de que el estado cSli, fuera ,lel comercio (1), 

Hay, á esle resp,~,',to, una diferencia entre la acción de 
denega(',ión de e,t,,,Jo, y la acción de desean ocimiento, Es­
ta ¡]e.lle ifltllllbrse en un plazo muy \¡rcve. En el núme­
ro 4114 hemos d'lflo la razón. Este plazo es mas bien una 
confesión ,¡ue una preseripción, en el sentido de qua el 
marido que no desconoce inmediatamente al hijo por el mis­
mo hecho, lo reCODoce como legitimo, y habiéndolo reco­
Ilocirlo, se eoncibe (fue no se le a~mita :i desco nocerlo_ 

La jurisprnrlencia est(\ conforme con la doctrina. Se ha 
fallacl" '¡lIO la disposición riel art. :322, 'fue declara que no 
se puede combatir el estarlo de aquél que tiene una posa­
ción conforme á SlI título de naeimiento, no impide que se 
combata la legitimidad, pl'Oh.n,lo 'loe no ha habido matri­
monio, es imprescriptible. En efecto, el art. 322, como )'a 
lo hemos .liellO (núm. 41:3), sólo se refiere á la filiación, y 
supone que el matl'imonio ~onsta, su puesto qua únicamen­
te los hijo3 que n~cen (10 padres casados, son los que pue­
den iovoeal' la posesi,jn .le estarlo y la acta de nacimifnto 
como prueba de su (iliación, Así, pues, puede siempre sos· 
tenerse que no hay matl'imol1io, y esta acción es impres. 
criptiule. No hay un texto que lo diga, pero no era nece-

1 De,!IIolomue, Curso duZ r:odigo .1Y(l¡JolelJll, t. [i~, p. 304, núw. 328' 
p, de D, TOMO III,-92 
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sario. As! como 16 expresa la corte de Agen, no siendo 
mat0ria de comercio del e~tado de los hombres, no podría 
adquirirse ni pen!erse por la prescripción (1). 

No es necesario decir r¡1I0 los der~cho3 pAwniarios, taler. 
como los de sucesión, PIlP,den tanto u'!'luirirsB como pero 
dersp, por la prescripción. L1 acción de pet.kióIl rle heren­
cia pl'cs~rihe en treinta at10S; después rle este plazo, se pue 
de roml'atir el estado del hijo que h3 rccojido la sucesión, 
pero aun cuando se admita la acción, conservará los biene~ 
que por prescripción ha arl(¡uirido. 

/186. Los arts. 326 y 32i, que norman la competencia 
en materia de reclamación de cstado ¿son aplicables á la ao· 
eión por la cualse combate el estado del hijo? Sí, y sin du­
da :tlgllna. Cie"lo e5 rlLlo el art. 326 no habla más que de 
la reclamación de esta,h, pero el 327 emplea la expresión 
general de cuestiones de estado. Por Ot'\1 parte, las dos 
acciones se confunden en rnalida,l. Si el bij'j reclama un 
estado, es porque hay alguno ()ue se lo disputa; y si se le 
disputa, se defenderla rer,/aIlHinrlolo. Y, por lo mismo, la 
competencia debe ser la misll1a para la denegación y para 
la reclamación de estado. Esfo no da lugar á duda alguna. 

S III.-DE LA. COSA JUZGAD.\ m" MATEIII.\ DE ESTADO. 

487; Hay cosa juzgada, según los téflnini¡~ del art, 13M, 
cuando lo que se delllan.la en h segunda instancia, es III 

IDisffi:o que lo que so msohió en el primer proceso, y CIJ.1li­
do Id 'demanda se funda en la llIism:l callsa y s'! formllJ;1 
entre las mismas partes. Estos prineipins se aplican á los 
juicios emitidos en materia de estar/o. Pe¡'o hay alguna di· 

1 Sentencia .Ie la cort" .10 Agün, 'le 1!) ,1" Ellero ,le 2304, Dalfoz, 
1865, 2, 10. . 

rr "' 
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ficultad acerca del punto de saber cuándo es la misma ca· 
sa demandada. Véamos un caso que se ha presentalla ante 
la corte tle casación. Algunos colaterales persiguen el aban· 
dono de los hienes, de los cuales se babía apoderadu ellti· 
jo del difunto, s~gún ellos, llajo la falsa cali,lad de hijo le· 
gítimo, cuando el padre hahía falle,,¡do rélilJc. Juicio, por 
derecto, que decide quP- el hijo es Ipgitimo del difunto, y 
que con tal calidad es su único heredero. Este juicio no es 
atacado. Cinco alias más tardll, los mismos colaterales for 
mulan una nueva ¡J"manda que tiende iI 'lu8 se ]llobiba al 
hijo r¡ue en lo sucf'sivo tOllle el nombre y la calidad ,le hi· 
jo legitimlJ del diftlllt'l. El tribunal declara su Jemalllla in· 
admisible, fundándose en la co<'[I juzgada. En virtud de la 
apelación, la corte de París desecha la excepción de cosa 
juzgada, en atenciún it (jue el primer rallo no hahía resuel· 
to sino sobre la reclamación de identid"d, y no sol,re el 
estado del hi,io. La sentencia rué anulada por violaciún del 
art. i301 acerca de la autoridad de cosa juzgada (1 J. Apa. 
rentemente, la corte de París tenla razón. Los colaterales 
habían pedido el abandollo de los bienes, no hahían CaD!' 

batido la legitimidad. 1"'1'0 la cuestiún do estado forzosa· 
mente rué planteada ante el tribunal, puesto que no habría 
podido pronunciarEe el abandono sino cuando el hijo hu­
biese si,lo declarado ilegitimo; así es que eltriuunal comen­
zó por resolv8r la cuestión de lcgiti [lIiJau. Y una vez de-' 
clarado ilegitimo el hijo, tenia él, el! verdad, el derecho 
de tomar el nombre l' la calidad dc su padre. Luego la 
nneva demanda esta ha ya resuelta por el primer fallo. 

Resulta de ar¡ui una cOllsecuencia muy importante, y es 
que, una vez resuelta la cu~stión de estado, hay co~a juz 
gada, no sólo en cuanto al estadu, sino también respecto á 

1 Scnto;'-loh, de casacióu, de 15 de Juuio tl0 1818, Dalloz, un 1 .. 
palabra Paternidad, núm. ;)00. 
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todos los derechos que derivan del estado. Esto e" muy 
lógico. Porque si el hijo podia reclamar las sucesiones que 
vienen á abrirse después que un primer fallo 1" hubiese de­
clarado ilegitimo, el segundo rallo ootaria ell oposición con 
el primero, suponiendo que admitiescl la peticióll de her'1l1-
cia; en ol&ctc, no podría admitirla sino declarando legítimo 
al hijo, siendo así qne el primer fall,. lo declaró i!,)gltimo, 
Ahora bien, precisament" esta contradicción de res.)ludo· 
nes judiciales es lo que cllegi,ladol' ha querido evitar eil 
tableciendo la excepción de cos'a juzgada, Es:oestá t.am· 
hién fundado en la razón; r.~í como !o expre>,a la corte dé, 
París en una cama célebre (1), los iutereses diversos J su 
cesivos que se fundan en Ulla cuestión de estado nO pue 
den autorizar á que esta acción se vuclva ¡i presentar inde 
finidamente ante la justicia; cunndo ha sido disentida jl'tl 

suelta rospecto al nembrc de familia, e¡,la t'llPS!i(Jl' no 
puede ser propuesta de nuevo resp"et,) il l"s derechos he,',) 
ditarios ó respecto á otro inkrés cl~alquiera que pudiese 
sobrevenir; en efecto, esto equivaldría á elerniz;:r I\lS de­
bates sobre las cuestiones las rn:'lS irritantes, sil'ndo <lS[ que 
la ley quiere ponerles !Joto prorlall1audo el jI,inci¡.io tIuque 
la cosa juzgada e!; la ('xpl'csión de la verdad. 

[188. Slllmpsto fIuO la ('osa juzgada en Ill;üeria lle eslad.) 
descansa en los mifmon ¡llincipi"s 'Iu" la eom juzgada en 
general, ba}' que "rlic~r también P!-tns l'I';J1eil'i0s fln cuant.o 
á los efectos quc a'luella prlldl1l~(), La cnc3tiúll, !ln nbs::m 
te, est:i muy controvertida. Tráfaso de saber si los juicios .. ' 
pronunciados en matcr'ia de estado tienen úni"mn"nt,~ efectu 
respecto á los que SOIl partes en la causa, ó si lo tienen 
rllspecto á todos, La respuesta la llUllamos en el texto .lel 
arto 131>1: la autoridad de la cosa juzgada s610 tiene lugar 

1 Seutencüt <le r (le Julio de .186(" lI~~¡;I)Cio tll\ 1:1. Sl',l. 1·~li3<..;a P.t­
tterson y Gerónfmo BOllnparte (Dalln 7" 1 Sr.!, 2. lIS) 
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entre las partes ¿Rly una ox"opci0!l ,¡ ",sla regla general 
en las cuestiones ,le est~.do? Una cxcepción exiS'] un teüo, 
y ~,jlo el legislad,,;' ptJe<lc crcar excepciones ,¡ 10i principios 
que élmismn haeslalJlecido. La d¡[i,,,dl,td scredu"e, pues" 
:i sabel' si hay un't exccpción al arto 1:l'i1, en nu"sir,¡ có­
digo l·ivil. Sólo un;1. dial~osiciól1 exist.e '111'~ prevea el easo 
de un [,.11" !)\'oflunciado on materh de ,'Aa,lo y esla única .' 
di,sl'0sicj"ln "plica la "cgla gen,)r"l sob,'" los ef,)ctos de la 
c,'", juzgada: "S el ¡¡r'L 100 el ,¡UC e.;tabl,]ce: «El juieio de 
)'ú(~tilil'a,~ión !lO ]I'nlrá, en t.iernp~) ningullo, oponerse á las 
l,~rtes inlere".1.das que no j{) hubiesen J't)r¡uerido, Ó que no 
huIJi0S(~1l sido eit:1rlas.)) Esto es der,isivo, á nuestro juicio. 

So objeta que la dodrina admite tlnl excepción ó. los 
cl'ectos de la ('osa .iuzgarla, en mateh! de estado, por más 
'lne rli,'lla r·xc~pciú" no s.) halle co,,,,,gr~da pOI' Ilingún 
texto. Nosolr;), hemos cfI:'cfladll, C"" todo el rnun,lo, que 
el fallo rendid,] ar:m,:a dd d,o,",oll"drnienlo del mari,]", es 
de ley para loda h l:unili:l. ¿PUl' r¡ué se admite es, exccr­
eión, nunrpw U') e~t~ e . ..;eriL.l. ell la ley? Bi, se di~e, un~ 

al,lic~ción del principio dc 'ItlC lo; r:¡lIos pronunci:¡dos con 
el con{radialol' legítimo tienen ,·í'"ct'lS respecto á todas 
las parles inlel'fisatlas. Ahora bien, este principio debe 
aplicarse no sólo al desconocimiento, sino:i todas las cueb' 
liones dc estado. 

La teoría d,,! conll'culiclor legítimo "iene del antiguo 
derechu; Argcnt.ré la l"'ol'esaba, poro siempre ha seguido 
siwdo in<'Íf'rla; IlllU,':: se ha logl·arlo determinar con preci­
sión á quión se repul:' como conlradictol'lcgilimo en ma­
teria de estado. D' Al'bcntr<\ dice <¡ue es el que tiene e! 
p1'inútivo !I principal 'infeJ'Lis. Toullier, gran partidario 
de esta doctrina, confiesa que 85ta es un poco vaga (1). 

1 Tüulliol', t. X, Ilúm, :!lU. })I Argelltl'é, "Uie.UUIIOII f;:)l)~·U las par­
ticiOlw~ rl(ll(l~ nr)hllJ~'." cuestión 20, ll!~m. 'l. 
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Pero vaga ó nó, trátase c~e saber si el Código Napoleon ha 
mantenido la antigua uoctrina. Si fuese un principio que 
emanaC8 de la autoridad de la cosa juzgada, se podría ad­
mitirlo, por más que no esté formulado en nU~8trl)s textos. 
:Pero los mismos autores que enseüan esta opiniólI dicen 
que ésto es una exc'Jpción á los principios. (1). Esto deside 
ya á medias la cuestión. Introducir una excepción en la ley, 
equivale á hacerla, y por lo mismo, pasarse de los límiles 
.etlalados á la misión y al poder del intérprete. En este ca­
so, es cierto que los intérpretes hacen la ley, y, para con­
vencerse, basta leer las condiciones que ellos exigen para 
que ellallo se repute pronunciado contra el contradictor le 
gltimo. En primer lugar, se necesita que se haya pro­
nunciarlo con un contradidol' leg[t imo; y ni la palabra ni 
la idea se encuentran en el código civil, ¿Quién nos oirá, 
pues, qué cosa es el contradictor legítimo? Los autores, 
cuando el legislador s'llo tendría el del' echo de hablar. Se­
gunda condición: el fallo no debe ser por defecto. Esta es 
una nuev" denegación del derecho común, una nueva excep­
ción á un" excepción, sih ninglln texto. Tercel'a condición: 
DO oebe haber colusi,jn entre las parte~ Jellitigio. Y pre­
guntamos ¿quién autoriza á los intérpretes a prescribir tales 
condiciones? ¿No es esto una función Jel legislador? 

Se invocan algunas leyes roman as. Aun cuando hubiu­
sen consagrado la teoria Jel legítimo contradictor, no 
tendrlan autoriJad, supuesto qu!' están abrogadas con todo 
el antiguo derecho, á menns que se demuestre f¡Ue la vo­
luntad del legislador fué la de mantenerlas. Pel'O Merlin 
ha probado que los antiguos jurisconsultos interpretaron 
mal los textos que citan (2), y Saviliny está de acuerdo (3). 

1 Toulliel', t. X, núm. 216 Bounier. ,le )¡;,!'ó pruebas, 11 Útil I 71),j, 
2 !\:I",rlin, Rf.perturllJ, en la Jllilaura cuest"ióJ' de estado, pfo. 11I, 

lUt. l~, "úm. In, t. XXVI, p. 264. 
3 Savigny, 'l'ratado de derecho romano, t. VI, pH. 4.78 Y siguientes, 

(tra!lucción !lo Guonollx). 

..--"'[--
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Las leyes rOnlonas aplican Ing principios sobre la cosa juz­
gada:\ las cuestiones de estado. Ellas admiten únicamente 
dos excepciones. U na de ellas es concernienle al descono­
cimiento. Los ~utores del código Napale,jn la hall consa­
grado implícitamente dando al marido sólo el derecho de 
desconocer al hijo, de <ionlle se infiero <¡ue lo 'Iue ha si,lo 
juzgado con el marido hace ley para lo,l,),. Per,' cuando se 
trata de una acción diferente del ,1~s;"n')cilUiento, toda 
parte interesada puede controvertir, y pur 1,) mismo no hay 
motivo para extender 1Í estas acciones 1, '1u'] rora el desco­
nocimiento se admite; !,or e: mntl'ari '. deha decirse <¡ue 
cada cual tiene el derech, de I,ae"r y del' su interés, '1ue, 
en consecuencia, cada cual no repre,enta mis qMe il sí ,nis­

mo, lo que es decisivo en materia de cosa juzgada. 
Nuestra conclusión es <¡ue la Iloc\"jn:¡ del contradictor 

legitimo es extraÍla al derecho I'OlUdn", extraü:¡ al código 
civil. Nosotros aIludimos f/ue ellegisJurlor francés ha hecho 
lIIuy bien en no reproducir la teoría .le los antigllo,; intér­
pretes, porque tal teoría es falsa. 1~lla Col f;d,,:t b:ljO el pun­
to de vISta de J '5 principios que rigen la cosa jUI.').lda, y lo 
es bajo el punto de vista del estado de las IJJ!I'son:ts. Si la 
cosa juzgad" eS la expresión de la verdad, es porque "que· 
llos á cuyo respecto tiene efecto el fallo han sido escucha­
dos, han hecho valer sus derechos, ó por lo menos se han 
visto representados por los que son partes en el litigio. La 
cuestión se reduce :i su hA!' si en materia de estado, un solo 
miembro de la familia tiene calidad para representar á la 
familia entera. ¿De <¡uién tendrían lo,; pretendidos con/m· 
dictares legitimas este pooer'l ¡,D" la le)"1 K,ta enmudece 
y su silencio es sL1Ii,~iente para rechlz:lr tales pretensiones. 
¿De la natl1rale7.a? g~ta da á cada hOlllbre un derecho in· 

dividual, derecho que debe á la sangre, derecho que no 
puede transmitir Di comunicar, de donde se signe que cada 
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cual no representa más que Ú si mismo, y ninguna facul­
ta.d ti~ne para represental' á la familia (1). 

Se ha hecho una objeción contra la doctrina do Medln 
que 'lcabamus do re,umil·. El estado, 5" dice, es indivisi 
Lle, nadie puede ser·á la VOl. legitimo é ilegitimo; sin cm­
Largo, resultar:1 rl" lus efedos de la cosa jm,gada, "i se apli­
can al estado, que el Inisrno individuo rJt.r¡"l leg¡tirrlo res~ 

pecto á tal ó cual miellJlJro da la f¡tmilia ¡j i1egiti:no respec­
to á otro. Sin duda que el estado es indivisilJle, lo es cuan­
do no cabe incertidumhre ni debato suhre la legililllidad de 

quien lo POS<lC y e.j'·l".:ita los derel~hos qne la ley lig~ con 
aquel. P¿1I'O de,de ni 1l10mcnt<J en que hay debate, el esla­
do Sil fundará en un fallo, y SI de la esentÍa d" los fallos 
es Ilue seuti'la expresiúll de la verdad, no lo son, Sil! em­
hargo, siuo entre las parles en el Iilig.o. Y 1'01' lo mismo 
el cslado no existe sino reslledll :'l loo 'Iue han figurado en 
el litigio. En esto n .. hay Il uda especial ú las euo,ti .. nes de 
estado, este es un principio general. La verdad ciertamen­
te '1ue es indivisible, porflue (J,,; a[¡s"luta ell su esencia. lo 
que 110 impide qne se di Vida euallLlo resulta de un juic:io. 
Es inútil que por mús tiempo nos detengamus en esta oh­
jeeión, supuesto que lus autores mismos del código civil la 
hall recha7.ado, resolviendo que el juidl\ de rccl.¡[icadón de 
una ada del estado eivil 110 puede opouerse a I,]s Ijue no 
hun sido parte en el litigio. 

489. 1!;n la aplicación del I'rü¡eil'io, lus I"ll'lidarios de 
amllos opiniones se hallan á veces de aeuerd,.; 1 .. müs á me· 
nudo se dividen. AsI, v.dos advierten que el 1.1110 que decla­
ra á un in.liviJuo hijo ¡llgitilIlO de Ulllt mujer casada no 

1 Tal es latlol"t.rltl:l de ,\l\~"¡ill, .:J-t"pi·!'tori(l" Plt: t l),,!.¡lll't "Cn:Js­
tioll d~ e~ti:ldo," § II [, arL 1. nÚIll:;, :.Lll, y arto 1, níl::ls. :!_5) ,'.wgui. 
du por Z'l·cbarillJ .,. D~UlOloTllhl\; la rnapn' parte llll 10::1' auturl~8 fllloptan 
Ia.'opinión ooutral'ia (Véasu ~;Ich,ll'irn, l,fo. 547, /ús, t. 111, p. ü07, 
Ilota 23. Demulombe, t. \', ps. ~S5'y Aiguientcs, HíUllS. ~mj .r siguien. 
tes, y Dalloz, Oll la palabra cosa juzgada, UÚIU. :'3'71). 

. , 
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puede oponerse pi marido de esta mujer, si él no ha sido 
parte -en el litigio N" pa,a lo mismo enando el hijo inten: 
ta una oceión de 1'8clamaeión de estado contra uno de sus 
padres y que pierde el pleito. U na sentencia de la corte de 
casadón ha 311mitido la cosa juzgada en el siguiente caso. 
El hijo promlwvd re"lamación contra su padre despué,¡ del 
f.lIecimier,to do su ma,lrc, y pierde el plcitu. Ma~ tardo, h3-
Liendo f.,Jleddo uno de 1,1s hijos del matrimonio, aquél re· 
novó su d"manda [lI'esentümlose ti la partición de la heren· 
cia recngida por el padre y la hermana del difunto. El tri 
bunal y la corte de Burdeos hicieron a un lado la acción de 
aquél por la exeelHlic,n de la cosa juzgada. La corte se fun­
da ell la inuivisihilidad del estauo, é invoca la. teorla del 
contradictor legítimo. Al recurso de casación, intervie­
ne una 'ClItencia de d,'negación. Pero la cort~ no motivó 
su I'csoluei,jn sobrp la illd;visibilidad del estado ni sobre la 
doctlÍllU del I"gilimo cnntradictor. La sentencia comienza 
¡lOr establecer como pl'inci~io, que el hijo que reclama su 
esiarlo, sin V'n,,!' titulo ni posesión, rlebe establecer la ma­
ternidad de la lllujer y la paternidad del marido. Esto es 
ya uestle luego inexacto; el hijo jamás debe probar la pa­
ternidad, supuesto que la presunción del art. 312 le hace 
yoces de prueba. De e,to la sentencia deduce que es abso­
lutamente inadmisible (jue el hijo que á una reclamación 
de esta naturaleza no ha puesto esa causa más que al ma· 
rido, se lwya por esto mismo reservado la facultad de re­
producirla cnntra la lllujer Ó los hijos: sin entrar en el de .. 
L'lte de h indivisibilidad y rIej contradictor legitimo, dice 
la corte, no puede vol verse j uridica sino por el hecho de 
aquél mismo que re,~lama la doble filiación, la cual puede 
elJa sola tcrminar ell la legitimidad; la cuestión puede di­
vidirse de tal suerte, que el hijo siga siendo admitido á 
llamarse el hijo del matrimonio, después de haberse juz-

P. do D. TOMO III.-93 
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gado entre él y uno de I"s cónyuges que él no era hijo de 
uno de ést03. Nadie, continúa la sentencia, puede ser ,m 
torizado á declinar las conseeu'll1cias necesarias de la situa­
ción que él ha creado: prnceder contra el marid,) solo, es 
aceptar anticipadamente cumo delinitiva y absolut1 la reso· 
!tICión que se trata de intervenir. 

Aquí tenemos nna nueva teJría que funda la indivisibi­
lidad eH el hecho de que el hijo intente su a.~eión de recla­
mación contra uno solo de los cónyuges. E,ta teoría nos 
parece aún menos admisible que la antigua. La autoridad 
de la cosa juzgada se basa en la ¡dentilla.¡ de las personas 
II"e han sido partes en la causa y de aquellas :i quienes se 
.opone el fallo. 

El. el caso que nos o~upa, esta identidad no existía, al 
llIenos ¡Jara el hijo nadllll.lel matrimonio, la. hermana del 
reclamante. Esta no habia ligurallo en la causa., luego no 
podla invocar el hene[icio del juicio. Respecto al padre se 
había resuelto que el reclamante lIO era su hijn; pero esto 
110 se haLia. resuelto respecto á la madre y ti sus hijos, si'ln­
do dsl qne se trataba de una sucesión matema. La corte 
admite, pues, una excepción ti la c"sa juzgarla, y busca la 
razon de esta excepción en el hecho del reclamante. ¿Y del 
hecho del acto depende la autorí.la,[ de h cosa juzgada? 
¿Puede él, de su propia cuenta, hacer que 01 b,meli,:io del 
fallo aproTcche á personas que no hao [igurado en la cau 
sa? Trátase de saber si el fallo es la verdad; en vano el.ac· 
tor declararía que el fallo por intervenir sea la vel'dal[ en 
provecho de todos; si se ha fallado co'lIra él, esta decla.ra­
ción es inoperante. El no podría hacerla en pp-rjuicio de 
tel'ceros, y tampoco puede hacerla en Sil hene!i,:io. 

La sentencia afIad e, que la acción del hijn, que, úespués 
de haber perdido en sn reclamación contra su paúre, la re· 
nueve contra su madre ¿ sus herederos, sería la investiga-
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"ión ¡Je Ilna maternidad arlllltcrina. Est~ punto es durloso. 
La jurisl;¡ udCl1~iil "dmite quo no ~s de rncihirse la acción 
del hijo t'uand,) tplIga por resultado comprobar una filia· 
ción I''¡ulteIÍna. (1). El hijo pide que se le reconozca corno 
hijo I!!sítimo ,'t' su madi'('; puede hnce;'lo porqllo el juicio 
interl'uc;to COl! el marido no tiene ningnn erccto respecto á 

la mujer. El derecho del bijo 'Jueda, pues, iutegro. ¿Pero el 
"j,'reieio de l'Sto derecho no vendrú ú parar necesariamente 
en una filiaeiútl adulteritla? Nú, únicamente euan,lo el se· 
gundo j nicio dc,,!are al actor bija de la mujer, e;: t~llalldo el 
llIarido' podrá "ponerle el rallo que declare qu" el hijo no 
1'5 suyo. !labra dos fallos, que reunid(,s, establecerán que 
el' hijo naciJo lit) la mujer no tiene por padre al marido de 
su ¡maure; será, pues, adult"rino, pero no de una manera 
absoluta, sU]JUesto que el fallo pronunciado con el padrllno 
tieno efecto sino a su respecto. En definitiva, creemos nI)· 
sotros que la acción del hi.io no deLeria ser apartada sino 
cuando los hecllOs que él in ,'oca probasen a la vez que es 
hijo de tal mujer y que no es hijo del mari,lo de aquella. 
No puede hal'erw á UI! lauo la acción cuando esa pmella 
remita de un fallo pasado con pi padre solo. 

490. ¿El fallo p""aJo con padre y madre forma cosa 
juzgada respecto ú los hijr,s,? Hay 'luO distinguir, porrJue 
los hijos tienen una doble calidad; sor: herederos y son 
miembros ue la familia á la cual pertenecen por la sangre. 
Como hereueros, están necesariamente representados por 
el paclre en los juicios en que éste ha sido parlo, porque 
no tienen mi¡s uerecho ,í la herencia del padre que el que 
tienen del difunto como sucesores universales; luego si se 
ha declararlo ú un hijo legitimo del difunto, los hermler05 
uehen ~eeptarlo á la sucesión de su padre. Pero en cuanto 
á los demás derechos qne les corresponden como micm· 

1 Yf.¡u;e (1) torno rv do mis PrhtCI1JiOS, núms. 100_15:.!. 
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bros do la familia, ya no e~tán r,'pre5entados por el padre, 
sino que tienen un derecho propio; esto fué lo que la corte 
de casación resolvió en tél'lllÍnos rOI'males: «1,05 hijos, dice 
ella, adquieren al nueer de un matrimonio legitimo, dere· 
chos propios y personales 'lile no (Iehón confunrlirse con 
los que pueden cOlTesponderles corno here.ler"s en la Sll­
cesión de sus aut.ores; respecto á est0s últimos derechos, 
los hijos están obligados tí cumplir todus los compromisos 
ne sus autore~, y en eonsecucncia, se hallan ligados por 
los Callos en '1up, éstos intervinieren. Peró) de otro mndo 
pasan las cosas respecto á los dereehos a.lquirillos á 103 hi­
jos por el derecho solo de su nacimiento en matrimonio 
legitimo; en cuanto á estos e1erpchos, sus autore; no pue­
den obligarlos ni representarlos on las sustH1,~ias en que 
estos hijos no han sido citados pers0nalmente» (1). El ca­
so era que había un hijo originado de un matrimonio legi­
timo: otro hijo nacÍllo fuera del m,ltrimonio, consigue con­
tra el padre un fallo '1UG lo declara legitimo, como nacido 
de un pretendido matrimonio de su padre con otra muj(lr, 
Este fallo tiene contra el hijo nacido del primer lecho la 
autoridad de la cosa juzgada en cuanto ¡j la sucesión del 
padre, pero no relativamente al nombr'l y al parentesco, 
ni, en consecuenria, en cuanto á las sucesiones que llega­
ran á abrirse después de la muerte e1cl padre (2). 

¿No debe distinguirse en la aplicación de estos p¡'¡nci­
pios, á los hijos nacidos antes del fallo y los qlle nacen 
después que éste se pronunció? Mel'lin hace esta distinción 
y resuelve que los miembros de una familia que no habían 
nacido todavla en el momento en que se pronunció contra 
los autores de sus días un fallo pasado en fuerza de cosa 

1 8&Dtencia(]. casaoión, .10 9 <1" Mayo .le 18~L (Dallez, ou ]" p"­
Jabra.colajuzgada, núLD, 273). 

2 DOLDoJe1l1bc, t, V, pa. 296 y siguicntes, nÚIJl, 231 

-----------
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juzgarla, el cual ha hecho entrar á o~t" f~milia un extraño, 
nu ['uenen retornar contm dicho fallo, porijuo, no puenen, 
conforme á su nacimiento, prel",nner e~"lusiyame,nte :\ de­
rechpg ne familia ijue antf'S de su naqimiento estaban arl 
mitidos ]'r,r otros (1), 

¿ y e,ta resolución se halla en armonía con el rigor rle 
los print'irios? Sin duda que el hijo r¡ue ha ohtenido un 
fallo por pI enal se le declara legitimo tielle u,lr¡uirido un 
derecho á la legitimidad, pero ¿contra quién? C'mtra el 
parlre, J' solamente contra el parIr .. , supuesto ijue él solo 
figuraba en la causa. ¿Con qué titulo este fallo habla ne 
tener ef(!eto contra los hij')s que nat~en posteriormente? No 
habia más ijtW un solo motivo para resO)lverlo asi, y es si 
el padre representase á sus hijos. El no rt¡presenta á los 
qlle están nacidos; ¿por qué? POrrjlle el]os I]eben su riere­
cho á su sangl'e. ¿Y a'~aso los bijos ijue est'in po. nacer no 
tienen la misma sangre? ¡.Qué, no todos los hijns son de la 
misma estirpe? ¿El nerecho que á la raza cleben puede mo­
dificarse por un juicio en el cual no han sido partes? 

Cierto es que, en el derecho antiguo, d Argentre resol­
vió ijue si lIn falln declaraba f1ue el padl'e nO) era n0hle, los 
hijos nacidos antes del juicio no estaban Iigat]ns por la sen­
lcncia del juez, mientl'as que é;ta podia oponerse á lo; hijos 
nacidos posteriormente (2). Los nobles habrlan pot!ido re­
clamar contra e,ta tlecisiún; bajo el punto de vista de sus 
preocllpo~i"nes, lit'nen ellos ia nobleza por raza, y el juicio 
¿pueele cambiar la sangl'e? Comprendemos nosotros ijU<3 la 
opinión de los jUl'isconsultos sea diferente. L" nobleza es 
un beneficio de la ley; lucgo el juez puetle declarar que tal 
persona jamás ha disfl'UtaJo de ese heneficio, y, por consi-

1 ?tlerlill, R"JlP,rffin:fJ, <'11 la pa!ahl'¡\ cueslión de estad" ¡Ifn. Uf, art. 
2, núm. 3, (t. XXVI. p. 281). 

~ D' Arguntru, Dictamen sr;urc fas particiones de los núl;la, C:'lpítu· 
10 XXXIX. núm. G. 
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guiente, los hijos que ue él nazcan después tlpl fallo no se­
rán nohles. Sin embargo, nosotros preferiríamos la opinión 
contraria. El fallo jamás despoja de un derecho, ni hace 
más que declarar que este derecho no ha existido, 'Y esta 
declaración no forma cosa juzgada sino respecto á los que 
han sido partes en la cansa. 

491. Un hijo nace durante la ausencia del marido 
de su madre; sus parientes paternos lo desconocen, mien­
tras que Jos maten.os lo recanopen coma Jpgllimo. El des­
conocimi .. nto Ee acepla por uo f.lIo que adquiele fuerza de 
cosa juzgada. l'IIós tarde, I(ls parientes maternr,s disl'utan 
también la legitimidad del hijo, 'Y sostienen que lIaflió tles­
pués de la muerte del padre. La corte da AlIgers rechaza 
la demanda oe éstos, fundándose en el recollocimiento que 
hablan hecho de la legitimiuad del hij,,; en el fondo, do­
cidió que ellos no probaban la muerte del mariuo. Recurso 
de casal·ión. Los demandantes sostienen que la corte ha 
violado la autoridad de la cosa juzgada, haLiéndose pro­
nunciado el fallo con los contradictores IpgUimas del hijo. 
Este recurso no fué admitido. Sin explicarse en términos 
formales sobre la teoria del contradictor legitimo, la corte 
de casación resolvió que el fallo dado en provecho de los 
parientes por la linea paterna no tenía la autoridad de la 
cosa juzgada en provecho de los parientes de la linea ma­
terna que no habían sido partes en aquel juicio (1). 

492. Por aplicación de los mismos principios, debe re-
. solverse que el fallo pronunciado sobre una reclamación de 
estado con algunos miembros de la familia ningún efecto 
tiene respecto á los parientes que en él no han figurado, 
aun cuando los dos cónJuges de quienes el hijo pretende 
ser oriundo hayan sido partes en el litigio. En esta hipó-

1 SentencIa ,le 28 do .Junio ,le 182·', (Dalloz, eu ¡as palahras com 
juzg:ldll, núm. 276). 
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tesis es sobr.' l ... lo comú se sostiene (¡ue los cónyuges son 
~untratlictorrs I¡'gllimos del hijo, y lo que con e1l"s se ha 
l'allauo lo ha sitio con toda la familia. Esto serIa cierto si 
I·)s cónyuges tuviesen solos el derecho de combatir la I~­
gilimidad del hijo, así como el marido es el único que ti~· 
ne uerecho á desconocerlo. Pero ese ,Ierecho corresponde 
á toda parte interesada; luego todo pariente tiene un dere­
cho que lo es pnllicular, derecho que pue,le sostener en 
justicia I del !Jue 110 se le puede privar, pOI' razón de '1ue 
otros parientes hayan usado de su deredlo. aun cuando 
fuesen los cón)'uges Je los 'luC el reclarnallte se clama hijo. 
A primera vista, el dere"ho parece estar, en este puoto, 
en oposición con el buen sentiJo. Recordemos !Jue el esta­
do del hijo puede SRr comb~ti'¡o, si él no tiene la doble 
prueba de la posesión y riel titulo. Luego pue.le serlo cuan· 
do el hijfl t!ene en su favor la posesión. Ahora bien, la po· 
sesión se ha conside"a,lo siempre c61l1o la mú, fuert~ de las 
pruebas. Si, a pesar ,le la posesión, el estldo del hijo puo· 
de serCl)mL'a~,i,lo, hay '¡ue a Imitir, con mayor rar.ón la con· 
tienda, cnando el hijo ticne en su favor un fallo. Es cier· 
lo que ,Jsle ", la expresión d~ la verdad. Pero esto es 
una ficción; por esto es que la ley cuida de circuns~ribir 
los erectos dentro de estre~hQs limit,~s. Con motivo de que 
una persona ha sido parte en ,,1 litigio, e.i por l·) '1ue pue· 
de oponérsele el f"lIo pronuncia 1" ,Iespoé3 ,le 'lue. antll to­
das las jurisLlicciones, ha hecho valer sus del'echos ó sus 
pretensiones. Por esto mismo, seria iníeu') d.lr efedo al fa· 
llo respecto á aljuellos que no han figur~rlo en el litigio. 
Sin duda que hay inconvenienles en !Jue el estado de la mis· 
ma porsen'l pueda ser objeto de llucmero;a, eontien,las, si 
no han figurado en la causa todas las partes intel'es~das; 
pero tales incolnvenicntes se deben;i la naturaleza de los 
juicios; más vale aceptarlos, (¡ue dar cfecto á los fallos res-
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pecto {¡ ~quflllos que 110 han sido partes en el litigio; e3to 
serIa más que un in\~onveui(\nte, Sfll'la una injusticia (1). 

493. Z,H~hari;e ad Illito una exeepe i ón á los pri IIci pios que 
rigen la oesa j,u7.g~da:é1 ensena que los rJliemhros de la fa­
milia que no hablan nacido cuando el rallo se pronunció, 
están en él representados p01' la t"talidad tle Ins miemuros 
actualmente existentes. Nosotros hell1l1s encontrado ya esta 
noctrilla en otro C1I50 y la hemos com!.atirlo (núm. l¡90). 
C,'eemr,s que astil on contradicción con I"s principios rigu­
rosos de la cosá juzgada, Esa pretendida l'epresp,nlaeióll en 
nada se funda. Los hijos que nacen después del fallo, es­
t<ln representados por sus autores, en Sjl calidad de hc,'e 
del'Os, es decir, en cu~nt~ a los derechos pecuniarios que 

han sido objeto del litigio; pilro tll) han si,lo "'Jpre,;entados 
y ni pueden serlo en cuanto á los deredws di) familia que 
dehen IÍ la sangre y :i la raza, Ellos, ciel'tamBi'le, 'lile ten, 
drian derecho ['ara combatir la legitimidad de UII individuo 
que invocase la posesión de estado, COl! may"r razón Je­
ben tener deredlO para combatir las pretensiones de quien 
les "pone un fallo (2), 

FIN DEL TOllO TImCEp.o, 

1 Zncbrtrire, t. 1[[, p. 66~ Y Ilota 26. :\lorliu, Repertorio, "11 la 1':.1_ 
labr¡~, cuesriólt de fsra'¡o, p[o, 111, arto 3", prun, 4. t. n~, p. !J83. 

2, Tal eH la. obs~rvaciól1 tie Valottl\, UOllrca de Proutlhou, ti, 2~, }Hí." 
gina 113, 
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